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INTRODUCCIÓN

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas es una obra de inves-
tigación cuyo propósito es precisar algunos de los principales conceptos que 
deben orientar tanto la identificación y el estudio de las prácticas y procesos 
discriminatorios en el espacio universitario como el diseño y la orientación de 
los programas y políticas para enfrentar esta forma de injusticia.

	Se trata de una obra escrita en el horizonte de la filosofía política, disci-
plina que practica el autor, pero que tiene un sustrato interdisciplinario: dialo-
ga con distintos niveles de acción pública e institucional y tiene como propósi-
to de fondo desplegar una reflexión teórica para instalar la agenda de igualdad 
y no discriminación en el lugar que le corresponde en la experiencia de la Uni-
versidad. La idea de ofrecer un conjunto de coordenadas teóricas tiene que ver, 
precisamente, con la poderosa idea sostenida en el siglo xviii por Immanuel 
Kant de que, si bien “la experiencia sin teoría es ciega, la teoría sin experiencia 
es un mero juego intelectual”, y que, precisamente por ello, “[…] cuando la 
teoría sirve de poco para la práctica, esto no se debe achacar a la teoría, sino 
precisamente al hecho de que no había bastante teoría […]” (Kant, 1993: 4).

Así, nuestro propósito es articular un discurso teórico capaz de alum-
brar una mejor comprensión de los procesos efectivos de la discriminación, 
así como de perfilar una mejor política de igualdad y no discriminación. Con 
todo, no se trata de lo que en filosofía se denomina una teoría de primera or-
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den, abstracta y general, sino de un marco de conceptos de nivel intermedio 
que debería orientar con relativa claridad las acciones de cambio igualitario 
y antidiscriminatorio en las universidades.1 Tampoco se trata de un estudio 
empírico, ni en el sentido de describir prácticas concretas de discriminación 
(si bien toma en cuenta como trasfondo este tipo de experiencia), ni tampoco 
en el sentido de proporcionar programas y políticas antidiscriminatorias para 
su aplicación directa. Estos dos tipos de tareas ha sido llevadas a cabo con no-
table solvencia por personas académicas y responsables universitarias que han 
generado una abundante bibliografía al respecto, a la que nos referiremos en 
distintos pasajes del texto.
	 Cuando decimos que el propósito central de este trabajo es instalar la 
agenda de igualdad y no discriminación en el lugar que le corresponde en la 
Universidad, no enunciamos una mera frase retórica. Partimos de la percep-
ción de que, si bien en numerosas Instituciones de Educación Superior (IES) se 
han creado y aplicado agendas y políticas de igualdad y no discriminación, és-
tas no han ocupado el nivel estructural en que deberían situarse. Con frecuen-
cia, como sucede en el entramado universitario mexicano, estos programas se 
plantean, en el mejor de los casos, como rutinas complementarias o accesorias, 
y su aplicación no transforma las líneas generales y estructurales de la vida uni-
versitaria. También se les tiene usualmente por acciones dirigidas a mejorar o 
atender la experiencia de grupos pequeños o residuales, sin que se afecte a los 
grandes colectivos que mueven la vida escolar y administrativa; e incluso, en el 
extremo, se les llega a formular para cumplir, de forma protocolaria o retórica, 
con un ambiente de opinión social que ahora las contempla como algo necesa-
rio, pero sin que existan genuinos compromisos y acciones de transformación 
profunda.

1     Si se desea revisar una teoría de primer orden sobre la discriminación, puede verse mi obra Una teoría 
de la discriminación (Rodríguez Zepeda, 2023 b).
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Cuando, por el contrario, las agendas de igualdad y no discriminación 
se ponen en el centro de la vida universitaria, la lógica institucional tiende a 
modificarse. La Universidad no puede seguir siendo la misma si su comunidad 
y autoridades se toman en serio las exigencias y pasos necesarios para garan-
tizar en ella el derecho humano a la no discriminación. Por ejemplo, cuando 
las políticas de contratación de personal académico adquieren un enfoque de 
género y se implementan medidas de acción afirmativa en favor de grupos his-
tóricamente subrepresentados como mujeres y  jóvenes; cuando las estrategias 
contra la violencia adquieren enfoques de género o interseccionales que gene-
ran acciones diferenciadas y especializadas en la protección de todas las per-
sonas; cuando se combate activamente el racismo, el clasismo y la homofobia 
desde el orden institucional con sanciones claras a las personas victimarias,  o 
bien cuando la arquitectura y la territorialidad universitarias se hacen genuina-
mente accesibles para incluir en la educación a personas con diversos tipos de 
discapacidad; entonces, la Universidad que se construye es una muy diferente 
a la que conocemos en nuestra experiencia actual. Por ello, poner a la no dis-
criminación en el lugar central que le corresponde significa ir más allá de los 
discursos protocolarios y cálidos acerca de la inclusión y la igualdad, y avanzar 
en la modificación de las relaciones universitarias en prácticamente todos sus 
niveles y abarcando a todos sus grupos constitutivos. Significa, también, la al-
teración de los esquemas de asimetría y privilegio que se han enraizado en la 
vida de nuestras instituciones y que se han normalizado al grado de parecer 
naturales y conducentes. La aplicación estructural de una agenda de igualdad 
y no discriminación en la Universidad no da lugar a cambios cosméticos o a 
modificaciones sólo discursivas, se trata de delinear un nuevo funcionamiento 
institucional en el que las tradicionales e irrenunciables tareas de docencia, de 
investigación y de difusión se realicen en un contexto de mayor justicia y con 
respeto a los derechos de todas las personas de la comunidad. 



14

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas

Para el caso de una sociedad democrático-constitucional, como la que 
suponemos debe existir en un país como México, la garantía del derecho hu-
mano a la igualdad y la no discriminación no es una estrategia optativa, es una 
obligación ineludible. Las Instituciones de Educación Superior, tanto públicas 
como privadas, sin renunciar a la libertad académica, el pluralismo y el debate 
interno, no sólo deben hacerse cargo del deber constitucional de construir re-
laciones igualitarias entre quienes integran sus comunidades, también deben 
añadir los contenidos y problemáticas de una razón académica antidiscrimi-
natoria en sus tareas sustantivas. La Constitución mexicana obliga a las institu-
ciones educativas a guiarse por el derecho humano a la no discriminación. Ha-
cerse cargo de este alto deber de una manera razonada, pública y deliberativa 
puede hacer de nuestras universidades espacios de desarrollo humano integral 
para las personas que las pueblan.

Precisamente por la centralidad que el principio de no discriminación 
debe jugar en la reordenación de los espacios universitarios, en este texto acre-
ditamos los conceptos de discriminación y no discriminación conforme al len-
guaje de los derechos humanos. Entendemos que existen otras concepciones 
de la discriminación que no la entienden como lo hacemos aquí, es decir, como 
una injusticia o forma de dominio que limita o daña los derechos humanos de 
colectivos completos a partir de la existencia social de prejuicios y estigmas 
arbitrarios e injustificados; pero esta concepción de la discriminación es la que 
nos parece adecuada tanto para una concepción general como para una defini-
ción en el espacio universitario. Creemos, además, que es más funcional para 
la vida universitaria que las subjetivistas o intuicionistas. 

Otra de las ideas conductoras de este libro es que los actos y experien-
cias de discriminación no son eventos subjetivos o fortuitos, sino plasmaciones 
de reglas institucionales cuyo origen y lógica trasciende a sus actores tempo-
rales. Como otras instituciones de la estructura social (la familia, la religión 
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o el mundo laboral), la Universidad recibe como herencia de su contexto los 
prejuicios, estigmas y estereotipos que detonan los procesos y actos discrimi-
natorios y con frecuencia los reproduce. Ello no es extraño, pues así opera la 
dimensión estructural de la discriminación, pero a diferencia de otras institu-
ciones, la Universidad tiene una cualidad singular, a saber, que su compromiso 
con el pensamiento crítico y la persuasión racional le permiten, de manera más 
fluida, construir alternativas democráticas y garantistas a la herencia cultural 
y socio-simbólica que ha recibido. La Universidad puede ser, y de hecho ha 
sido históricamente, una fuente de construcción de alternativas a los esquemas 
de discriminación y privilegios que caracteriza a su propio contexto. De este 
modo, su singularidad consiste en que no sólo es capaz de impugnar el or-
den social discriminatorio que la circunda, puede, de manera autorreferencial, 
transformar sus propias relaciones internas conforme a los mismos principios 
a los que dedica su atención intelectual.

Hemos dividido este libro en cinco capítulos, cada uno de ellos dedica-
do a un núcleo problemático crucial para entender y construir alternativas a la 
experiencia de la discriminación en la Universidad. El primer capítulo ofrece 
una justificación del estudio de la discriminación en el ámbito de la vida uni-
versitaria, mostrando el papel específico de la institución en la construcción de 
una agenda de igualdad y no discriminación que tiende a modificar su propio 
espacio institucional y también a la sociedad de trasfondo a la que irradia sus 
ideas y argumentos. En el segundo capítulo, ofrecemos una definición de los 
conceptos de discriminación y no discriminación, transitando de la definición 
académica que hemos propuesto en otros trabajos, a su condición y cualidades 
específicas en el ámbito universitario. La identificación de la discriminación en 
la Universidad es crucial, pues una buena conceptualización teórica y analítica 
de ésta es la única garantía de que los esfuerzos de nuestras instituciones en 
la construcción de políticas igualitarias e incluyentes puedan llegar a buenos 
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resultados. El tercer capítulo explora una de las grandes discusiones de nuestro 
tiempo en el espectro de la razón antidiscriminatoria, a saber, el concepto de 
interseccionalidad. En este caso, reconociendo las ventajas analíticas y políticas 
de la inserción del enfoque interseccional, también avanzamos en una serie de 
prevenciones intelectuales y políticas para evitar que el modelo de interseccio-
nalidad aplicado a la vida universitaria termine por fomentar la fragmentación 
interna, el abandono del discurso de los derechos y el particularismo de ciertas 
luchas reivindicativas en detrimento de otras. El cuarto capítulo introduce un 
tema novedoso en el estudio de la discriminación en general y de la discrimi-
nación universitaria en particular: el de la territorialidad de la Universidad. 
En línea con el llamado giro espacial de la teoría política, nuestro argumento 
es que los programas y políticas universitarias contra la discriminación con 
frecuencia son “desespacializadas”, es decir, formuladas como si se aplicaran en 
espacios o territorios continuos e indeterminados. Sostenemos que un enfoque 
espacial para la discriminación es crucial para entender que la exigencia de 
igualdad de derechos que comporta el principio de no discriminación sólo se 
puede concretar atendiendo a la dimensión espacial o territorial del despliegue 
y movimiento de los grupos en la Universidad. De este modo, tomamos como 
ejemplo el caso de los espacios inaccesibles de la arquitectura que se erigen 
como formas materiales de discriminación espacial para personas con disca-
pacidad. El quinto capítulo se centra en uno de los grandes núcleos de debate 
acerca de la discriminación en la vida universitaria, a saber, la tensión entre la 
libertad académica y la protección de los grupos discriminados. En este caso, a 
partir de los conceptos de libertad académica y de razón pública proponemos 
un modelo de equilibrio entre la libre expresión de las ideas y la garantía de 
la no discriminación. Finalmente, a guisa de conclusión, señalamos los conte-
nidos centrales que, en sintonía con las obligaciones de garantizar el derecho 
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humano a la no discriminación, deben caracterizar a los programas y políticas 
de no discriminación en la Universidad.

Quiero expresar un especial agradecimiento a la Asociación Nacional 
de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES) por la publi-
cación de este trabajo bajo su sello editorial. Me consta que esta institución ha 
animado la reflexión y el diseño de políticas universitarias en los últimos años 
para realizar los principios de igualdad y de no discriminación en el ámbito 
de la educación superior. Espero que este marco conceptual contribuya a esta 
noble e imprescindible tarea.
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CAPÍTULO I 
SOBRE LA DISCRIMINACIÓN Y EL PAPEL 

DE LA UNIVERSIDAD

EL SURGIMIENTO DE UNA AGENDA ACADÉMICA 
DE NO DISCRIMINACIÓN 

Hoy en día, los estudios y discusiones públicas acerca de la discriminación 
han dado a ésta una visibilidad social que nunca tuvo antes. En México, por 
ejemplo, el Estado no reconoció la existencia de prácticas generalizadas de dis-
criminación hasta inicios del siglo XXI. En distintos espacios institucionales 
y legales internacionales, los gobiernos mexicanos solían negar la existencia 
de discriminación como un fenómeno ampliamente diseminado, si bien acep-
taban que se mantenían rezagos en los ámbitos del desarrollo social y que la 
pobreza y la desigualdad constituían agendas pendientes para un Estado que 
reivindicaba la vocación social igualitaria.2 El reconocimiento estatal de la 
existencia de discriminación en México se hizo esperar tanto, que el propio 
vocablo discriminación no ingresó en la Constitución mexicana hasta el año 

2     Tal negacionismo caracterizó las respuestas del Estado mexicano a los requerimientos y observacio-
nes de las agencias especializadas de la Organización de las Naciones Unidas. El negacionismo sobre la 
discriminación ha sido culturalmente tan poderoso que todavía se pueden atestiguar discusiones, sobre 
todo en el terreno de las redes socio-digitales, cuyo núcleo es la cuestión de si la discriminación realmen-
te existe en México. 
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2001, mientras que la primera legislación federal contra la discriminación lle-
garía apenas en el año 2003.3

Este desentendimiento del hecho discriminatorio no era exclusivo de 
la nación mexicana, fuera de exiguos casos nacionales como el de los Estados 
Unidos de América, el tema se expresaba como una experiencia global. En 
muchas naciones del mundo desarrollado, las agendas públicas de igualdad y 
no discriminación tampoco se establecieron hasta inicios del siglo que corre.4 
En este sentido, podría decirse que, respecto de la duración histórica de este 
fenómeno, la agenda global de igualdad y no discriminación es tardía y hete-
rogénea; adentrados en la tercera década del siglo XXI, contendemos con un 
derecho de genuina nueva generación cuyos conceptos, legislaciones, políticas, 
protocolos y narrativas públicas se hallan aún en proceso de articulación. Con 
frecuencia, en el espacio universitario se suele afirmar que la exigencia de no 
discriminación ya se ha instalado ampliamente en la vida social, y que incluso 

3     La cláusula de no discriminación se integró al Artículo 1º, párrafo 3º, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en 2001 como subproducto político del debate y reforma constitucio-
nal en materia de comunidades y derechos indígenas. En 2007, se modificó la redacción de la cláusula 
para sustituir el impropio término de “capacidades diferentes” por el más adecuado de “discapacidades”. 
Como resultado de la reforma constitucional de derechos humanos de junio de 2011, la cláusula pasó al 
lugar que ahora ocupa: el párrafo 5º del artículo 1º constitucional. Con esa reforma también se agregó 
un adjetivo, el de “sexuales” al nombre “preferencias” que se había incluido desde 2001. De este modo, 
la redacción vigente de la cláusula es la siguiente: “Queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas” 
(CPEUM, 1917, art.1º, párr. 5º). Por otra parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
entró en vigencia en junio de 2003 y el órgano garante que ésta crea, el Consejo Nacional para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación, empezó a funcionar hasta inicios del año 2004.
4     Por ejemplo, en la Unión Europea, las primeras normativas comunes fueron promulgadas en los años 
2000 y 2001 y las legislaciones específicas ahora vigentes vinieron bastante tiempo después.
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ya ha alcanzado sus metas y que, por ello, no debería impulsarse más. Se debe 
a que es precisamente en este espacio donde con mayor fuerza se ha expresado 
el discurso antidiscriminatorio y se ha convertido en una referencia familiar 
y constante, pero ello no implica que tanto el discurso del derecho a la no 
discriminación como las exigencias de su aplicación hayan permeado en las 
relaciones sociales en su conjunto.5

Frente a la afirmación de la novedad de nuestro derecho, podría ar-
güirse que la aparición explícita del derecho humano a la no discriminación 
no es en realidad tan reciente, pues éste fue proclamado en el artículo 7º de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos en el año 1948, poco después 
del final de la Segunda Guerra Mundial (ONU, 1948); lo que le dotaría de una 
antigüedad mayor incluso que la de la emblemática legislación estadounidense 
de Derechos Civiles de 1964 (National Archives, 1964). Si bien es cierto que 
desde mediados del siglo XX se disponía de ese instrumento normativo inter-
nacional, y que en las décadas siguientes se desarrollaron los primeros pactos 
de derechos y convenciones internacionales de la ONU relativos al derecho a la 
no discriminación, su conversión en agendas efectivas de derechos y de justicia 
igualitaria tardarían mucho tiempo en asentarse, al menos hasta las décadas de 
los setenta y ochenta del siglo XX.6

5     La afirmación de que “se ha ido demasiado lejos” con esta exigencia es ahora patrimonio del pen-
samiento conservador y un riesgo para la propia realización de un derecho que no se ha incorporado a 
la vida social en un sentido profundo. Las crecientes críticas de “lo woke” en nuestros días expresan en 
realidad no un diagnóstico de la realización del derecho a la no discriminación, sino una defensa poco 
velada de los privilegios y la desigualdad entre grupos.
6     A este respecto, puede revisarse el singular argumento de Samuel Moyn: “Si esa transformación [la 
aparición de los derechos humanos] es una de las más notables en el derecho y el pensamiento jurídico 
modernos, es aún más sorprendente que haya iniciado realmente apenas ayer. No sólo la prehistoria del 
derecho internacional hasta la Segunda Guerra Mundial no dio el fundamento para este desarrollo, sino 
que, décadas después, no habría habido forma de creer o incluso de adivinar que los derechos humanos 
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Un retraso parecido caracterizó la aparición de las agendas y proyectos 
de investigación, de docencia y de divulgación respecto de la discriminación 
en el mundo académico. Por ello, los análisis científicos y la elaboración teó-
rica, conceptual y jurídica sobre la materia constituyen también una práctica 
novedosa en las universidades y centros de investigación. En sentido estricto, 
ninguna de estas rutas académicas puede datarse antes del siglo XXI. Desde 
luego, esto no elimina que la discriminación sea una forma de desigualdad 
cuyo despliegue es secular y que, en el caso, de México, haya marcado toda 
su historia registrable, pero permite destacar que, en tanto problema político 
estructural y jurídico, científico y analítico, su existencia es también reciente.

Desde luego, estas tareas intelectuales poseen antecedentes que hicie-
ron posible su aparición; como consecuencia, los estudios sobre discrimina-
ción tienen sus raíces en modelos teóricos previos y muchas veces conden-
san desarrollos analíticos provenientes de diversos terrenos del conocimiento. 
Destacan los estudios jurídicos, históricos y sociológicos acerca de los derechos 
humanos, los desarrollos filosóficos sobre las teorías de la justicia, el enfoque 
transdisciplinario de la igualdad de género, los estudios sobre el racismo, la et-
nicidad y las poblaciones indígenas, los análisis multidimensionales sobre des-
igualdad y pobreza, los estudios sobre procesos migratorios, las investigacio-
nes acerca de los denominados “grupos vulnerables o marginados”, la reflexión 
y crítica sobre las políticas públicas, los estudios de los procesos psicosociales 

podrían convertirse en la piedra de toque que son ahora. Ni provenientes del espíritu humano de fun-
dadores de hace siglos, ni del recuerdo ominoso de las atrocidades de la Segunda Guerra Mundial, los 
derechos humanos para los juristas internacionales también tienen sus raíces en un punto de partida 
reciente y sorprendente” (Moyn, 2010: 176). El mismo Moyn apunta que “Incluso en 1968, que la ONU 
declaró el ‘Año Internacional de los Derechos Humanos’, tales derechos permanecían periféricos como 
concepto ordenador y casi inexistentes como movimiento” (Moyn, 2010: 2). 
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y el despliegue de un lenguaje conceptual, de raíz psicoanalítica, acerca de las 
identidades, la diversidad y el peso social de las diferencias socio-simbólicas 
(Rodríguez Zepeda y González Luna, 2014: 9-10).
	 La construcción de una agenda intelectual y académica de estudios 
sobre discriminación e igualdad de trato es a lo que se ha denominado “una 
razón antidiscriminatoria” (Rodríguez Zepeda y González Luna, 2014) Esta 
razón, o racionalidad, no se asienta en ninguna disciplina determinada, pero a 
la vez alimenta proyectos de investigación en cada disciplina en las que el tema 
de la discriminación se ha convertido en un problema científico o académico. 
Los rasgos definitorios de esta racionalidad serían los siguientes:

[…] el trabajo desde distintas disciplinas académicas respecto de un objeto 
común, la estipulación de una definición rigurosa de discriminación, la pre-
dominancia del lenguaje de los derechos humanos o fundamentales, la refe-
rencia constante al derecho internacional como marco hermenéutico […], la 
identificación de los grupos que históricamente han sufrido discriminación y 
la conceptualización de las obligaciones del poder público democrático para 
dirigir y orientar la lucha contra todas las formas de discriminación (Rodrí-
guez Zepeda y González Luna, 2014: 12).

En suma, la razón antidiscriminatoria denota los conceptos, categorías y con-
tenidos del saber científico que se construyen como contrafigura analítica de 
las relaciones discriminatorias, y a la vez formula las respuestas normativas que 
deben dirigir las estrategias de lucha política y jurídica contra tales relaciones. 
Pero la razón antidiscriminatoria no es una racionalidad etérea o abstracta, 
sino un marco complejo de investigación, es decir, un espacio de formulación 
de proyectos de construcción de conocimiento con legitimidad académica.
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Necesariamente, esta razón ha de darse también como el desarrollo de 
una institucionalidad académica, es decir, como la formación de condiciones 
pertinentes para la investigación científica y humanística. En efecto, esta tra-
dición intelectual, un nuevo paradigma, en el lenguaje de Kuhn (2012), o un 
programa de investigación científica, en el de Lakatos y Musgrave (1965), no 
sólo se articula a través de la formulación de conceptos, teorías, explicaciones, 
deliberaciones y obras de “ciencia ejemplar”, también mediante la creación de 
asignaturas, especializaciones, posgrados temáticos, diplomas, proyectos de in-
vestigación adecuadamente financiados, colecciones editoriales, investigacio-
nes de tesis, congresos especializados, publicaciones en revistas especializadas, 
reconocimiento en los criterios de arbitraje sobre productos de investigación y 
formación de grupos de investigación en y entre las instituciones académicas 
(Rodríguez Zepeda y González Luna, 2014: 13-14).
	 De este modo, en la estela de un vigoroso desarrollo de una agenda 
política, jurídica, institucional y ciudadana de igualdad y no discriminación 
durante las primeras décadas del siglo XXI, hemos visto nacer y desarrollarse 
un nuevo modelo de racionalidad social que tiene como objeto intelectual y 
científico el universo de prácticas discriminatorias. Sin duda, el emplazamien-
to de este modelo de racionalidad han sido las universidades y los centros de 
investigación. Ha sido en ellos desde donde la construcción de conceptos y el 
desarrollo de conocimiento crítico han irradiado hacia otros espacios y agentes 
sociales, alimentando sus discursos y demandas. De este modo, el lenguaje de 
la vida pública se ha nutrido y refinado con un saber antidiscriminatorio de 
origen académico que le ha dado orientación, coherencia y racionalidad.7

7     Un ejemplo claro de las ventajas de esta articulación entre la racionalidad académica y la vida pública 
está en el caso de la habilitación del concepto de acción afirmativa, categoría que, al codificarse legal-
mente en México, alimentó la legislación y las políticas públicas antidiscriminatorias.  En los trabajos 
académicos, hemos defendido la especificidad de la acción afirmativa como un principio de igualdad 
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	 Por ello, cuando se trata de una agenda democrática de igualdad y no 
discriminación, la Universidad como institución cumple una función a la vez 
esencial e insustituible, a saber, la de constituirse en el laboratorio discursivo, 
analítico y conceptual de los discursos públicos que sustancian la agenda de-
mocrática de igualdad y no discriminación. Con ello, no sólo cumple con sus 
tareas sustantivas de docencia, de investigación y de difusión, sino que contri-
buye a la realización o garantía del derecho humano a la no discriminación. 

LA ESPECIFICIDAD DE LA UNIVERSIDAD EN LA AGENDA 
DE NO DISCRIMINACIÓN

Las relaciones y prácticas de discriminación no reconocen fronteras: se des-
pliegan en todos los terrenos de la vida social; cruzan sin dificultad las separa-
ciones entre las instituciones públicas, las organizaciones privadas, la vida fa-
miliar y afectan los derechos y oportunidades de grupos humanos completos. 
Por su poderosa capacidad de fragmentación social, excluyen de los derechos 
y las oportunidades a colectivos que, en su conjunto, integran la mayoría de la 
población. Esto último es de enorme relevancia porque, contra lo que se cree 
con frecuencia, la discriminación no es un problema marginal o minoritario, 
refiere una injusticia estructural que se presenta en todas las relaciones sociales 
y marca el funcionamiento de las instituciones.

y su clara distinción frente a la llamada “discriminación contraria o inversa”, que es la denominación 
usada, precisamente, por los detractores de la acción afirmativa. A diferencia de lo que ha sucedido en 
otros países, al no identificar políticas compensatorias como las de género o étnicas con alguna forma de 
discriminación, se ha logrado que éstas se asienten en los discursos públicos e incluso en la cultura pú-
blica como valores positivos y con escasa contestación social o crítica intelectual. Véase, a este respecto, 
González Luna, Rodríguez Zepeda y Sahuí Maldonado (2017). 
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La discriminación, que es una forma específica de la desigualdad social 
movilizada por el prejuicio y la estigmatización, genera una serie de fracturas 
en la sociedad, haciéndola asimétrica, insensible e insolidaria. La discrimina-
ción lastima y deshilvana el tejido social, separa a los grupos y hace que la vida 
de las personas que la padecen —no una minoría sino, como dijimos antes, 
la mayoría poblacional— sea más precaria, riesgosa y vulnerable. Cuando se 
conjunta con la desigualdad socioeconómica, potencia y escala la desventaja 
de los grupos que la sufren, limitando, a veces al máximo, su acceso a los bienes 
sociales que por definición constitucional deberían estar a su disposición.

La desventaja social no es un fenómeno reducido a lo socioeconómi-
co. Se trata, fundamentalmente, de una combinación de asimetrías que van 
de los niveles de ingreso a las herencias culturales, y de las representaciones 
sociosimbólicas a la disposición de derechos y oportunidades. Como se verá 
adelante, cuando hablemos del enfoque interseccional, los hilos de la discrimi-
nación suelen entretejerse con los de la desigualdad económica y la pobreza, 
potenciando y escalando la desprotección, la vulnerabilidad, la precariedad y 
la carencia de derechos de amplios grupos sociales. A la vez, la comprensión 
de estos componentes de la desventaja compleja nos exige separar analítica-
mente (es decir, para efecto de la comprensión científica) los elementos que 
concurren en este fenómeno y mostrar cómo opera la desigualdad de trato que 
denominamos discriminación. 

Cuando hablamos de discriminación debe insistirse en que no se trata 
de un fenómeno que sufren sólo los grupos marginales de la sociedad. Durante 
mucho tiempo se creyó que se trataba de un problema de minorías, es decir, 
de pequeños colectivos sociales que no gozaban de los derechos y protecciones 
que eran propios de la mayoría poblacional. Debido a esta apreciación equivo-
cada, se ha llegado a creer que el derecho humano a la no discriminación es 
una suerte de derecho especial de grupo y, por ende, debería hablarse de éste 
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como de una titularidad de las minorías, cuando en realidad se trata de un 
derecho democrático atinente a toda persona: un derecho humano, sin más.

En efecto, cuando enfocamos adecuadamente el principio de no discri-
minación —y esto significa, como veremos enseguida, que lo enmarquemos 
en el lenguaje de los derechos humanos—, encontraremos que es una prerro-
gativa o titularidad de todo sujeto humano y que su violación sistemática ins-
tala una forma de desigualdad estructural en las sociedades donde se presenta. 
Si consideramos que grupos humanos como las mujeres o las niñas y niños 
constituyen, al final de cuentas, la mayoría demográfica de la población, la 
primera evidencia es que las relaciones de discriminación afectan a la mayoría 
poblacional. Si enseguida sumamos el resto de categorías sociales que sufren 
discriminación como las personas indígenas, las personas con discapacidad o 
las minorías religiosas y los grupos de diversidad sexual, notaremos que estos 
grupos más pequeños se intersectan y acomodan con las categorías mayores de 
género o edad, a la vez que, potenciando esa mayoría, abarcan la mayor parte 
del todo social.

En virtud de ello, sostenemos que debemos partir de la siguiente certe-
za: cuando se habla de discriminación, sólo una pequeña minoría poblacional 
es la que no la padece. Por lo tanto, este problema es exactamente inverso a 
como suele presentarse con frecuencia: son las mayorías las que son discrimi-
nadas y las minorías las que disfrutan de la plenitud de derechos y, en el extre-
mo, son pequeñísimas y extremas minorías las que gozan de privilegios. Como 
hemos podido demostrar en otro estudio, la contraparte de la desventaja pro-
pia de la discriminación es la disposición arbitraria y democráticamente injus-
tificada de ventajas que se denominan privilegios (Rodríguez Zepeda, 2025).

La Universidad no es la excepción a la presencia extensa de la discri-
minación, pero tampoco a la del privilegio. Como cualquier otra institución 
social, los espacios de la educación superior contienen, reflejan y muchas veces 



28

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas

reproducen y escalan las desigualdades de trato que provienen del orden so-
cial. En ella, como en los otros terrenos educativos, se despliegan el racismo, el 
sexismo, el capacitismo, el edadismo, la misoginia, la homofobia, la transfobia, 
la discriminación religiosa y otros modos de exclusión y opresión sufridos por 
los grupos subalternos. Pero, a la vez, es un espacio único para plantear y echar 
a andar la transformación que conduce a un orden social de derechos equita-
tivos para todas las personas y grupos. A diferencia de otras instituciones, la 
Universidad alberga prácticas intelectuales y políticas que hacen posible la re-
visión crítica de las herencias e inercias discriminatorias que de inicio la mar-
can. Por su inclinación a cultivar el pensamiento crítico y a sujetar a escrutinio 
racional lo que en la sociedad se da por hecho, puede convertirse en un motor 
de impulso para una agenda de no discriminación de amplio alcance.

Este doble rasgo —por un lado, recoge y expresa las tendencias discri-
minatorias que recibe de su entorno, y por otro, es capaz de definir las metas 
y contenidos de un programa de no discriminación que incluso la trascien-
de— hace de ella una institución de carácter único. En efecto, mientras que la 
tendencia sociológica de las instituciones de la sociedad, en general (públicas, 
privadas y sociales), es reproducir las reglas y pautas de funcionamiento que 
las han definido previamente, la Universidad como institución, sin dejar esta 
función reproductiva de reglas y pautas, tiene la capacidad de impugnarlas, de 
proponer cambios y modificar el rumbo al que la conducen, además de irra-
diar estas transformaciones al medio social en que se sitúa.

Esto no implica que en otros terrenos institucionales no se generen di-
námicas de nivelación antidiscriminatoria ni que las instituciones, en general, 
sean solamente conjuntos de reglas estáticas y repetitivas. Podría sostenerse 
incluso que no existe institución alguna impermeable al cambio, pero los ciclos 
de transformación pueden ser más o menos dinámicos según el tipo de insti-
tución de que se trate. Instituciones de cambio lento como familias o religiones 
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suelen ser más resistentes a introducir evaluaciones críticas sobre su funciona-
miento, mientras que instituciones racionalmente orientadas como el aparato 
educativo o el espacio público admiten con más facilidad la crítica de sus re-
glas de funcionamiento y la introducción de valores y prácticas novedosos. De 
hecho, instituciones como los poderes públicos democráticos, los medios de 
comunicación, las redes socio-digitales, las organizaciones de la sociedad civil, 
etcétera, funcionan con frecuencia como espacios generadores de reclamos de 
igualdad y no discriminación y moldean favorablemente la conducta de per-
sonas y grupos. 

Sin embargo, tampoco debería sobrestimarse la capacidad de cambio 
de las instituciones de perfil más crítico. Incluso en las instituciones donde, por 
definición, debe prevalecer el uso crítico de la razón y el debate abierto y libre 
de presiones del poder, como son parlamentos o sedes judiciales, se registran 
resistencias y reacciones conservadoras frente a los cambios de orientación 
igualitaria. En la medida en que agentes al interior de las instituciones ocupan 
posiciones de poder, de jerarquía y de disposición de bienes selectivos, con 
frecuencia los procesos de no discriminación se entienden como lo que son, 
es decir, como desafíos a los privilegios prevalecientes, por lo que suelen ser 
contestados con descalificaciones, restricciones y bloqueos de distinto signo.

En este contexto, la institución universitaria (si la variedad de IES puede 
singularizarse para efectos de persuasión del argumento) posee un doble rasgo 
distintivo que la diferencia, a saber, la capacidad de reorientar sus formas de 
organización y sus tareas sustantivas a partir del ejercicio relativamente libre y 
autónomo del pensamiento crítico y, a la vez, la capacidad de producir análisis 
y argumentos críticos que orientan la transformación del resto de instituciones 
sociales. La doble hélice antidiscriminatoria de la Universidad le concede una 
cualidad social sobresaliente, pues la instala como un factor de cambio iguali-
tario y democrático sin desnaturalizar en lo absoluto sus funciones sustantivas; 
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al avanzar en su agenda de igualdad y no discriminación, se moldea a sí misma 
y contribuye a que el cambio social asuma una ruta igualitaria, incluyente y 
guiada por un enfoque de los derechos humanos.

El doble reto es mayúsculo, porque se trata de identificar, desde el pen-
samiento crítico que se cultiva, lo que divide a la sociedad y determinar el peso 
específico que tienen las distintas formas de discriminación, así como el papel 
de agentes institucionales, poderes fácticos y actores sociales que inciden en 
su reproducción, al igual que sus correlaciones con otros procesos y prácticas 
sociales que tienen como efecto la negación de derechos.

La teoría y los análisis que se producen en la Universidad son cruciales 
porque, para emplazar cualquier agenda de cambio democrático, resulta esen-
cial conocer los aspectos centrales del funcionamiento de la sociedad discri-
minadora y contar con elementos de intervención para prevenir y erradicar la 
discriminación, transformando de fondo esta forma de dominio que convierte 
la diferencia en pretexto para la desigualdad de trato. Es necesario visibilizar 
política y jurídicamente las prácticas discriminatorias y sus efectos nocivos en 
la sociedad, en consecuencia, se precisa producir conocimientos y abonar a una 
razón antidiscriminatoria que contribuya a la comprensión de este fenómeno 
cultural y sociopolítico de carácter estructural, a fin de proporcionar insumos 
racionales a las políticas públicas y estrategias institucionales encaminadas a 
garantizar a todas las personas el ejercicio de todos los derechos humanos.

Desde el campo de la investigación en ciencias y humanidades es posi-
ble la generación de conocimientos útiles que, además de aportar al entendi-
miento de los fenómenos sociales, incidan en la transformación de la realidad 
con miras a la construcción de una cultura democrática incluyente. El reto 
radica también en transitar de las ideas de mero reconocimiento legal y discur-
sivo (por ejemplo, “igualdad” y “diversidad social”) que no afectan demasiado 
las dinámicas institucionales, a un paradigma antidiscriminatorio y de inclu-
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sión que asume el principio de la igualdad sustantiva a la vez que reconoce la 
diversidad irreductible de personas y grupos. En la construcción de este para-
digma o razón antidiscriminatoria, la Universidad es insustituible.

Sobre estas características, así como sobre el peso que tienen en la de-
finición de una agenda de igualdad y no discriminación tanto para sí misma 
como para su entorno social, volveremos más adelante. Por ahora, cabe em-
pezar por la definición de los conceptos y términos que nos permitan com-
prender la experiencia de la discriminación en el espacio universitario y la 
necesidad de acreditar una agenda de igualdad y no discriminación para la 
vida universitaria.
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CAPÍTULO II 
QUÉ ES LA DISCRIMINACIÓN Y POR QUÉ SU 

DEFINICIÓN IMPORTA PARA LA UNIVERSIDAD

LA IMPORTANCIA DE UNA DEFINICIÓN

La discriminación en las instituciones universitarias no es una forma de des-
igualdad independiente o de lógica exclusiva, separada radicalmente de otras 
experiencias sociales. Se trata, más bien, de una especie determinada de un 
género de desigualdad social más amplio. En la Universidad, las prácticas de 
discriminación adquieren características propias, se concentran en acciones de 
ciertos tipos de sujetos o agentes y se despliegan con rasgos específicos; pero 
nunca dejan de ser continuas con las tendencias que operan en la sociedad 
en una escala mayor. La Universidad se inserta con autonomía y perfil propio 
en el juego de las relaciones sociales, pero no se desliga de ellas.  Asimila y 
reproduce valores, reglas y principios de sus contextos de referencia, así como 
preconcepciones y prejuicios, no obstante, como sostuvimos en el capítulo an-
terior, posee la singular capacidad de sujetarlos a crítica, modificarlos e incluso 
sustituirlos, cosa que es de más difícil alcance para otras instituciones.

Esto implica que, cuando los sujetos universitarios (estudiantado, per-
sonal académico, personal administrativo, autoridades y personas que transi-
tan el espacio universitario) se involucran en prácticas de discriminación, con 
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frecuencia trasladan y prolongan a la vida universitaria las pautas de conducta 
de su contexto social de trasfondo y de las instituciones que operan en éste. 
Pero, al mismo tiempo, las formas específicas que adquiere la discriminación 
en el ámbito de la educación superior otorgan a este fenómeno un perfil dis-
tintivo y difícil de confundir con otras experiencias. Por ejemplo, la discrimi-
nación hacia niñas y niños rara vez tiene efecto en las universidades dadas las 
franjas etarias que concurren a este espacio; tampoco, en general, encontramos 
discriminación hacia personas migrantes, porque los circuitos de movimiento 
y localización de éstas no pasan por los campus e instalaciones universitarios. 
En contraste, prácticas de discriminación como las que se dan por razones 
de género, de origen etno-racial, de discapacidad o de identidad sexogenérica 
suelen tener una presencia constante. No es que sean discriminaciones exclusi-
vamente universitarias, pero su mayor frecuencia obliga a poner la atención en 
su ocurrencia, en su gravedad y en las acciones remediales que pueden contra-
ponérseles. En suma, no existe una discriminación universitaria, sino una dis-
criminación en la universidad que, al practicarse, adopta características propias 
que provienen de la institución peculiar en que se asientan.
	 Para el presente estudio, la identificación del concepto general de dis-
criminación es necesaria por distintas razones. Revisemos algunas. En primer 
lugar, porque nos permite entender que la Universidad no es una isla separada 
del funcionamiento social más amplio y, por ende, lo que sucede en ella tradu-
ce y concreta esquemas de conducta y prácticas que podemos reconocer más 
allá de sus límites precisos; para decirlo en una frase sucinta: se discrimina en 
la Universidad porque se discrimina en la sociedad. En segundo lugar, porque 
nos muestra que los sujetos que actúan, si bien desempeñan papeles propios de 
la vida universitaria (estudiantado, personal académico, personal administra-
tivo, autoridades y personas que transitan en su espacio) también pertenecen a 
categorías sociales más amplias, en términos, por ejemplo, de género, de grupo 
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étnico, de edad, de identidad sexo-genérica, de capacidades, de clase social, de 
religión, etcétera, lo que condiciona el modo en que “aparecen” como sujetos 
de la vida universitaria; dicho de otro modo, lo que somos antes y fuera de la 
Universidad, solemos serlo durante la experiencia escolar, lo que reconfigura 
las categorías generales universitarias para adjetivarlas y concretarlas, de ahí 
que, por ejemplo, nunca se es sólo una persona estudiante, sino una estudiante 
mujer, indígena, pobre, etcétera. En tercer lugar, porque al disponer de ese con-
cepto general —un concepto científico—, podemos hacernos cargo del daño 
profundo que la discriminación genera en la esfera social más amplia y en la 
experiencia directa de la vida universitaria y, por tal motivo, también hacernos 
cargo de la necesidad urgente de construir agendas de no discriminación en la 
Universidad a la altura de la dimensión estructural que la propia discrimina-
ción posee en la sociedad.

De este modo, atar el concepto general de discriminación a la expe-
riencia de ésta en la Universidad permite situar en sus coordenadas correctas 
el fenómeno y, sobre todo, ayuda a no disminuir la importancia ni banalizar la 
garantía del derecho humano a la no discriminación a que estamos obligados 
en la vida universitaria. Este último punto es crucial, pues, si bien aquí insisti-
mos en los rasgos específicos que adquiere el problema, su condición general 
(su concepto, para decirlo en un lenguaje de alcance teórico) trasciende la Uni-
versidad y caracteriza al contexto social más amplio.

En términos jurídicos, una prohibición constitucional de la discrimi-
nación, como la que está vigente en México, se convierte de manera directa 
en una obligación de cumplimiento o garantía para todos los sujetos univer-
sitarios. Debe reconocerse que frecuentemente los programas y protocolos en 
algunas IES no están a la altura de las responsabilidades constitucionales que 
tienen y pueden, por ello, malentender la agenda de igualdad y no discrimina-
ción al reducirla a una tarea periférica, complementaria o de mera reforma del 
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lenguaje, sin capacidad de transformación profunda de la vida universitaria en 
todos sus niveles y en el desarrollo de sus tareas sustantivas.
	 La definición relevante de discriminación que ofrece un marco para 
identificar las prácticas sustantivas de desigualdad de trato y modelar la acción 
pública para enfrentarlas y reducirlas proviene de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. Ahí, apa-
rece la siguiente aseveración: “Todos [los seres humanos] son iguales ante la 
ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen 
derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta De-
claración y contra toda provocación a tal discriminación” (ONU, 1948). Esta 
definición implica que cada Estado-parte, es decir, el que ha suscrito de ma-
nera soberana esta declaración normativa, ha de prohibir cualquier tratamien-
to arbitrario “que infrinja” la propia Declaración. Lo cual significa que una 
persona cualquiera no sufre discriminación cuando tiene acceso completo, o 
no encuentra la ruta bloqueada, al conjunto de derechos establecidos en la 
Declaración. Tales derechos, civiles, políticos y sociales deben constituirse en 
titularidades propias de cada persona, sin que el poder público, ni ninguna 
otra instancia, pueda limitarlos o suprimirlos de forma arbitraria.
	 Este primer contenido de la definición identifica el primer marcador o 
identificador de un acto o proceso de discriminación, que es el daño o supre-
sión de uno o varios de los derechos humanos. Debe aclararse que en la discu-
sión filosófica contemporánea existe un debate complejo acerca de si es posible 
categorizar como discriminación a conductas que no se presentan como un 
daño a los derechos. Algunas interpretaciones alternativas sugieren que de-
bería entenderse como parte del problema a ciertas conductas morales que 
causan humillación o expresan desprecio, pero que no alcanzan el estatuto de 
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daño a los derechos.8 Se trata de interpretaciones intelectualmente interesantes 
y respetables, pero que aportan muy poco a una perspectiva institucional y 
estructural como la que aquí se sostiene.
	 En todo caso, conforme a la prioridad de este primer marcador, la dis-
criminación puede entenderse como una fractura o brecha entre las personas 
y los derechos que éstas deberían tener a su disposición de manera regular. 
Los derechos son bienes públicos que, por definición, deben estar al alcance 
de toda persona; por ello, una situación de discriminación aparece cuando la 
distribución de esos derechos no es igualitaria y cuando esto sucede por moti-
vos que no son susceptibles de una justificación pública, es decir, arbitrarios o 
abusivos.

8     Esta no es una línea de interpretación novedosa. Se remonta al menos a la obra de Barry S. Gross, 
quien entiende que la discriminación negativa es sólo la que puede juzgarse como “moralmente errónea” 
(Gross, 1978: 9). La categorización de la discriminación como un error moral (a moral wrongdoing) fue 
reactivada por Deborah Hellman en su obra When is Discrimination Wrong?, que alcanzó una notable 
difusión en la segunda década del siglo XXI (Hellman, 2011). En esta misma ruta, en México, Hernández 
Peralta ofreció, a partir del principio moral de no humillación de Margalit, una justificación del concepto 
de discriminación simbólica en contraste con lo que llama la discriminación legal, sosteniendo que hay 
discriminación más allá del daño a los derechos (Hernández Peralta, 2021: 229-235). Camacho Beltrán y 
Muñoz Oliveira han reformulado la reciente definición de Hellman y distinguen entre la discriminación 
aceptable y la moralmente incorrecta, desplazando el concepto de derechos por el de corrección moral 
(Camacho y Muñoz, 2022: 56-66); mientras que Pazos ha formulado una rigurosa definición conceptual 
de discriminación en la que aparece el trato denigrante y la referencia a los grupos en desventaja, pero no 
la referencia al daño a los derechos (Pazos, 2022: 6). Caben también en esta corriente de interpretación 
la asociación de la discriminación con la humillación del propio Margalit (1997) y de la discriminación 
con el agravio moral de Axel Honneth (2009). Todas estas posiciones, al incidir en la dimensión subjetiva 
de la discriminación, pueden enmarcarse en la corriente filosófica del intuicionismo moral. La posición 
que, por el contrario, sostenemos aquí es la del objetivismo moral, que supone que podemos identificar y 
consensuar elementos objetivos o intersubjetivos, por lo tanto no relativistas, en la conceptualización de 
la discriminación. El foco objetivo de nuestra concepción serían los marcadores de derechos humanos y 
grupos o categorías prohibidos de discriminación.
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Ahora bien, este primer contenido se complementa con un segundo 
marcador definitorio y que se refiere a los grupos que usualmente sufren el 
trato asimétrico propio del fenómeno. La misma Declaración, en su artículo 2º, 
nos proporciona su primera identificación histórica: “Toda persona tiene todos 
los derechos y libertades proclamados en esta Declaración sin distinción algu-
na de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición” (ONU, 1948). Este segundo contenido es también determinante 
en la definición, toda vez que permite identificar los grupos sociales que usual-
mente sufren los procesos y actos de discriminación. Tales grupos, cuya lista 
es históricamente variable, se hallan en una situación de desventaja porque 
culturalmente han sido el objeto de los prejuicios negativos y los procesos de 
estigmatización que constituyen los motores socio-simbólicos del problema.9  

Los grupos que históricamente han sido víctimas del prejuicio y la es-
tigmatización son nombrados de distintos modos: grupos vulnerables o en 
situación de vulnerabilidad, grupos históricamente discriminados, grupos 
subalternos, categorías prohibidas de discriminación o, como las ha entendido 
el Derecho, categorías sospechosas (suspect classifications o suspect class). Tales 
denominaciones colectivas se refieren a grupos o categorías que deben ser es-
pecialmente protegidas. Como sostienen Caballero y Aguilar, su identificación 
explícita tiene el propósito de proteger a sus miembros del prejuicio negativo 
que da lugar a su desventaja y victimización (Caballero y Aguilar, 2014: 174). 
En el derecho estadunidense, la noción de categoría sospechosa surgió a partir 
de la exigencia de un escrutinio constitucional estricto cuando los grupos que 
constituyen su contenido aparecen referidos en cuanto tales en algún progra-
ma o actuación de la autoridad. Según Marcy Strauss: “sólo en ciertas circuns-

9     Un desarrollo amplio de los conceptos de estigma y prejuicio como precursores de la discriminación 
se puede ver en mi obra Una teoría de la discriminación (Rodríguez Zepeda, 2023: 47-59)
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tancias inusuales, los tribunales sujetarán las clasificaciones gubernamentales 
a un examen más riguroso […] los tribunales emplean diferentes niveles de 
escrutinio dependiendo de si la discriminación afecta a una categoría sospe-
chosa [suspect class]” (Strauss, 2011: 135).

Si se aúnan los marcadores de derechos humanos y categorías prohibi-
das o sospechosas, es decir, grupos históricamente sujetos al prejuicio y el estig-
ma, disponemos de los contenidos centrales de una definición adecuada. Esto 
significa que, conforme a un enfoque de derechos humanos, un sistema social 
o una institución de ese sistema con una alta discriminación en su seno tiende, 
por definición, a hacer irrealizables los derechos humanos para gran parte de 
las personas que lo habitan. En este sentido, el fenómeno puede interpretarse 
como una limitación injustificada y arbitraria de las libertades y protecciones 
fundamentales de las personas, de su derecho a la participación política y de 
su acceso a un sistema de bienestar adecuado a sus necesidades. Conforme a 
los contenidos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el dere-
cho a la no discriminación es la garantía de acceso para todas las personas, en 
condiciones equitativas, al sistema completo de derechos. De esta manera, el 
derecho de no sufrir tratos arbitrarios o injustos se constituye en un derecho 
llave para acceder a otras titularidades. Conforme a este marco internacional, 
el derecho a la no discriminación es un derecho a la igualdad de trato que es, a 
la vez, una condición para el ejercicio, sin restricciones u obstáculos impuestos 
a las categorías prohibidas de discriminación, de otros derechos humanos.

Esta concepción fue desarrollada en los instrumentos antidiscrimina-
torios del derecho internacional de los derechos humanos. Estos instrumen-
tos, que son pactos y convenciones internacionales, aunque también incluyen 
otras declaraciones, han tenido la cualidad de esclarecer que la discriminación 
propia, es decir, la que es sufrida por grupos específicos, es la forma regular 
o canónica de aparición del problema. Así, los marcadores o contenidos cen-
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trales del concepto que hemos precisado antes, a saber, derechos humanos y 
categorías sospechosas, han permitido que el derecho a la no discriminación 
se entienda hoy en día como de una indudable naturaleza universal, es decir, 
atinente a toda persona que, no obstante, adquiere un significado existencial 
para los grupos históricamente discriminados.

Las definiciones que encontramos en los instrumentos internacionales 
contienen siempre la referencia a ambos marcadores. Así sucede, por ejem-
plo, con la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial, en la que la discriminación se define como “[…] 
toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, 
color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales” (ONU, 1965-
1969). Lo mismo apreciamos en la definición de la famosa Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 
por sus siglas en inglés): “La expresión discriminación contra la mujer denotará 
toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 
o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer […] de los derechos humanos y las libertades fundamentales” (ONU, 
1979-1981). También se mantiene el mismo enfoque en la más reciente Con-
vención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad: “Por 
discriminación por motivos de discapacidad se entenderá cualquier distinción, 
exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el 
efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades funda-
mentales […]” (ONU, 2006). En el caso de estudio que nos ocupa, la discrimi-
nación es definida de la siguiente manera: “[…] se entiende por discriminación 
toda distinción, exclusión, limitación o preferencia fundada en la raza, el color, 
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el sexo, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
el origen nacional o social, la posición económica o el nacimiento, que tenga 
por finalidad o por efecto destruir o alterar la igualdad de trato en la esfera de 
la enseñanza” (UNESCO, 1960-1962, Art. 1º).

Cabe señalar que el desarrollo del derecho antidiscriminatorio ha sido, 
al mismo tiempo, la construcción jurídica de categorías propias de discrimi-
nación, que identifica a grupos específicos como objeto de la protección de 
cada nueva norma que aparece. De este modo, mientras el derecho antidiscri-
minatorio progresa, las protecciones se van haciendo más localizadas, mejor 
contextualizadas y más cercanas a la experiencia sociopolítica de los grupos 
desaventajados. Esto quiere decir que este derecho se hace paulatinamente más 
aplicable, con instrumentos y conceptos más precisos y con mayor capacidad 
de incidencia en la sociedad.

La discriminación propia es un concepto que resulta crucial para la 
buena fundamentación de las acciones institucionales en su contra, pues per-
mite a las IES, con base en las legislaciones nacional e internacional, focalizar 
la atención y conceder prioridad a determinados grupos dentro de la comu-
nidad universitaria, sin que esto signifique algún tipo de selección o prefe-
rencia arbitraria o caprichosa. Ariel Kaufman distinguió entre discriminación 
genérica y discriminación propia, argumentando que la primera se refiere al 
trato diferenciado que no está legalmente tipificado, mientras que la segunda 
se refiere a las diferenciaciones de trato específicamente tipificadas o vedadas 
por la legislación antidiscriminatoria (Kaufman, 2010: 31-32). En la acción 
institucional antidiscriminatoria, si bien la discriminación genérica, que pue-
de ser sufrida por cualquier persona, ha de estar proscrita al referirse a una 
distinción arbitraria, el peso prioritario ha de ser concedido a la lucha contra 
la discriminación propia, pues es la que sucede con mayor frecuencia, y la que 
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grupos subalternos experimentan como una forma grave de desigualdad, agra-
vio y dominación y la que, por lo demás, produce un efecto social de injusticia 
estructural.

La definición de discriminación que proviene del derecho internacio-
nal de los derechos humanos es muchas veces suficiente para facilitar la acción 
de los órganos jurisdiccionales o las instituciones públicas en la tarea garan-
tista de luchar contra ella; sin embargo, resulta insuficiente si lo que se desea 
es, además, comprender la naturaleza histórica de este fenómeno e identificar 
los ámbitos sociales en que habrán de desplegarse los proyectos políticos y de 
acción pública para combatirla. Esto conlleva la necesidad de identificar los 
factores productores del fenómeno que, en general, no se hacen visibles en las 
definiciones legales herederas de la Declaración de 1948. 

En este sentido, proponemos una definición que captura las causas, lo 
que implica la identificación de las representaciones colectivas que operan en 
la construcción colectiva del fenómeno. Esto también es de particular impor-
tancia para el enfoque antidiscriminatorio en la vida universitaria, dado que 
los precursores culturales del problema, el estigma y el prejuicio, pueden ser 
mejor enfrentados en el terreno en el que, por excelencia, se propicia el cambio 
cultural racionalmente orientado, que es el de la reflexión y vida académicas.
	 Hemos formulado nuestro concepto general de discriminación del si-
guiente modo:

[…] la discriminación es una conducta, culturalmente fundada y socialmen-
te extendida, de desprecio contra una persona o grupo de personas sobre la 
base de prejuicios o estigmas relacionados con una desventaja inmerecida, 
y que tiene por efecto (intencional o no) anular o limitar tanto sus derechos 
y libertades fundamentales como su acceso a las oportunidades socialmente 
relevantes de su contexto social” (Rodríguez Zepeda, 2023: 60).
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Como puede notarse, la definición incorpora los marcadores de la correspon-
diente al derecho internacional cuando concede centralidad a las consecuen-
cias de la discriminación respecto de derechos humanos o fundamentales, 
agregando el concepto de oportunidades relevantes, pero también hace explí-
citas las razones estructurales de orden socio-simbólico que detonan los com-
portamientos discriminatorios. La definición permite entender por qué el de-
recho antidiscriminatorio da prioridad a las formas de discriminación propia, 
ya que éstas son el resultado de relaciones asimétricas que se expresan como 
daño sostenido en el tiempo en contra de determinados grupos sociales, como 
las mujeres, las minorías étnicas, las minorías religiosas, las personas con dis-
capacidad, los grupos de diversidad sexual y otros. 

LAS DISCRIMINACIONES DIRECTA E INDIRECTA

Es difícil establecer qué forma de discriminación es más dañina para los se-
res humanos: si la que se vive de manera personal y como resultado de actos 
intencionales, focalizados (como en el caso de una estudiante trans que en la 
universidad es tratada de manera desventajosa por su apariencia física o su 
manera de vestir), o la que proviene de las pautas y reglas de las institucio-
nes que restringen derechos y oportunidades a grupos completos, aun cuando 
quienes las dirigen no tengan la intención de dañar a sus integrantes (como en 
el caso de las IES que no ofrecen condiciones de accesibilidad universal o no 
contemplan los ajustes razonables necesarios para incluir al estudiantado con 
discapacidad). El daño es diferente según el tipo de discriminación. En la me-
dida en que es sumamente complejo establecer comparaciones interpersonales 
de sufrimiento y daño psicológico, habrá que sostener que toda víctima de 
discriminación merece atención, reparación y justicia, sea que la sufra como 
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experiencia personal directa, o sea que la sufra como integrante de un grupo y, 
por ello, de manera indirecta.

De ahí que debe considerarse la existencia de dos formas generales de 
realización de la materia. La primera se define como discriminación directa y 
se refiere a los actos específicos y personalizados. En éstos, la acción de una 
persona discriminadora, perpetradora, causa efectos en una persona discrimi-
nada, la víctima, mediante la restricción o el daño de los derechos y oportuni-
dades de ésta. En tal situación, es posible detectar o reconstruir una relación 
causal más o menos directa entre la acción individual del primero y los efectos 
registrables en la segunda. En nuestro ejemplo, el mal trato del profesorado 
o del alumnado hacia la estudiante trans puede acarrear que renuncie a su 
preparación académica y, por ende, desactive o deseche su propio derecho a 
la educación. Estos actos discriminatorios son individuales o discretos, y se 
les considera como formas directas de discriminación aun si son realizados 
por más de una persona perpetradora o son sufridos por más de una víctima. 
El que sean individuales no quiere decir que sean indeterminados o caren-
tes de condicionamiento social pues, como hemos argumentado en otra parte, 
los fenómenos culturales del prejuicio y la estigmatización, que moldean esas 
conductas individuales, poseen una condición social, estructural e histórica 
que los hace irreductibles a la biografía, el temperamento, el gusto o los afec-
tos estrictamente individuales (Rodríguez Zepeda, 2023: 292-300). En todo 
caso, la responsabilidad que deriva de estos actos también es individual, pues 
la conexión causal entre las partes de la relación discriminatoria se ajusta al 
criterio del daño que ha sido tradicional en las modalidades modernas de jus-
ticia retributiva o compensatoria, según las cuales a toda acción dañina debe 
corresponder un castigo o acto punitivo.

La segunda forma de discriminación se denomina indirecta y se refiere 
al funcionamiento de las normas, pautas e instituciones sociales que, sin estar 
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dirigidas contra alguna persona en específico —no son, en ningún caso, actos 
contra alguien en concreto—, conllevan el efecto estructural de mantener y 
profundizar la desventaja de un grupo subalterno, toda vez que normalizan 
la estigmatización y contribuyen a reproducir el orden discriminatorio como 
un todo. En el ejemplo señalado, no es necesario que alguna persona decida 
limitar el derecho a la educación de las personas con discapacidad motriz o 
que sostenga alguna antipatía contra ellas; basta con que se mantenga un orden 
institucional que supone como normal el diseño arquitectónico existente o las 
condiciones de movilidad interna de las instalaciones universitarias para dar 
lugar a un fenómeno de discriminación contra una categoría completa de per-
sonas. La ausencia de animosidad contra un grupo discriminado no elimina 
la intensidad de la relación discriminatoria ni aminora el daño a derechos y 
oportunidades que conlleva ni, mucho menos, justifica que tal relación exista. 

En la medida en que la discriminación indirecta se vincula con los efec-
tos agregados, de mediano y largo plazos, queda inserta en una dimensión de 
desigualdad estructural que no puede reducirse sólo mediante la sanción o el 
castigo retributivos, como sucede en el caso de la discriminación directa. En 
la discriminación indirecta, las responsabilidades suelen ser difusas, pues es 
difícil y a veces imposible vincularla con la intención o decisión de un agente 
perpetrador; incluso, a veces se dificulta establecer con claridad quiénes y en 
qué medida sufren daños las personas del grupo subalterno, aun cuando la 
violación de derechos y la limitación de oportunidades sean, por su escala co-
lectiva, más graves que la de los actos directos.

El concepto de discriminación indirecta hace visibles fenómenos que 
afectan en un nivel superlativo a los grupos subalternos al reducir o anular sis-
temáticamente sus derechos y al limitar de manera regular sus oportunidades. 
En contraste con los casos de discriminación directa, las soluciones discretas 
e individualizadas no reparan esta forma de injusticia; lo que se requiere son 
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medidas de alcance estructural, es decir, intervenciones de política antidiscri-
minatoria capaces de modificar las pautas bajo las que operan las instituciones. 
Según Brian Barry, la función rectificadora de las instituciones se hace nece-
saria cuando se constata que las prácticas discriminatorias siguen una pauta 
social y no son solamente casos aleatorios de abuso o rechazo (Barry, 2005: 
17-18). En el caso de nuestro ejemplo, una Institución de Educación Superior 
responde adecuadamente a la discriminación indirecta a las personas con dis-
capacidad motriz, no mediante la solidaridad del estudiantado o el profeso-
rado que carguen o trasladen a las personas en silla de ruedas para salvar los 
obstáculos, sino reformando el diseño arquitectónico y realizando los ajustes 
razonables necesarios para ecualizar el contexto físico de la educación con las 
necesidades particulares de las personas con esa discapacidad.

Como otras instituciones sociales, la Universidad alberga numerosas 
formas de discriminación indirecta que con frecuencia están normalizadas y 
no parecen formas de injusticia o de violación de derechos, por ejemplo, la 
integración del profesorado con un fuerte desequilibrio favorable a los profe-
sores varones;  los programas de vigilancia y seguridad que carecen de pers-
pectiva de género; los mencionados diseños arquitectónicos y la movilidad que 
no contemplan accesibilidad universal; los planes y programas de estudio que 
invisibilizan a personas con necesidades especiales y a los grupos discrimina-
dos; los privilegios que la autoridad universitaria concede a grupos religiosos 
particulares por razones de tradición o por hábito cultural, o bien la expresión 
abierta de prejuicios discriminatorios e incluso de discursos de odio en los 
campus que refuerzan la desventaja de los grupos discriminados.

La discriminación indirecta no se agota en las exclusiones inerciales y 
no explícitas de integrantes de los grupos subalternos, como cuando se impo-
nen requisitos generales que corresponden a una idea de normalidad humana 
formulada de manera unilateral y arbitraria, también comprende la omisión 
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de medidas especiales por parte de las instituciones hacia quienes las necesi-
tan para poder integrarse al juego social regular de la vida universitaria. Esto 
último es relevante, porque, como lo establece la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación en México, la inacción de las instituciones cuando 
existe una legislación nacional que prescribe medidas antidiscriminatorias de 
nivelación, inclusión y acciones afirmativas, convierte a las IES en entidades 
discriminatorias (LFPED, 2003, cap. III).

Debe hacerse notar que a este tipo de discriminación también se le ha 
calificado como estructural, lo que enfatiza su carácter institucional y su al-
cance colectivo (Pincus, 1994: 82-86). Debe insistirse en que la discriminación 
indirecta se ejerce sin necesidad de suponer conciencia o voluntad concretas 
de perpetrarla —aunque ésta puede también acompañarla eventualmente— en 
quienes están a cargo de las reglas y rutinas de las instituciones. Por esta razón, 
tal modalidad plantea un dilema particular de asignación de responsabilidad. 
Aunque existen casos de discriminación indirecta que se pueden atribuir a 
responsables colectivos, aunque específicos —personas morales empresariales, 
iglesias y universidades, por ejemplo—, otros tantos derivan de la inercia cul-
tural, las omisiones educativas, la inacción en los criterios de política pública 
o la elusión por parte de entes públicos de las responsabilidades asignadas por 
la legislación. Aun en estos casos, debemos afirmar que existe una responsabi-
lidad de las instituciones de contender con los procesos de discriminación por 
muy normalizados que estos se encuentren.

Iris Marion Young formuló un argumento pertinente para identificar 
las formas de responsabilidad en las que están involucradas entidades colecti-
vas como instituciones, estados y corporaciones. Ella sostuvo que, en estos ca-
sos, la figura de la responsabilidad como culpa no es adecuada ni significativa, 
por lo que tiene que promoverse un tipo de responsabilidad colectiva al que 
denomina modelo de la conexión social (social connection model). Este modelo 
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postula que los individuos conectados a formas de injusticia estructural, si bien 
no son responsables de ella en término de culpa moral o jurídica, sí tienen la 
responsabilidad política de luchar colectivamente contra esa injusticia (Young, 
2013). Dicho de otro modo, la responsabilidad frente a la discriminación indi-
recta nos obliga políticamente a actuar de manera colectiva para desmontar los 
procesos de injusticia estructural. En el caso de nuestro ejemplo, la comunidad 
universitaria en su conjunto, además de las instancias públicas o privadas que 
la sostienen y deciden sobre ella, tenemos la responsabilidad política compar-
tida de garantizar la accesibilidad universal y la aplicación de ajustes razona-
bles que, por si fuera poco, están además exigidos por la legislación vigente. 

En la Universidad, la discriminación directa significa, en general, tratar 
a alguien de manera menos favorable que a otra persona debido a una carac-
terística protegida, causándole daño a un bien sustantivo como un derecho o 
una oportunidad relevante. No es posible justificar la discriminación directa, 
siempre es ilegal. Sin embargo, existen excepciones a las disposiciones sobre 
educación superior que permiten, por ejemplo, que las instituciones de educa-
ción admitan, para propósitos compensatorios, sólo a estudiantes de un género 
sin que ello constituya una discriminación directa ilegal; tampoco sería discri-
minación directa contra un estudiante sin discapacidad tratar de manera más 
favorable a un estudiante con discapacidad.

 Para que una persona pueda demostrar que ha sido objeto de discrimi-
nación directa, debe comparar lo que le ha sucedido con el trato que recibe o 
recibiría una persona que no tenga su característica protegida. Por lo tanto, un 
estudiante homosexual no puede alegar que su expulsión por pelearse es una 
discriminación directa por motivos de orientación sexual, a menos que pueda 
demostrar que un estudiante heterosexual o bisexual no sería expulsado por 
pelearse. 
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La discriminación indirecta en la Universidad se produce cuando se 
aplica una disposición, criterio o práctica de la misma manera a todo el es-
tudiantado o a un grupo concreto de personas estudiantes, pero que tiene el 
efecto de poner en una situación de desventaja especial a estudiantes que com-
parten una característica protegida dentro del grupo general, por ejemplo, la 
discapacidad, la procedencia étnica o el género. No importa que no exista la 
intención de perjudicar de esta manera a personas estudiantes con la caracte-
rística protegida concreta; lo que importa es si la acción institucional perjudica 
o perjudicaría a dichas personas en comparación con quienes no comparten 
esa característica. La discriminación indirecta se aplica a todos los grupos pro-
tegidos.

Finalmente, puede decirse que existirá discriminación indirecta en la 
Universidad si se cumplen las cuatro condiciones siguientes: a) si se aplica la 
disposición, el criterio o la práctica por igual al estudiantado incluida una per-
sona estudiante concreta con una característica protegida; b) si la disposición, 
el criterio o la práctica pone a las personas estudiantes que comparten una 
característica protegida en una situación de desventaja particular en compara-
ción con el estudiantado pertinente que no comparte esa característica; c) si la 
disposición, el criterio, la práctica o la norma pone a una persona estudiante 
concreta en esa situación de desventaja; d) si no se puede demostrar que la 
disposición, el criterio o la práctica se justifica como un medio proporcionado 
para alcanzar un objetivo legítimo en términos de la obligación constitucional 
de igualdad y no discriminación.

Si bien la discriminación consiste en relaciones construidas en la his-
toria y, por ende, sujetas al cambio social, no se trata de prácticas accidentales, 
azarosas o desestructuradas, sino de acciones que forman un sistema de pau-
tas; se trata de una institución relativamente estable, con tendencia a la perma-
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nencia y a la reproducción en el tiempo y, por ello, capaz de darse a sí misma, a 
través de las personas a las que moldea, una narrativa racionalizadora que con 
frecuencia la hace parecer normal e inmodificable. Por tal motivo, en simetría 
con la dimensión institucional de la discriminación, la política y acciones de la 
Universidad deben ser también institucionales y estructurales, de manera que 
en la lucha contra los procesos discriminatorios debe renunciar al voluntaris-
mo y el subjetivismo y adoptar, por el contrario, un formato de acción institu-
cional basado en el discurso de los derechos humanos. 
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CAPÍTULO III 
UN ENFOQUE INTERSECCIONAL PARA 

LA UNIVERSIDAD

QUÉ ES EL ENFOQUE INTERSECCIONAL

Las experiencias de discriminación en la vida universitaria no son planas ni 
unidimensionales. Como otras instituciones, en la Universidad regularmente 
no existe una polarización donde un grupo discrimina y otro sufre la desventa-
ja conforme a una relación abierta, clara y binaria. Estas experiencias son más 
bien complejas, variadas y multifacéticas, a la vez son asimétricas y contienen 
distintos niveles de gravedad y daño. La categoría de interseccionalidad tiene 
la cualidad de capturar esta complejidad.

La interseccionalidad es una categoría analítica o teórica, explicitada 
en el discurso jurídico crítico estadounidense a finales de los años ochenta del 
siglo XX y que ha ganado una presencia creciente en distintos terrenos del co-
nocimiento social, de las políticas públicas, de los activismos e incluso del de-
bate político y de la legislación, si bien su mayor circulación se sigue dando en 
los espacios universitarios. La interseccionalidad (intersectionality, en inglés) 
se convirtió durante el siglo XXI, como escribiera Kathy Davis, en una palabra 
de moda (buzzword), polisémica, que puede ser interpretada de formas tan 
diferentes como “un cruce de caminos”, como “ejes de diferencia” o como “un 
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proceso dinámico”, entre otras opciones (Davis, 2008: 68). Dada su polisemia, 
tampoco es extraño que se hayan construido conceptos diversos de la intersec-
cionalidad con distintas implicaciones políticas y, para el tema que nos ocupa, 
con distintas interpretaciones en los ámbitos universitarios.

El concepto de interseccionalidad surgió al hilo de la revisión crítica 
de la doctrina jurídica antidiscriminatoria estadounidense hecha desde el en-
foque de la teoría racial crítica (critical race theory) (Crenshaw, K., Gotanda, 
N., Peller, G y Thomas, K., 1995). El concepto de interseccionalidad, en su for-
mulación explícita, es obra de la jurista Kimberlé Crenshaw, en 1989, publicó 
el artículo en el que acuñó el concepto y fundó, al menos explícitamente, el 
llamado enfoque interseccional: “Demarginalizing the Intersection of Race and 
Sex: A Black Feminist Critique of Antidiscrimination Doctrine, Feminist Theory 
and Antiracist Politics” [Desmarginalizando la intersección de raza y sexo: una 
crítica desde el feminismo negro de la doctrina antidiscriminatoria, la teoría 
feminista y la política antirracista] (Crenshaw, 1989.) Poco después, en 1991, 
redondeó su definición en un nuevo texto: “Mapping the Margins: Intersec-
tionality, Identity Politics, and Violence against Women of Color” [Mapear los 
márgenes: interseccionalidad, política de la identidad y violencia contra las 
mujeres de color] (Crenshaw, 1991).10

Crenshaw defendió, en primera instancia, la idea de interseccionalidad 
como un enfoque crítico respecto de la doctrina jurídica antidiscriminatoria 
estadounidense. Ella hizo notar que “[…] la concentración del análisis en los 
miembros más privilegiados del grupo margina a quienes sufren de múltiples 

10     Debe quedar claro que a Crenshaw se le reconoce la acuñación del término explícito de intersec-
cionalidad, si bien existe la interpretación de que la interseccionalidad, como enfoque que atiende a 
la agregación y potenciación recíproca de discriminaciones, puede remitirse hasta el histórico texto de 
Sojourner Truth, Ain’t I a woman? de 1851 (Truth, 1851). A este respecto, véase la interpretación muy 
acreditada de Hill Collins y Bilge (2020). 
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cargas y oscurece los reclamos que no pueden ser entendidos como prove-
nientes de fuentes separadas de discriminación” (Crenshaw, 1989: 140). Por 
ello, sostuvo que “[…] de hecho, la focalización del análisis en el sexismo y el 
racismo sólo representa un subconjunto de un fenómeno mucho más comple-
jo” (Crenshaw, 1989: 140). Además, sostuvo que si “[…] se toma a las mujeres 
negras como punto de referencia, resulta más clara la manera en que las con-
cepciones dominantes de discriminación nos condicionan a pensar la subordi-
nación y la desventaja como si ocurrieran a lo largo de un eje categorial único 
[…]”, ya sea el de los hombres negros cuando se habla de racismo, o sea el de 
las mujeres blancas cuando se trata de sexismo (Crenshaw,1989: 140). Desde 
el punto de vista de la doctrina antidiscriminatoria convencional, este grupo 
complejo y vulnerado de forma multiplicada —las mujeres negras— tendría 
que ajustarse a una categoría u otra, pero no podría ser visto como una víctima 
de una discriminación propia.

Crenshaw entiende la interseccionalidad como la expresión de procesos 
de discriminación y dominio que son múltiples y simultáneos, identificando 
una intersección entre raza y sexo, primeramente, como fuente de una desven-
taja discriminatoria que pasaba desapercibida en los tribunales. En su marco 
teórico, el dominio interseccional proviene de múltiples procesos de discrimi-
nación que, al interactuar con otros mecanismos de dominio, como la condi-
ción de clase social, dan lugar a una dimensión agudizada de la desventaja. En 
ausencia de un enfoque interseccional, la interpretación jurídica unilateral de 
la discriminación da lugar a dos consecuencias: una, la generación de privile-
gios dentro de las propias categorías de raza y sexo; y la otra, la invisibilización 
del grupo intersectado, es decir, el de las mujeres negras: “[…] el paradigma de 
la discriminación sexual tiende a estar basado en las experiencias de las muje-
res blancas; el modelo de la discriminación racial tiende a estar basado en las 
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experiencias de los negros más privilegiados […] ninguno de ellos incluye la 
discriminación contra las mujeres negras” (Crenshaw, 1989: 151).

Con base en esta idea, Crenshaw reclama tanto al feminismo como al 
antirracismo convencionales el olvido de la consideración conjunta de las dos 
formas de desventaja: 

Ni la política liberacionista negra ni la teoría feminista pueden ignorar las 
experiencias interseccionales […] ambos movimientos deben distanciarse de 
sus previos enfoques en los que las experiencias sólo son relevantes cuando 
se relacionan con causas claramente identificables (la opresión de los negros 
[…] cuando se basa en la raza, y la de las mujeres cuando se basa en el género) 
(Crenshaw, 1989: 166). 

En este sentido, la articulación del lenguaje antidiscriminatorio dominante a 
partir de las categorías de raza y sexo, postuladas éstas como ejes separados, 
excluye del propio derecho a la no discriminación al grupo en el que con mayor 
profundidad se manifiesta la intersección de asimetrías y se escalan las desven-
tajas.11 Según esto, el uso directo de las categorías sospechosas convencionales 
además de que sería inadecuado para identificar la complejidad de las discri-
minaciones que concurren en la experiencia de los grupos en mayor desventa-
ja, se convierte en un mecanismo de ejercicio de la propia discriminación, pues 
normaliza el privilegio de los grupos en los que tales usos se concretan.

El canon contemporáneo del enfoque interseccional fue completado 
por Crenshaw en su texto de 1991. Este texto tiene una gran importancia en 

11     A este respecto, Jennifer Nash sostiene que la interseccionalidad “subvierte los binarismos de raza 
y género con el propósito de teorizar la identidad de un modo más complejo. La desestabilización de 
los binarismos de raza y género es particularmente importante para habilitar análisis robustos de sitios 
culturales que implican tanto a la raza como al género” (Nash, 2008: 2).
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el desarrollo del enfoque interseccional, sobre todo porque va más allá de la 
interpretación crítica de la doctrina antidiscriminatoria dominante en los Es-
tados Unidos de América y lo postula como una teoría social completa, con 
orientaciones políticas y estratégicas bastante precisas. En este texto, Crenshaw 
sostiene que la interseccionalidad es un tipo de análisis que se debe desplegar 
en tres dimensiones: la estructural, la política y la representacional (Crenshaw, 
1991: 1245-1295.) La primera se refiere a la manera en que la posición de las 
mujeres de color en la intersección de la raza y el género hace que su desventaja, 
tanto como las soluciones para ella, sea cualitativamente diferente a la de mu-
jeres blancas; la segunda se expresa en la forma en que las políticas feminista y 
antirracista convencionales arrojan el resultado paradójico de la marginación 
de las mujeres de color, mientras que la tercera se refiere a la representación de 
las mujeres de color en la cultura popular, que lleva a la omisión de su situación 
real y, con ello, a su debilitamiento simbólico y práctico y a la normalización de 
la violencia y los abusos que sufren.

En cuanto a la dimensión estructural cabe decir que alude a una forma 
de discriminación que no requiere de intencionalidad para ejercerse, pues bas-
ta con que el sistema agregue una nueva carga a las vulnerabilidades ya exis-
tentes para dar lugar a una mayor privación de las mujeres, sin que acciones 
directas pretendan esta última. La dimensión política se revela en la falta de 
identificación de las mujeres negras con las agendas reivindicativas tanto del 
feminismo blanco como del movimiento antirracista, pues al subordinarse po-
líticamente a alguna de ellas, o bien a ambas, pierden la posibilidad de articu-
lar un discurso propio capaz de empoderarlas. La dimensión representacional 
explica por qué los mecanismos de comunicación colectiva y de formación de 
la opinión pública agudizan las desventajas del grupo intersectado al atribuirle 
características negativas que son el resultado de extrapolaciones y de la apli-
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cación de rigorismos morales que no se aplican a los grupos discriminados-
privilegiados.12

	Como dijimos antes, el segundo texto de Crenshaw planteó metas ana-
líticas más ambiciosas, pues ahora la interseccionalidad se postula al menos 
como un sistema normativo de filosofía política que contiene como mínimo 
una triada de perspectivas: a) la identificación y crítica de la convergencia de 
sistemas de dominio; b) el esbozo de una teoría social de orientación estructu-
ralista; c) un programa político con reivindicaciones propias para las mujeres 
negras, más allá del espacio judicial. 
	 Ya en el siglo XXI, la reflexión sobre la interseccionalidad convergente 
con la formulación de Crenshaw acentuó su dimensión crítica y conflictiva 
mediante la introducción del concepto de opresión en su definición. Caras-
tathis, por ejemplo, la entendió del siguiente modo: “En la teoría feminista, la 
interseccionalidad se ha convertido en la forma predominante de conceptua-
lizar la relación entre los sistemas de opresión que construyen nuestras múlti-
ples identidades y nuestras localizaciones sociales en las jerarquías del poder y 
el privilegio” (Carastathis, 2014: 304). En una línea similar, Ann Garry sostuvo 
que la interseccionalidad postula que “[…] la opresión y el privilegio racial, 
étnico, de género, de orientación sexual, de clase, de nacionalidad, etcétera, no 
actúan de manera independiente en nuestras vidas y en nuestras estructuras 
sociales; en vez de ello, cada tipo de opresión o privilegio es moldeado por los 
demás tipos y actúa articulado con ellos” (Garry, 2011: 827). De este modo, 
el entramado de sistemas de opresión y privilegio condicionan “(a) nuestras 
relaciones sociales, (b) las experiencias de nuestra propia identidad, y (c) las 

12     Un ejemplo de la dimensión representacional es el de construcción de un estereotipo de las mujeres 
negras drogadictas como “malas madres”, a las que automáticamente se les debe retirar a sus hijos o hijas 
de manera preventiva por parte de los servicios sociales. Lo contrastante es que ese criterio no rige para 
las madres drogadictas blancas (Roberts, 1995: 384-426).
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limitaciones de los intereses compartidos incluso entre los miembros del ‘mis-
mo’ grupo oprimido o privilegiado” (Garry, 2011: 827).

Es destacable que en ninguno de los textos originales de Crenshaw el 
vocablo opresión sea central, pues aparece una sola vez en Demarginalizing the 
Intersection of Race and Sex…  y seis en Mapping the Margins…, aunque en 
cuatro de éstas sea en citas de otros textos. De hecho, Crenshaw habló constan-
temente de discriminación y, en ocasiones, de dominio, pero casi nada acerca 
de la opresión. Sin embargo, en el desarrollo de la interseccionalidad en el si-
glo XXI, el concepto de discriminación fue sustituido por el de opresión. De 
este modo, por ejemplo, en el texto citado de Carastathis, que curiosamente 
reclama entender la interseccionalidad regresando a las raíces conceptuales y 
políticas de su enunciación original, es decir, a las de Crenshaw, la palabra 
opresión aparece en 49 ocasiones (Carastathis, 2014), y en el de Ann Garry en 
66 (Garry, 2011).
	 Además, la vertiente dominante de la interseccionalidad en el siglo 
XXI exigió mantener los propósitos teóricos y políticos que la originaron, es 
decir, los del feminismo negro de los estudios críticos de la raza y, por ende, 
evitar los intentos de blanqueamiento (whitening) del concepto y denunciar la 
apropiación que el feminismo blanco, tanto a través de los estudios de género 
(women studies) como de la teoría feminista (feminist theory), habría hecho del 
concepto, pues ambas vertientes académicas son discursos que estarían bajo 
el dominio blanco (white-dominated discourses) (Carastathis, 2014: 304). Con 
claridad, este nuevo momento de la interseccionalidad no sólo sustituía el con-
cepto de discriminación por el de opresión, también ampliaba la brecha analí-
tica y política entre el feminismo negro que lo originó y el feminismo blanco. 

En contraste con este modelo de interpretación iniciado por Crenshaw, 
otro referente en el siglo XXI para entender la interseccionalidad es el estable-
cido por Patricia Hills Collins y Selma Bilge, quienes han intentado dotar a 
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este concepto de un mayor alcance político y de vincularlo a un universalismo 
normativo claramente ausente en el modelo precedente. En su definición:

[…] la interseccionalidad investiga cómo las relaciones de poder intersecta-
das influencian las relaciones sociales a lo largo tanto de diversas sociedades 
como de experiencias individuales en la vida cotidiana. En tanto que herra-
mienta analítica, la interseccionalidad contempla las categorías de raza, clase, 
género, sexualidad, nación, capacidad, etnicidad y edad —entre otras— como 
interrelacionadas y moldeándose mutuamente. La interseccionalidad es una 
vía para comprender y explicar la complejidad en el mundo, en la gente y en 
las experiencias humanas (Hill Collins y Bilge, 2020: 2).

Si bien su definición repite, en su inicio, el enunciado básico de que el enfo-
que interseccional se centra en el modo en que se intersectan las relaciones de 
poder para condicionar el orden social e incluso las trayectorias individua-
les, lo destacable es que este enfoque aparece como un recurso para acceder 
críticamente a la experiencia compleja de la humanidad y no sólo a la de un 
grupo específico, con lo que abre la posibilidad de identificar otros grupos in-
tersectados, como los de discapacidad, orientación sexual o edad, no presentes 
en el discurso original de Crenshaw. De este modo, la teoría interseccional se 
aproxima a reclamos de justicia agregados e incluyentes e incluso al discurso 
mismo de los derechos humanos. Sostiene Hill Collins:

La interseccionalidad potencialmente ayuda a plantear tres preocupaciones 
centrales: Primera: los derechos humanos exigen medios más efectivos para 
identificar los tipos de distinciones que dan lugar a la discriminación […] Se-
gunda: existe la necesidad de mejores evaluaciones del dolor, el sufrimiento y 
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el daño […] La tercera preocupación es la búsqueda de reparaciones apropia-
das para las víctimas de abusos a los derechos humanos. (Hill Collins, 2015: 
16)

Esta ampliación del enfoque interseccional contrasta con la tendencia analítica 
que hemos registrado antes, pues, sin abandonar la crítica de las relaciones 
de poder, privilegia la articulación de las luchas progresistas sin satanizar ni 
excluir potenciales alianzas políticas. Hill Collins, universitaria y activista, ha 
tenido una larga experiencia tanto vital como académica en las luchas del fe-
minismo negro, y su punto de vista tiende a entender el enfoque interseccional 
como un nuevo marco conceptual para incorporar el pluralismo, la inclusión y 
el reconocimiento de las desventajas específicas. Por ello, no sorprende que en 
otro de sus textos sostenga que: 

[…] la interseccionalidad hace referencia a esa gran carpa que da cobertura a 
una encrucijada intelectual y política o un espacio de encuentro para el com-
promiso intelectual entre diferencias políticas, sustantivas y metodológicas. 
Políticamente, la interseccionalidad aspira a generar comunidades interpre-
tativas robustas que hospeden los diálogos necesarios entre ideas y personas 
enfrentadas (Hill Collins, 2021: 691-692).

El contraste interpretativo sobre el concepto de interseccionalidad resulta alec-
cionador para plantear este enfoque en el seno de la vida universitaria, pues 
una lectura más incluyente y dialógica del concepto, como la de Hill Collins y 
Bilge, puede coincidir con relativa comodidad con el lenguaje de los derechos 
humanos que entendemos como el vocabulario adecuad para contender con la 
discriminación en la Universidad, mientras que un enfoque más particularis-
ta, que se basa en la denuncia del feminismo histórico como un movimiento 
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privilegiado y que rechaza los recursos a las categorías sospechosas de raza y 
sexo, podría dificultar e incluso hacer imposible esta coincidencia. Sobre esto 
volveremos adelante. 

En el terreno de la reflexión académica especializada sobre la Universi-
dad, el enfoque interseccional ha resultado muy estimulante. Puede registrarse 
una abundante literatura crítica tanto sobre los procesos y funcionamientos 
como sobre los modelos deseables de Universidad. Por ejemplo, Lisa G. Be-
dolla argumenta que una aproximación interseccional al reconocimiento de 
que la marginación y el privilegio marcan al profesorado en las facultades, de-
partamentos y universidades, permitiría cambiar la conversación acerca de los 
esquemas y programas de inclusión, haciendo de estos genuinos mecanismos 
de cambio sustantivo en el espacio universitario y sacando a estos esquemas y 
programas del lugar periférico que usualmente tienen (Bedolla, 2014). Katrin 
Losleben y Sarah Musubika, por su parte, utilizan este enfoque para reconsi-
derar los roles o posiciones de los individuos que viven, trabajan y estudian en 
las universidades, pues sostienen que éstos no pueden ser vistos simplemente 
como educadores, integrantes del personal administrativo o estudiantil, sino 
como seres complejos cuya posición o función está modelada por marcadores 
identitarios como la edad, el género, la sexualidad, las capacidades, la etnici-
dad, el color de piel, el bagaje social, las creencias religiosas, la clase social, la 
orientación académica, etcétera. 

La comprensión de las relaciones universitarias requeriría que el en-
foque interseccional descubriera cómo estas identidades operan sobre las re-
laciones institucionales, haciéndose cargo del cambio de las identidades en el 
tiempo y de las narrativas que los acompañan (Losleben y Musubika, 2023). 
Bernardette M. Calafell aplica el enfoque interseccional para evaluar las po-
líticas y protocolos respecto del acoso sexual en universidades estadouniden-
ses; sostiene que tales recursos institucionales contra el acoso no consideran el 
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componente racial, y menos aún la intersección entre raza y sexo, en la atención 
a los casos de acoso, reproduciendo y escalando la desventaja de las estudian-
tes racializadas (Calafell, 2014). Donald Mitchell, por su parte, sostiene que el 
lenguaje de la interseccionalidad acuñado por Crenshaw tiene la capacidad de 
ofrecer respuestas a los dilemas de la navegación y la intersección política de 
las identidades en el mundo universitario, pues captura la complejidad de los 
cruces de religión, raza, política, género y justicia social; cruces que ya eran 
problemáticos desde los planteamientos de Du Bois y de Martin Luther King 
Jr. (Mitchell, 2014). Respecto de la introducción del enfoque interseccional en 
la enseñanza de una disciplina como el derecho en Argentina, Camila Meijide 
sostiene que sería el recurso adecuado para la enseñanza e interpretación del 
artículo 75 de la Constitución argentina, cuyo contenido es el de los princi-
pios de no discriminación y de medidas positivas o acciones afirmativas. La 
interseccionalidad, sostiene la autora, dotaría a los juristas y al propio Estado 
con criterios de prioridad justificados para la determinación del tratamiento 
preferencial (Meijide, 2020). Para el caso de México, Ana Buquet ha estudiado 
los obstáculos que se oponen a las académicas en su trayectoria universita-
ria a partir de la estructuración de género vigente en la educación superior. 
Analizando el caso de la Universidad Nacional Autónoma de México, Buquet 
muestra que el vector del género refuerza esos obstáculos cuando se combinan 
e interactúan con otros marcadores de desigualdad social (Buquet, 2013). Po-
dríamos prolongar la lista de aplicaciones académicas y proyectos de interven-
ción en la vida universitaria que se proponen desde el enfoque interseccional, 
pero lo reseñado debe resultar suficiente para mostrar que la interseccionali-
dad no sólo es un objeto de estudio cuando se abordan problemas de discri-
minación, exclusión, dominio y opresión en el espacio universitario, también 
es una herramienta de interpretación crítica para la reforma tanto organizativa 
como curricular y epistémica de la institución universitaria.
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CONSIDERACIONES SOBRE LA APLICACIÓN DEL ENFOQUE DE 
LA INTERSECCIONALIDAD EN LA UNIVERSIDAD

Como sugerimos antes, la polisemia que ha acompañado al desarrollo del con-
cepto de interseccionalidad tiene consecuencias en su aplicación tanto en los 
proyectos académicos como en las intervenciones transformadoras en el fun-
cionamiento de la Universidad. Por ejemplo, es frecuente encontrar programas 
niveladores y antidiscriminatorios en las universidades que explícitamente se 
definen como interseccionales, sin que resulte del todo claro su potencial in-
cluyente y su alineación con una concepción defendible de derechos humanos. 
Ante ello, el propósito de nuestro argumento no es acreditar o descalificar esos 
usos del enfoque, sino proporcionar orientaciones conceptuales que, a la vez 
que aprovechen el potencial crítico de éste, alineen los proyectos académicos 
y las intervenciones institucionales con el derecho humano a la no discrimi-
nación, entre otras razones, porque su garantía es una obligación fundamental 
de las IES. En este contexto, manteniendo el propósito académico de nuestro 
texto, que busca marcar las coordenadas conceptuales de una agenda de igual-
dad y no discriminación para el espacio universitario, identificamos algunos 
dilemas de la interseccionalidad originados en el tipo de definición que de este 
enfoque se acepte.13

	 La primera cuestión problemática es la crítica interseccional a las cate-
gorías de sexo y raza por considerarlas un modelo de binarismo que ocluye o 
invisibiliza las categorías intersectadas. La duda que planteamos es si, después 
de la crítica de Crenshaw, sigue siendo posible mantener un uso legítimo de es-
tas categorías sin desatender sus cruces o agregaciones. Como hemos señalado 

13     La identificación de algunos dilemas del discurso interseccional en relación con una agenda de 
igualdad y no discriminación la hemos desarrollado en dos textos previos: Rodríguez Zepeda (2023 a), 
y Rodríguez Zepeda (2023 b).
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antes, la raza y el sexo o, si se prefiere, la etnia y el género, son categorías cons-
titutivas del derecho internacional de los derechos humanos. Desde la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos, ambas categorías son denominacio-
nes que designan grupos especialmente protegidos contra la discriminación. 
En realidad, la crítica interseccional de Crenshaw no ofrece razones suficientes 
para desacreditar el argumento de que su presencia en textos legales y prácti-
cas judiciales no sea un logro de la lucha por los derechos humanos. Menos 
razones se encuentran para considerarlas ahora como expresión de posiciones 
de privilegio a favor de los hombres cuando se trata de raza y de las mujeres 
blancas cuando se trata de género. Al proyectar al espacio universitario la crí-
tica de las categorías de raza y sexo por asociarlas con la invisibilización de la 
opresión de los grupos intersectados, el programa interseccional minimiza el 
potencial crítico y transformador de dichas categorías, pues resta importancia 
a las agendas de lucha contra el sexismo y contra el racismo en las IES si es que 
estas agendas no se definen como interseccionales.

Estas categorías se han insertado en numerosas constituciones nacio-
nales y en legislaciones antidiscriminatorias y han funcionado como los ele-
mentos ordenadores de la gramática de los discursos históricos contra la dis-
criminación. Si bien es acreditable que su uso doctrinario jurídico unilateral 
puede generar en algunos procesos judiciales o en acciones de política públi-
ca consecuencias negativas para los grupos que sufren mayores desventajas 
(como las ejemplificadas por Crenshaw en sus estudios), no se dispone de una 
evaluación histórica y empírica persuasiva que muestre que su uso jurídico y 
político da lugar a efectos sistemáticamente perniciosos.

Desde luego, no puede negarse que las mujeres negras enfrentan rela-
ciones de dominio específicas, pero habría que cuestionar si su situación puede 
formularse sin apelar a las propias categorías de sexo o de género. Es probable 
que estemos no sólo ante un sobredimensionamiento de la intersección frente 
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a los conceptos históricos del discurso antidiscriminatorio, también ante una 
minimización del valor crítico, heurístico y político de las categorías de raza 
y de sexo frente a denominaciones que, paradójicamente, son imposibles sin 
ellas. Tampoco resulta claro por qué los usos judiciales unilaterales de estas 
categorías denunciados por Crenshaw —De Graffenreid contra General Motors, 
Moore contra Hughes Helicopter y Payne contra Travenol (Crenshaw, 1989)—, 
deben entenderse como pauta para toda interpretación posible de los casos 
donde entran en juego categorías intersectadas. ¿No se pueden pensar desde 
las nociones de raza y de sexo la desventaja agravada de las mujeres racializa-
das? ¿es ello una imposibilidad práctica? 

 De este modo, lo que se solía ver como un logro político, jurídico y, des-
de luego, académico, del discurso antidiscriminatorio —a saber, la aceptación 
en las sociedades democráticas de las categorías que nombran a los grupos dis-
criminados—, aparece como un proceso de justificación de privilegios. Como 
resultado del enfoque interseccional de Crenshaw, esas categorías troqueladas 
en el discurso fundacional de los derechos humanos son ahora sospechosas por 
una razón distinta a la asentada en el lenguaje jurídico: lo son porque, debido 
a su supuesta unilateralidad, esconden formas de privilegio.

¿Deben las universidades, en este contexto, suprimir o evitar sus pro-
gramas antirracistas y feministas por ser formas de privilegiar a ciertos grupos 
de víctimas por encima de otros? La respuesta es que un uso crítico de ambas 
categorías, más el del resto de categorías sospechosas, no es incompatible con 
la identificación y atención a los casos en que se intersectan y agravan las des-
ventajas de la discriminación. Incluso, debe señalarse que, en el vocabulario 
antidiscriminatorio ya establecido, se ha regularizado el uso de expresiones 
como discriminaciones múltiples o discriminaciones agregadas que tienen un 
contenido semántico muy similar al del concepto de interseccionalidad, lo que 
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implica que el uso de ambas categorías no elimina por definición la identifica-
ción de las experiencias más graves de las víctimas de la discriminación.
	 Un segundo dilema relevante que resulta del análisis conceptual del 
enfoque interseccional tiene que ver con el protagonismo que en el despliegue 
en el siglo XXI del concepto ha adquirido el concepto de opresión. En este caso, 
la cuestión es si la institución universitaria debe abandonar la lucha contra la 
discriminación y emprenderla contra la opresión, por ser vista ésta como una 
forma más poderosa de dominio e injusticia.

Debe considerarse que, tal como hemos acreditado aquí, en el origen del 
discurso interseccional lo usual era identificar las intersecciones focalizadas en 
su análisis como formas de discriminación, pero que, de manera acusada en el 
siglo XXI, esta enunciación dejó el paso al uso del concepto de opresión. No se 
trata de una sustitución menor, pues tiene consecuencias para la vida universi-
taria que vale la pena considerar. Como hemos visto, algunas de las definicio-
nes de interseccionalidad han ya sustituido el concepto de discriminación por 
el de opresión. Esto sucede en las citadas definiciones de Carastathis y Garry, 
que han pasado de entenderla como la interacción de ejes de discriminación 
a la operación conjunta y simultánea de sistemas de opresión. Esta sustitución 
conceptual tiene consecuencias de distinta índole, aunque aquí sólo revisare-
mos el efecto que tiene en las posibilidades de reclamar el derecho humano la 
no discriminación en el ámbito universitario.

Este paso de la discriminación a la opresión tiene un antecedente ilustre 
en la propuesta de la política de la diferencia (the politics of difference) sostenida 
por Iris Marion Young, conforme a la cual el enfoque de la justicia debe ser el 
resultado agregado de la combinación de distintos tipos de experiencias de in-
justicia: racial, de género, de clase, de diversidad sexual y de dominio cultural 
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(Young, 1990 y Young, 2000).14 En particular, Young asigna un peso central al 
concepto de opresión y lo sobrepone al de discriminación: 

La opresión, y no la discriminación, es el concepto primario para denominar 
la injusticia relativa a los grupos. Mientras que las políticas discriminatorias 
alguna vez causan o refuerzan la opresión, la opresión involucra muchas ac-
ciones, prácticas y estructuras que tienen poco que ver con la preferencia o 
exclusión de miembros de los grupos en las recompensas o beneficios (Young, 
1990: 195). 

La crítica central de Young al concepto de discriminación es que éste se refiere 
a relaciones y procesos individualizados y relativos a los problemas de acceso 
a bienes y servicios, por lo que lo contempla como algo opuesto a una realidad 
estructural.

Debe decirse que el abandono del carácter central de la discriminación 
en los proyectos de justicia incentivado por Young se justificaría si no existiera 
la posibilidad de vincular la discriminación con una dimensión estructural. El 
problema radica en que Young pierde de vista que la discriminación, más allá 
del espacio político-jurídico estadounidense, ha podido también ser entendida 
conforme a una dimensión estructural, tal como se ha acreditado en estudios 
recientes. La ventaja fundamental de su uso es que se trata de un concepto 
operacionalizable en las instituciones legislativas y judiciales de una sociedad 
democrática. Este último punto es crucial, pues en las constituciones y legis-
laciones la discriminación es un antivalor jurídico y político que se prohíbe 
de manera rotunda, mientras que la opresión no alcanza ese recorrido, pri-
mero legal y luego institucional. Las IES, por ejemplo, han podido articular 

14     De manera específica, Young tematiza la opresión en el capítulo “Five Faces of Oppression” (Young, 
1990: 39-65).
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protocolos y programas contra la discriminación cuyo propósito es reducir 
las desigualdades y las exclusiones en sus comunidades, pero sería especioso 
y difuso que éstos se dirigieran contra la opresión. Del mismo modo que no 
es difícil contemplar que una ciudadana acuda a un tribunal o a una agencia 
gubernamental a denunciar que ha sufrido discriminación, sería raro y poco 
conducente que las universidades se plantearan como meta práctica la lucha 
contra la opresión y no contra la discriminación.

De este modo, con base en los estudios actuales sobre discriminación, 
se pueden identificar sus rasgos estructurales, históricos, culturales e inclu-
so interseccionales. Tal panorama implica que podemos añadir a un concepto 
crítico, revisado y afinado de discriminación, que es con el que trabajamos 
numerosas personas académicas, los contenidos del concepto de opresión: en 
primer lugar, la dimensión estructural de esa forma de desigualdad, perfecta-
mente compatible, por cierto, con el reclamo de un enfoque interseccional; en 
segundo lugar, el carácter no necesariamente volitivo, consciente o intencional 
de las relaciones y procesos que la constituyen; en tercer lugar, la característica 
de la discriminación de no reducirse a una mera ausencia de derechos y opor-
tunidades por razón de diversas adscripciones grupales, sino de ser el resulta-
do de relaciones asimétricas de dominio y de privilegio, es decir, de relaciones 
propiamente políticas, lo que hace de la discriminación una falla social del 
orden de la desigualdad más que de la mera carencia o privación.15

Con esto, sugerimos que es posible ampliar el contenido del concepto 
de discriminación para que incorpore los contenidos del espacio discursivo 

15     Los estudios críticos sobre discriminación en México se han desarrollado conforme a este enfoque 
estructural, por lo que la asociación con los fenómenos de la opresión y el dominio no le son ajenos. 
Véase como ilustración de esta corriente, (Rodríguez Zepeda, 2006, y Rodríguez Zepeda, 2023 b), (Ro-
dríguez Zepeda y González Luna, 2014), (Solís, 2017) y (Solís, Kroser, Arroyo y Güemes, 2019).
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de la opresión, pero difícilmente puede hacerse lo inverso, a saber, instalar la 
opresión, más allá de la retórica política, como el lenguaje jurídico mediante el 
que se sustancian institucionalmente los reclamos de justicia en una sociedad 
democrática, sobre todo en los procesos universitarios relativos a la garantía 
del derecho constitucional o humano a la no discriminación.

De hecho, el predominio de la opresión aleja a la propia agenda inter-
seccional del lenguaje de los derechos en que surgió. En efecto, el concepto 
de opresión parece, en su dimensión política, más poderoso y persuasivo que 
el de discriminación, pero debe decirse que éste es más realista, toda vez que 
no existe un sólo estado democrático constitucional que prohíba la opresión, 
mientras que todos proscriben la discriminación. Ello acaso explique por qué 
la propia Crenshaw, como jurista que es, se ató más al vocablo de discrimina-
ción que al de opresión.

Un tercer dilema del enfoque interseccional en su proyección a la expe-
riencia universitaria proviene de su consideración de la categoría de privilegio. 
Al respecto, se puede sostener sin mayor problema que una de las prioridades 
de la agenda de igualdad y no discriminación en la Universidad es la lucha con-
tra el privilegio. En otra parte, hemos despejado conceptualmente el concepto 
político de privilegio, precisamente en el marco de una razón antidiscrimina-
toria: “[…] el privilegio debe entenderse como una ventaja posicional de po-
sesión exclusiva, moralmente arbitraria, inmerecida y carente de justificación 
pública” (Rodríguez Zepeda, 2025: 26). Adicionalmente, hemos sostenido que 
las posiciones de privilegio suponen la existencia de posiciones desaventajadas 
a partir de una relación estructural de dominio (Rodríguez Zepeda, 2025: 34-
34), y que la alternativa normativa o axiológica al privilegio no es la afirmación 
o sublimación de la desventaja sino la disposición común de derechos para 
todas las personas (Rodríguez Zepeda, 2025: 47). De este modo, no califica-
mos como privilegio el logro de derechos por parte de grupos que, a través de 
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luchas políticas y recursos jurídicos, han tratado de remontar su situación de 
subalternidad. En este marco, la duda respecto del enfoque interseccional apa-
rece cuando se considera como privilegiados a grupos y movimientos, como 
los del feminismo blanco, que han alcanzado derechos en su lucha política, 
jurídica y cultural.

La categoría de privilegio ocupa un papel central en el argumento in-
terseccional de Crenshaw. En su texto de 1989, propuso una alegoría para re-
presentar los niveles de injusticia que resultan de las estratificaciones de los 
propios grupos desaventajados. Esta alegoría supone una distribución espacial 
de los mismos como si estuvieran apilados en un sótano, montados unos so-
bre otros. Arriba, lindando con el techo del sótano, se hallan los que sufren 
discriminación por una causa simple (raza, sexo, pero no ambos) y abajo, lite-
ralmente cargando a los anteriores, se hallan quienes sufren discriminaciones 
múltiples (Crenshaw, 1989: 151-152). La doctrina antidiscriminatoria conven-
cional, es decir, la que está centrada en los ejes discretos de la raza y el sexo, 
funcionaría adecuadamente para beneficiar a los grupos superiores, mientras 
que sería incapaz de remediar la situación de los inferiores. Una opción que 
la propia Crenshaw abre es el abandono de este enfoque vertical por parte de 
quienes tienen la tarea legal e institucional de remediar los daños del racis-
mo y el sexismo: “Si sus esfuerzos comenzaran por atender las necesidades y 
problemas de los más desaventajados y por reestructurar y rehacer el mundo 
en donde sea necesario, entonces los otros que son singularmente desaventa-
jados también se beneficiarían” (Crenshaw, 1989: 167)16. Sin embargo, pronto 

16     Esta idea es muy parecida al principio de diferencia en la teoría rawlsiana de la justicia, conforme a la 
cual la prioridad normativa por las posiciones menos aventajadas tiende a beneficiar, como si estuvieran 
en una conexión en cadena, a los grupos menos desaventajados. Con ello se crea un beneficio compartido 
por todos los estratos como resultado de la prioridad de las posiciones con mayores privaciones (Rawls, 
1999: 69-72).
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se revela que el beneficio de las posiciones con menos desventajas no resulta 
relevante para el programa político interseccional.

La alegoría del sótano ofrece de hecho una buena lectura descriptiva: 
refleja con adecuada intuición los niveles de desventaja y desigualdad de la es-
tructura social; no obstante, tiene una implicación normativa unilateral: califi-
ca como privilegiados a los grupos que son discriminados por menos motivos 
que los intersectados o que se hallan en menor desventaja. La idea siguiente de 
la alegoría es que sólo el grupo que ocupa la parte superior del sótano (el que 
pone sus pies sobre las identidades intersectadas) puede atravesar la estrecha 
ventanilla que permite el tránsito y ocupar el piso social que antes era su propio 
techo (Crenshaw, 1989: 167-168). Al formularse esta alegoría como argumento 
filosófico-político, se proscribe la expectativa de que una agenda antidiscri-
minatoria (una doctrina, un marco jurídico, una estrategia, un movimiento 
social o una legislación) pueda asignar una preferencia normativa al grupo del 
sótano profundo; es decir, no contempla en realidad como viable una opción 
preferencial por la posición menos aventajada que pueda ser avalada y hasta 
asumida por los grupos de desventaja menos extrema. Esto queda claro cuan-
do, por ejemplo, se reclama a las feministas blancas su supuesta condición de 
privilegio y se acusa a sus luchas históricas de expresar agendas particulares 
ajenas a los grupos intersectados. 
	 Es precisamente el calificativo de privilegiadas el que convierte en un 
problema político lo que parecía ser únicamente una imagen didáctica: el femi-
nismo de la llamada tercera ola se presenta como promotor de privilegios para 
las mujeres blancas y ajeno a la realidad de las mujeres negras.17 Al afirmar la 

17     Sobre el deslinde de la interseccionalidad respecto del feminismo blanco y su rechazo de la llamada 
“primacía del género”, véase el texto de Estela Serret: “La perspectiva interseccional: ¿contra la ‘primacía 
del género’?” (Serret, 2023). Sobre el concepto de privilegio de género en el contexto de este debate, 
véase texto de Amneris Chaparro: “¿El feminismo será interseccional o no será?” (Chaparro, 2023). Una 
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ajenidad entre las luchas identitarias, es decir, al denunciar a las menos afecta-
das como privilegiadas, lo que constituye una exageración discursiva a todas 
luces, se rompe un vínculo político y moral entre las mujeres que, desde luego, 
no puede darse por supuesto, pero que tampoco puede negarse como si fuera 
una ilusión, un engaño o una quimera.
	 ¿Quién se sentiría parte de la misma lucha política si sus posibles cama-
radas las tachan de privilegiadas y minimizan su sufrimiento y exclusión por 
no ser tan agudos ni tan complejos? ¿Sólo las víctimas de injusticias agregadas 
podrían hacer reclamos justificados de justicia e igualdad? ¿El disfrute de cier-
tos bienes sociales primarios en montos suficientes (educación, salud, ingreso, 
oportunidades, soberanía sobre el cuerpo, etcétera) debe ser conceptualizado 
como privilegio por no estar disponible ahora mismo para todos los grupos? 
¿La violencia machista contra las mujeres de clase media no es un problema 
de justicia básica mientras que sí lo es la que sufren las mujeres racializadas y 
pobres?
	 El uso de la noción de privilegio, debe decirse para terminar, no es 
accidental; de hecho, es un marcador normativo. Un privilegio es un beneficio 
o ventaja del que se goza sin merecimiento, sin justificación y en detrimento 
de otras personas. Calificar al feminismo histórico como privilegiado es hacer 
una apuesta política que, por su propio trazo, excluye el encuentro entre iden-
tidades subalternas en algún punto del camino. En el espacio universitario, esta 
derivación del enfoque interseccional puede generar (de hecho, ya ha genera-
do) divisiones y enfrentamientos entre los segmentos progresistas que, de otro 
modo, podrían generar alianzas que favorezcan la igualdad y la no discrimina-
ción en todos los espacios de la Universidad.

defensa de la vocación universalista del feminismo, formulada como crítica abierta del programa inter-
seccional y, en especial, de la culpabilización del llamado feminismo blanco, está en la obra de Naomi 
Zack: Inclusive Feminism (Zack, 2005).
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	 El futuro político de la interseccionalidad se apuesta a la figura de una 
coalición. Conforme a la versión inclusiva del enfoque interseccional de Hill 
Collins, tal coalición debería darse entre prácticamente todos los grupos sub-
alternos; lo que implicaría el riesgo de desdibujar la prioridad normativa del 
grupo que es víctima de la mayor desventaja. En la vertiente de la definición 
de Crenshaw, sólo un modelo de coalición se plantea como situación deseable 
para el programa interseccional: la alianza entre hombres negros y mujeres 
negras. “En el contexto del antirracismo, el reconocimiento de las maneras en 
que las experiencias interseccionales de las mujeres de color son marginadas 
no requiere la renuncia a organizarse como comunidades de color. Más bien, 
la interseccionalidad proporciona una base para reconceptualizar la raza como 
una coalición entre hombres y mujeres de color (Crenshaw, 1991: 1299). El 
argumento de Hill Collins expandiría el alcance de la idea de coalición hasta 
perfilarla como una suerte de alianza transversal de grupos discriminados, ex-
cluidos y subalternos, guiados por la prioridad y por el ejemplo identitario del 
feminismo étnico; en contraste, la propuesta de Crenshaw limitaría la alianza 
al terreno de una nueva política racial crítica, contrafigura de la teoría racial 
crítica (critical race theory) que ella ha impulsado (Crenshaw, et al, 1995); es 
decir, a la construcción de una coalición política de la diversidad étnica, sin 
concesiones a otro tipo de movimientos.

La amplitud o estrechez de los movimientos sociales alumbrados por 
la interseccionalidad depende en poderosa medida de la versión de coalición 
que se adopte. En la Universidad, la necesaria construcción de coaliciones pro-
gresistas, que pueden ser perfectamente interseccionales por la prioridad que 
reconozcan a las posiciones menos aventajadas, puede verse detenida y hasta 
anulada por las acusaciones políticamente arbitrarias de privilegio contra todo 
grupo que ha accedido a ventajas y bienes aún no disponibles para la comuni-
dad completa. 
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CAPÍTULO IV
LA UNIVERSIDAD COMO TERRITORIO Y EL DESAFÍO DE 

LA DISCAPACIDAD

QUÉ ES EL ENFOQUE ESPACIAL DE LA DISCRIMINACIÓN

Cabe empezar este apartado con la constatación de una aparente obviedad: 
las IES, en general, ocupan emplazamientos territoriales definidos y su exis-
tencia social está conectada a experiencias de espacialidad y de localización.18 
Este dato, en realidad, no es una banalidad, es un elemento constitutivo del 
funcionamiento y la organización de las universidades. Los campus, las ciu-
dades universitarias, los corredores académicos o las zonas estudiantiles, en 
su dimensión espacial, adquieren configuraciones propias y organizan su vida 
interna conforme a coordenadas topológicas o territoriales. 

18     Aun las universidades que son desterritorializadas, como las que ofrecen estudios por Internet y que 
no requieren la presencia directa ni del estudiantado ni del profesorado, habitan cierto espacio social, si 
bien éste es de carácter digital. Esto implica que el espacio digital en que se encuentran y moldean sus 
interacciones los miembros de esas comunidades universitarias también está sujeto a tendencias y prác-
ticas discriminatorias que deben ser susceptibles de regulación democrática y de vigilancia en materia de 
derechos, a efecto de evitar que se conviertan en territorios hostiles para quienes concurren a ellos. A este 
respecto, es relevante la interpretación de la Internet como espacio público que, para efectos del análisis 
antidiscriminatorio, ha hecho Ariel Kaufman en su obra Odium Dicta (Kaufman, 2015). De todos mo-
dos, nuestro interés central está en la territorialidad física de la Universidad.
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Las implicaciones de que todos los procesos institucionales acaezcan 
en un territorio específico, es decir, en alguna suerte de instancia espacial o 
ámbito topológico, apenas empiezan a ser consideradas por el pensamiento 
político. Frente a la configuración de categorías, conceptos y teorías que han 
preferido los ciclos históricos (historicidad) o las dinámicas organizativas in-
ternas (estructuralidad) de las instituciones, el carácter constitutivo del terri-
torio o espacio social empieza por primera vez a encontrar su lugar analítico 
y normativo bajo una orientación sistemática. Tal vez, precisamente, porque 
es obvio que toda acción humana se despliega en alguna instancia espacial 
o territorial, y nunca de forma desespacializada, los análisis políticos apenas 
empiezan a tomarse en serio la experiencia del espacio social como un pro-
blema válido del conocimiento y la crítica sociales. Así que, en el contexto de 
los estudios de instituciones como la Universidad, la evaluación conceptual de 
su territorio permite la superación de los enfoques unilaterales que, cuando se 
alude al territorio, suelen verlas sólo en su dimensión física y en su existencia 
externa. Como alternativa, proponemos entender la espacialidad y la territo-
rialidad de la Universidad como una categoría constitutiva y como una deter-
minación sustantiva de sus procesos y relaciones. 

El denominado giro espacial (spacial turn) en la teoría política no 
consiste en una llana reivindicación de lo espacial o lo territorial como si una 
geografía física pudiera instalarse, con capacidad explicativa, como centro na-
rrativo o discursivo de lo político, más bien es una reelaboración de la idea 
misma de lo político teniendo como referente los espacios que hacen posible 
su existencia misma (Peters and Kessl, 2000) (Howarth, 2016).19 Como sos-

19     Peters y Kessl sostienen que: “[…] la actual reafirmación del espacio forma parte, desde el punto 
de vista político, de una estrategia política más amplia para recuperar una nueva certeza, a saber, cómo 
actuar en un mundo contingente, identificando los espacios «problemáticos» y «no problemáticos», re-
clamando una nueva base social y asegurando áreas en un espacio diverso a nivel mundial, nacional y 
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tienen Colom y Rivero: “La territorialidad no es concebida aquí, pues, como 
un dato físico sino como una producción social que opera ontológica o pre-
constitutivamente sobre la política y en la que intervienen factores heterogé-
neos y cambiantes. Entendida como materialización política, la territorialidad 
representa el vínculo entre espacio, historia y poder” (Colom y Rivero, 2015: 
8; Colom, 2013)

Conforme a este enfoque, la Universidad y toda institución similar no 
deben ser entendidas como escenarios o teatros de acciones donde se presen-
tan o actúan los agentes y procesos sociales ya constituidos, como si entre éstos 
y aquél se mantuviera una relación de mera coincidencia externa y accidental. 
Más bien, el espacio debe contemplarse como un horizonte de construcción 
de la experiencia universitaria misma, toda vez que todas las relaciones entre 
los grupos que la constituyen son intrínsecamente espaciales y, por cierto, no 
lo son de manera incidental o derivativa. Ahora bien, como sostienen también 
Colom y Rivero, lo territorial no constituye una determinación uniforme de la 
vida institucional (Colom y Rivero, 2015: 8), y su peso específico en la constitu-
ción de esta vida depende de la intervención de otros factores también condi-
cionantes, como los de tipo histórico o estructural, pero puede sostenerse que 
la dimensión espacial está presente en las relaciones internas de la Universidad 
y en las que ésta mantiene con su contexto geográfico y político, así como en la 
construcción y permanencia de las reglas que las codifican y regulan.

De este modo, las referencias al espacio social se convierten en un ele-
mento teóricamente delineador, es decir, en un marco constitutivo de nuestro 

regional. Incluso el llamamiento a hacer realidad [el reconocimiento de] la diversidad es, al menos a 
menudo, la esperanza de encontrar en el ordenamiento [territorial] patrones en los diferentes entornos: 
comunidades negras, comunidades gays, comunidades religiosas […]” (Peters y Kessl, 2000: 27).



76

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas

análisis. Como lo vio con claridad Edward J. Soja “[…] toda actividad humana 
tiene lugar en localizaciones (locations) particulares o dentro de contextos geo-
gráficos particulares” (Soja, 1971: 3). Pero sostener esto, agrega el propio Soja, 
“[…] no es, a primera vista, un aserto especialmente profundo” (Soja, 1971: 3), 
pues parece, en efecto, solamente el registro de algo que es obvio. No obstante, 
cuando se constata que buena parte del conocimiento social trabaja como si 
las relaciones humanas fueran desterritorializadas o desespacializadas, el aserto 
cobra una singular relevancia analítica. En efecto, argumenta Soja:

Con demasiada frecuencia, la actividad y comportamiento humanos son ana-
lizados como si tuvieran lugar en un ambiente desespacializado (spaceless), 
carente de localización terrestre, de distancia, de relaciones direccionales y de 
otras características asociadas con un contexto geográfico localizado, lo que 
afecta de manera significativa la generación y resultados de esta actividad o 
comportamiento (Soja, 1971: 3).

Las referencias al espacio social permiten realizar una crítica de las explica-
ciones o justificaciones provenientes de los conceptos teóricos y las catego-
rías sociales desespacializados, cuyos resultados son, en general, abstractos y 
unilaterales. Por ejemplo, en el caso de la discriminación en la Universidad, 
el déficit de realización de sus normas y legislaciones antidiscriminatorias, así 
como de los modelos de acción e intervención que buscan combatirla, tiene 
que ver, entre otras cosas, con la carencia de una orientación territorial para la 
concreción de los derechos que pretenden garantizar. Como argumenta Susan 
S. Fanstein, a la democracia y la justicia no se les entiende si se les desvincula 
de las condiciones sociales, del espacio físico y del modo en que las personas o 
agentes experimentan su participación en ellas (Fanstein, 2011; Fanstein 2014: 
7-20). De este modo, la intervención sobre los espacios y las relaciones que en 
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éstos se despliegan es la condición de una adecuada concreción de la agenda de 
igualdad y no discriminación en la Universidad.

Hemos podido observar que, incluso en el caso del ya mencionado len-
guaje de los derechos que, conforme a nuestro enfoque es el paradigma teóri-
co-normativo pertinente para abordar la discriminación en la experiencia uni-
versitaria, existe la tendencia a postular tanto la justificación de los derechos 
como la crítica a sus insuficientes mecanismos de realización o garantía como 
si el territorio al que ambos se refieren fuera homogéneo, indeterminado y sin 
separaciones o soluciones de continuidad, es decir, como si la propia Universi-
dad como entidad física estuviera, paradójicamente, “desespacializada” y como 
si tal indeterminación geográfica careciera de significado analítico y concep-
tual.

En este contexto, nuestro análisis parte de la constatación de que la 
filosofía política, tanto como el derecho, han formulado una concepción de la 
agenda de la no discriminación usualmente abstracta y desatenta al despliegue 
territorial de las poblaciones a las que buscan normar. Sostenemos incluso que 
este despliegue es en sí mismo la realización material de prácticas discrimina-
torias y no nada más su marco externo de realización. Ello justifica la conside-
ración de los efectos materiales de los procesos discriminatorios en la distri-
bución territorial de los grupos y, de manera relacionada, una evaluación del 
grado de garantía de derechos hacia estos grupos determinada por su posición 
en el espacio universitario.

La no inclusión de la dimensión territorial o espacial en los programas 
antidiscriminatorios universitarios les impide construir principios regulativos 
realizables a través de la acción y las políticas institucionales. Por ejemplo, los 
programas universitarios que buscan garantizar la seguridad e integridad física 
de sus comunidades deben definirse tanto por la localización geográfica de los 
campus y sus rutas de acceso y movilidad como por los riesgos que las distintas 



78

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas

poblaciones, por ejemplo, las mujeres, sufren de manera acrecentada. De allí 
que no sea desacertado plantear esos esquemas de seguridad con enfoque de 
género e interseccional, no porque se pretenda desproteger al resto de la po-
blación universitaria, sino porque el mismo territorio impone mayores riesgos 
a unos grupos que a otros.

Nuestro enfoque se arraiga en la noción de territorio y además supo-
ne una clara distinción analítica entre dos formas de la desventaja en la vida 
universitaria, ambas caracterizadas por despliegues territoriales que no son 
recíprocamente reductibles: una, relativa a las condiciones socioeconómicas y 
estrechamente ligadas con el acceso a los ingresos y la riqueza, y la otra, relativa 
al peso e influencia de la estigmatización histórica de grupos específicos que da 
lugar a la anulación o reducción del ejercicio de sus derechos. En este registro, 
se sostiene que la discriminación no es un fenómeno derivado de alguna es-
tructura socioeconómica determinante y que, sin negar el peso de los factores 
económicos, debe ponerse atención a la eficacia material de la estigmatización 
y el prejuicio en la configuración de los procesos de la vida universitaria.

La Universidad hoy es un fenómeno fundamentalmente urbano. Si bien 
nos hemos abierto a la experiencia de fundación de universidades indígenas en 
zonas abiertamente rurales, esto es más bien una excepción, pues la adscrip-
ción física de la Universidad contemporánea sigue respondiendo al impulso 
histórico generado en el periodo tardomedieval de asociar el emplazamiento 
de tales instituciones con los espacios urbanos. Lo que deber quedar claro es 
que las reglas para la distribución de los grupos humanos en el territorio de la 
ciudad operan también para la caracterización y definición de la Universidad 
en su dimensión espacial. De modo similar en que las poblaciones se localizan 
y mueven en la ciudad según sus adscripciones de etnia, clase social, género, 
edad, capacidades o identidad sexogénerica, también hacen algo similar en el 
espacio de las IES.
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Cada vez más claro que este despliegue territorial de los grupos, así 
como la lógica de sus relaciones recíprocas, en lo absoluto son espontáneos o 
indeterminados. Si bien en algún momento este despliegue se explicó, como en 
el caso de la Escuela de la Ecología Urbana (Park,1915 y Park,1926), (McKen-
zie, 1924) y (Burgess, 1928), también conocida como teoría de la segregación 
residencial, en gran medida por referencia a afinidades electivas de quienes 
integran los grupos, ahora puede sostenerse que las distribuciones humanas 
en el territorio son, fundamentalmente, resultado de esquemas asimétricos de 
distribución de bienes, derechos y protecciones y, a la vez, de formas de pri-
vación, dominio y privilegio. Dicho de otro modo, frente a la interpretación 
de dicho despliegue como resultado de decisiones voluntarias de las personas 
conforme a afinidades de clase, etnia y cultura, lo que una teoría de la discri-
minación orientada a la Universidad nos muestra es que la localización de los 
grupos depende de manera casi completa de las pautas de exclusión social y de 
distribución de ventajas y privilegios antes que de tales decisiones individuales.

Se trata, en todo caso, de pautas de carácter estructural que materiali-
zan tanto los intereses económicos que moldean las expectativas y capacidades 
de los grupos universitarios como los prejuicios sociales que definen la distri-
bución del reconocimiento entre los grupos y sus jerarquizaciones simbólicas 
y morales. Como lo ha registrado María Cristina Bayón: 

Las representaciones de los sectores más desfavorecidos son casi siempre es-
pacializadas y su valoración negativa suele traducirse en una patologización 
de sus espacios (barrios, escuelas, calles, etc.). A través de imágenes de lu-
gar, resultantes de la sobresimplificación, los estereotipos y el etiquetamiento, 
emergen estigmas asociados a tipos de lugares habitados por tipos de gente. 
[De este modo] El carácter marcadamente desfavorable, segmentado y pre-
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cario de la “integración” de los pobres en sociedades como la mexicana, se 
expresa en calidades diferenciadas de ciudadanía y está atravesado por la dis-
criminación y el estigma (Bayón, 2012: 134 y 149).

Nuestro enfoque permite afirmar que las asimetrías y desequilibrios en la vida 
universitaria están directamente relacionados con la heterogeneidad y des-
igualdad en el acceso a los derechos que experimentan los colectivos humanos 
por razones de discriminación, que no dependen únicamente de las condicio-
nes de distribución económica y de las porciones de la renta a las que los gru-
pos y los individuos puedan acceder. El emplazamiento de las universidades o 
sus distribuciones físicas internas constituyen un ejemplo de los procesos es-
tructurales de discriminación. Con frecuencia, el espacio universitario mismo, 
en vez de hacer posible el ejercicio de los derechos humanos, se convierte en 
una pauta estructural que los hace nugatorios para una parte de la comunidad. 
En contraste, el equilibrio en el territorio de la Universidad, la administración 
equitativa de sus espacios y edificaciones, la accesibilidad física y funcional de 
sus instalaciones y zonas comunes, la vigencia en ella de criterios medioam-
bientales, la dotación de servicios básicos como el agua potable, las provisio-
nes sanitarias o la iluminación, la disposición de espacios públicos y comunes 
como zonas verdes, jardines y zonas peatonales, los programas focalizados de 
seguridad universitaria con enfoque de género o de interseccionalidad, etcéte-
ra, se pueden entender como mecanismos de garantía de derechos constitucio-
nales y, en este sentido, como formas prácticas de no discriminación para los 
grupos subalternos que concurren. Cuando estas políticas efectivas no se reali-
zan, se incentivan las condiciones de estigmatización de los grupos subalternos 
y se da la reproducción y escalamiento de una desventaja social compleja pro-
veniente del contexto exterior en la que se entretejen la pobreza, la desigualdad 
económica y la discriminación.
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La discriminación en la Universidad es una desigualdad de raíces cul-
turales que se expresa en el trato asimétrico que se dispensan unos a otros 
los grupos sociales y que tiene como consecuencia la negación de derechos 
y oportunidades. Debido a esta condición, uno de sus efectos es el de agra-
var la privación que de suyo producen la desigualdad económica y la pobreza. 
En este sentido, las relaciones discriminatorias no consisten en un fenómeno 
secundario o derivado ―un epifenómeno o efecto de apariencia― de las rela-
ciones económicas, sino que son procesos envolventes de eficacia material que 
dan lugar a la construcción de la subjetividad y la interacción social. Por ello, 
la discriminación produce de forma propia y diferenciada resultados tangibles 
como el escalamiento de la exclusión económica y la fragmentación incluso 
cuando la Universidad se localiza en zonas urbanas económicamente próspe-
ras. La privación económica deja de ser, de este modo, la explicación decisiva 
para la segmentación y asimetría de la vida universitaria y se convierte en un 
elemento analítico más dentro de una explicación compleja.20

Los motores simbólicos de la discriminación juegan la función mate-
rial de moldear la segmentación y la asimetría, construir o reforzar sus creen-
cias, alentar sus olvidos y omisiones de derechos e incluso de construir las 
narrativas que racionalizan y justifican las prácticas discriminatorias en el 
espacio universitario. El prejuicio y la estigmatización son fuerzas materiales 
que conforman conductas colectivas, actos individuales, marcos simbólicos de 
interacción, normas éticas, normas legales y arreglos y criterios de acción ins-
titucional, entre otros. En este proceso material de producción simbólica, los 

20     Como dicen Cárdenas, Candelo, et al., “Ser pobre suele coincidir con tener algunas de las caracterís-
ticas por las que las personas son discriminadas y excluidas. Los indígenas y los afrodescendientes suelen 
figurar entre los más pobres y excluidos de la región latinoamericana y, por lo tanto, son especialmente 
vulnerables. Los migrantes procedentes de zonas rurales sufren además diversos tipos de discriminación 
cuando tratan de acceder a los mismos servicios que reciben otras personas” (2010: 41).
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prejuicios discriminatorios son una fuerza eficaz para determinar los trazados 
arquitectónicos, el diseño de vialidades internas y externas, la disposición de 
equipamiento y servicios y, desde luego, las condiciones de accesibilidad física 
y de recursos técnicos para la población universitaria con discapacidad.21

La identificación de la discriminación como fuerza estructural en el 
espacio universitario puede conducir incluso a invertir la supuesta relación ex-
presiva o de dependencia de la cultura y la representación simbólica respecto 
de la desventaja económica. Es decir, puede constituirse en un criterio expli-
cativo de la desventaja económica misma al envolverla culturalmente. En la 
experiencia universitaria, ambos tipos de desventaja son casi coextensas, pero 
distan mucho de ser idénticas o reducibles una a la otra. Para una teoría anti-
discriminatoria solvente es crucial distinguirlas, pues es la única forma intelec-
tualmente persuasiva no sólo de dar cuenta de la complejidad de la desventaja 
social sino también de incluir en el análisis de la desigualdad a las poblaciones 
discriminadas cuya desventaja definitoria no es socioeconómica, por ejemplo 
a los  grupos de diversidad sexual, a las mujeres educadas que sufren violencia 

21     Un ejemplo claro de esta eficacia material del prejuicio puede hallarse en el trazado urbano de la 
zona de Santa Fe de la Ciudad de México. Se trata de una zona diseñada a partir de una concepción eli-
tista y excluyente, no desde el azar o la anarquía, aunque así lo parezca. El ambiente simbólico-cultural 
de los espacios habitacionales, escolares y comerciales de la zona excluye o incluye de forma subalterna a 
las personas con fenotipos indígenas y a quienes en su apariencia corporal y en el vestuario representan 
una cultura de la pobreza. Cuando, ya en la segunda década del siglo XXI, en esa zona se empezó a cons-
truir la unidad Cuajimalpa de la Universidad Autónoma Metropolitana, que es una institución pública 
de educación superior, se generó un movimiento de las y los vecinos opuestos a que se erigiera allí esa 
construcción con los argumentos, entre otros, de que aumentaría la inseguridad en la zona y que redu-
ciría el valor comercial de sus propiedades. Para identificar, a través de un relato periodístico ameno, ese 
imaginario que asocia el espacio escolar y social con la calidad superior o inferior de las personas, en esa 
zona de la Ciudad de México, puede verse (Raphael, 2014).



83

La Universidad como territorio y el desafío de la discapacidad

urbana, a las minorías religiosas o a las personas con discapacidad que no se 
hallan en situación de pobreza.

Las formas de vida de estos grupos están intrínsecamente vinculadas, 
en tanto que grupos, con la territorialidad, pero a la vez se insertan en ésta de 
manera desigual y subordinada. Incluso, las evidencias empíricas exhiben que 
la discriminación puede llegar a expresiones abiertas y sistemáticas en organi-
zaciones opulentas y con altos estándares de calidad de vida. Ejemplos claros 
son las experiencias de las mujeres en espacios universitarios confesionales 
donde el orden sexista-machista es especialmente poderoso, de personas de la 
diversidad sexual en universidades con poderosas culturas hetero-patriarcales 
o de personas con discapacidad en universidades, públicas o privadas, que no 
cumplen con sus obligaciones de accesibilidad y de implementación de ajustes 
razonables de distinta índole.

Las consideraciones económicas no tienen la capacidad, por sí mismas, 
de dar cuenta del origen y solución de esas desventajas, lo que hace aconsejable 
no disolver analíticamente la experiencia de la discriminación en el lenguaje 
de las clases sociales o de las estructuras económicas. Precisamente, una de las 
diferencias conceptuales entre la discriminación y la desigualdad socioeconó-
mica consiste en que la primera, al operar conforme a los prejuicios y procesos 
de estigmatización, no se expresa sólo en el terreno de la distribución de la 
riqueza o de las oportunidades relativas al bienestar material, y por lo tanto a 
la conformación de “zonas pobres” o marginales, a decir verdad abarca otros 
espacios y atmósferas de interacción social y simbólica, como las relativas a la 
peligrosidad urbana que sufren de manera especial las mujeres (como violen-
cia de género o exposición a los discursos de odio), la desatención al derecho 
al libre tránsito de las personas con discapacidad de todas las clases sociales 
o los riesgos que fuera de determinados circuitos padecen los integrantes de 
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grupos de la diversidad sexual, lo que lleva incluso a ciertos procesos de auto-
segregación.22

Podría parecer una hipérbole sostener que “las universidades discrimi-
nan”, pero este aserto no está del todo errado; de hecho, capta un rasgo deter-
minante de la vida universitaria: las universidades son artefactos socialmente 
construidos, y su diseño y estructura, aun cuando se puedan presentar como 
desordenados o anárquicos, son el resultado de relaciones sociales de dominio 
y subordinación, tanto como de los proyectos de construcción colectiva del 
conocimiento y de la colaboración intelectual. Las universidades, en su orga-
nización espacial y su materialidad física, pueden dar lugar, por un lado, a la 
reproducción de la carencia y la privación de derechos, y por otro, al privilegio 
injustificado. Este privilegio no sólo es el usual proveniente de la clase social, 
también el racial, el de género, el capacitista y el hetero-patriarcal.

Empero, de cara a estas pautas de la desigualdad, las universidades pue-
den constituirse, gracias a la acción crítica y concertada de sus comunidades, 
en emplazamientos para el ejercicio de derechos y de construcción colectiva 
del conocimiento y la innovación, es decir, de bienes públicos específicamente 
universitarios de significado colectivo y democrático e irreductibles a la pose-
sión y el disfrute privados. La existencia de un régimen de no discriminación 
para los grupos universitarios se halla, en este sentido, conectada con la ca-
pacidad colectiva de construir bienes comunes caracterizados por su acceso 
abierto y libres de restricciones arbitrarias. La inclusión antidiscriminatoria no 
es, de este modo, sólo un proceso mental o simbólico, sino también un proceso 
de transformación material de las aulas, los ambientes, las edificaciones, los 

22      Sólo a guisa de ilustración de esta necesaria perspectiva no reducida a lo económico, pueden verse, 
para el caso de la violencia urbana contra las mujeres (Falú, 2009); y para el hostigamiento sexual y el 
discurso de odio en los espacios comunes, como las universidades, contra mujeres y minorías étnicas 
(Nielsen, 2004).



85

La Universidad como territorio y el desafío de la discapacidad

servicios, los transportes, etcétera, para permitir que en ella quepan grupos 
que de otro modo quedan fuera de ella, o que se hallan ya en ella, pero de ma-
nera subordinada.

Las relaciones y procesos de discriminación se expresan en la materia-
lidad territorial y arquitectónica que las personas pueden llegar vivir como un 
hecho dado y hasta inevitable, pero no por ello dejan de ser construcciones 
colectivas revisables y reversibles, sujetas a cambios estructurales que pueden 
provenir de las agendas de igualdad y no discriminación para el espacio uni-
versitario guiadas por el lenguaje de los derechos humanos.

EL DESAFÍO UNIVERSITARIO DE LA DISCAPACIDAD

Una de las principales asignaturas pendientes de las universidades, en general, 
y de las de México en particular, es la inclusión en la vida universitaria del 
colectivo de las personas con discapacidad. Si contemplamos los procesos de 
inclusión en una perspectiva histórica, podemos reconocer cómo distintos co-
lectivos antaño excluidos han ido accediendo y ganando condiciones de relati-
vo trato equitativo a lo largo del tiempo. La población de mujeres universitarias 
prácticamente se ha equiparado a la de los varones, si bien quedan fuertes reza-
gos en el equilibrio de género en los cuerpos directivos y en el personal docente 
y de investigación. La Universidad pública, en particular, ha permitido que 
personas provenientes de familias en situación de pobreza hayan podido ac-
ceder, bajo diferentes modalidades, a la experiencia universitaria. Tampoco se 
han mantenido intactas las barreras etnorraciales que, sobre la base combinada 
del racismo y el clasismo (raciclasismo como ahora se ha empezado a denomi-
nar) tendencialmente excluían a personas con tonos de piel más oscuros y con 
fenotipos indígenas. Sin embargo, una ausencia significativa sigue teniendo 
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una dimensión colectiva, a saber, la de las personas con discapacidad. Como 
ha interrogado Mario A. Hernández al respecto: “¿Dónde está (…) esa pobla-
ción faltante de personas con discapacidad que no asisten a las instituciones de 
educación superior? ¿Cuáles son las razones de esta ausencia y cómo podría-
mos superar esta deuda de justicia histórica hacia este grupo?” (Hernández 
Sánchez, 2025: 10). 
	 La ausencia relativa en la Universidad de las personas con discapacidad 
tiene diversas razones, pero una de ellas, central y decisiva, es la discriminación 
existente en su contra. Se trata de una discriminación que se mueve en los dos 
planos que hemos consignado: como discriminación directa, que proviene de 
las decisiones y actos intencionados de personas que juzgan indeseable o inne-
cesaria su presencia en los recintos universitarios; y, sobre todo, como discri-
minación indirecta o estructural, expresada como una serie de pautas, inercias 
conductuales y decisionales, omisiones institucionales y prejuicios arraigados 
que, sin siquiera requerir animosidad o rechazo subjetivo contra las personas 
con discapacidad, tiene el efecto de impedir su presencia o permanencia en las 
universidades. Estas formas de discriminación se expresan también en las de-
nominaciones colectivamente asignadas a estas personas, buena parte de ellas 
humillantes y denostativas.23

23     El historial de las denominaciones de este grupo exigiría un amplio desarrollo para el que no tene-
mos espacio. Baste por ahora con señalar que siendo lo usual una nomenclatura humillante y paterna-
lista, que no honraremos con su mención explícita, ahora se dispone de una denominación respetuosa 
y adecuada que es, precisamente, la de “personas con discapacidad” y que tiene la ventaja de ser una 
designación aceptada y reivindicada por las propias personas que viven con esa condición. La apari-
ción de otros términos en los discursos actuales, como los de diversidad funcional o neurodivergencias, 
tienen la ventaja de que ayudan a desestigmatizar a estos colectivos, pero, en nuestra opinión, plantean 
el inconveniente de ocultar la propia discapacidad tras el amplio abanico de la diversidad humana y de 
difuminar la desventaja y discriminación que sufren, precisamente, debido a la discapacidad. En todo 
caso, Ibarra Meléndez y Ayala Cuevas han propuesto y justificado una serie de denominaciones adecua-
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Algunos datos de corte histórico deberían llamar nuestra atención. 
Cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó en 1948 la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, en el artículo segundo, donde 
se consignan las categorías prohibidas de discriminación, y donde se prohíbe 
expresamente negar derechos a las personas por motivos como su raza, su sexo 
o su religión, la discapacidad no es siquiera mencionada. Es sorprendente que 
este instrumento internacional, resultado de la reflexión moral colectiva de las 
naciones antes las atrocidades de la Segunda Guerra Mundial, fuera indiferen-
te al hecho de que esa guerra fue una fábrica de muerte para millones de per-
sonas y también un momento de producción de discapacidad como nunca se 
había visto. Así, la concepción de la discapacidad como un resultado del azar, 
de las decisiones o de acciones individuales impidió durante un largo tiempo 
construir una concepción social de la misma y sobre todo entenderla como un 
problema de desventaja injustificada y, en consecuencia, de discriminación. 
Tras el olvido o la minusvaloración de la experiencia de la discapacidad sufrida 
por muchas personas se encontraba desde entonces una actitud colectiva que 
ahora tiene una denominación propia: capacitismo. Según el propio Mario A. 
Hernández “[…] el capacitismo es el conjunto de creencias, valores, represen-
taciones, discursos y explicaciones que determinan el valor de una persona 
con base en la posesión de funcionalidades para moverse, escuchar, ver, co-
municarse, comprender e interactuar que corresponden con las de la mayoría 
de la población” (Hernández Sánchez, 2025: 19). El capacitismo sostiene o, 
al menos, supone que aquellas personas que no disponen de las capacidades 
regulares de la mayoría de la población no deberían tener ni los mismos dere-
chos ni las mismas oportunidades que ellas. Aun cuando se realice sin inten-

das, razonables y respetuosas, que uno podría aceptar con facilidad, no sólo para la forma genérica de las 
personas con discapacidad, también para las formas precisas de discapacidad (Ibarra Meléndez y Ayala 
Cuevas, 2025: 46).
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ción subjetiva dañina, el capacitismo naturaliza la exclusión y la segregación 
de las personas con discapacidad de los espacios y relaciones que se consideran 
disponibles para las personas “normales”.

La filósofa Martha Nussbaum ha sostenido que, en general, las teorías 
dominantes de la justicia han hecho suya una concepción de la discapacidad 
marcada por una serie de prejuicios o supuestos insostenibles. Entre ellos, des-
taca que las personas con discapacidad no pueden ser tan productivas como 
las personas sin discapacidad o que el tema tiene que ver sólo con una pequeña 
parte de la población y por ello no podría ser considerado como un proble-
ma de justicia social básica (Nussbaum, 2006: 101-107). Nussbaum desmonta 
estos prejuicios argumentando, en primer lugar, que cuando se garantizan las 
condiciones adecuadas para el desarrollo humano y se facilita el desarrollo de 
sus capacidades básicas (lo que en el lenguaje técnico de los derechos para la 
discapacidad se denomina “ajustes razonables”), estas personas pueden ser tan 
productivas como las personas sin discapacidad; y, en segundo lugar, soste-
niendo que la discapacidad es una categoría universal, propia de la condición 
humana, claramente identificable en la experiencia del envejecimiento. En 
efecto, la discapacidad es una condición previsible para toda persona que pier-
de funciones y capacidades regulares por el proceso natural de envejecimiento, 
lo que hace aún más extraño, y hasta irracional, que no se vea como una con-
dición cercana a la experiencia vital de la humanidad en general. En el fondo, 
sostiene Nussbaum, el capacitismo del pensamiento contemporáneo proviene 
de una concepción de normalidad humana que asocia la integridad de las per-
sonas con la disposición de capacidades regulares, por lo que se juzga como 
“anormales” a quienes no se ajustan a la “frecuencia estadística” que designa 
los “impedimentos normales” y rechaza a quienes viven con “impedimentos 
no usuales” (Nussbaum, 2006: 117).
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Los procesos de inclusión universitaria de las últimas décadas mues-
tran que la discriminación y las exclusiones por motivos etnorraciales o de 
género han podido ser enfrentados con mejores resultados que la discrimi-
nación hacia las personas con discapacidad. La cultura del capacitismo sigue 
alimentando el imaginario colectivo de la vida universitaria y ha impedido que 
se tome en serio y se integre en el funcionamiento estructural un compromiso 
con la inclusión, la accesibilidad y la promoción de los derechos y oportunida-
des de las personas con discapacidad.

Como hemos dicho, las IES deben ser organismos garantes del derecho 
humano a la no discriminación. En el caso de las personas con discapacidad, 
existen normas legales que obligan a los entes sociales y públicos a garantizar 
la inclusión de éstas en el proceso educativo. Debe recordarse que, como mar-
co normativo, las universidades están obligadas a cumplir con la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (ONU, 2006-
2008) y, en el plano nacional, con la Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad (México, 2011), que establecen obligaciones de inclusión 
educativa y la accesibilidad para las personas con discapacidad. También, des-
de luego, tienen deberes de inclusión por la vocación incluyente y antidiscrimi-
natoria que deben expresar en el marco de una sociedad democrática.

¿Qué significaría para la Universidad de nuestro tiempo ir más allá de 
la segregación de las personas con discapacidad? Lo primero es la posibilidad, 
desde una doctrina y una política genuinamente antidiscriminatorias, de cum-
plir con su obligación de garantizar el derecho humano a la no discriminación 
a un grupo tradicionalmente excluido de su espacio. En segundo lugar, signi-
ficaría poner condiciones para superar la ausencia de accesibilidad y las posi-
bilidades de movilidad para las personas con distintos tipos de discapacidad 
(motriz, auditiva, visual, intelectual, etcétera), lo que permitiría una incorpo-
ración adecuada de éstas como sujetos de la vida universitaria: estudiantado, 
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personal académico o personal administrativo. Las universidades, en general, 
han reproducido una sistemática exclusión territorial de las personas con dis-
capacidad, lo que refuerza el aislamiento y los confinamientos espaciales in-
voluntarios, a veces del tamaño de su propia vivienda, que sufren las personas 
con discapacidad prácticamente al margen del espacio físico que ocupen en 
el territorio urbano más amplio. La Universidad no puede seguir siendo una 
correa de transmisión de la poderosa y sistemática discriminación de un grupo 
poblacional al que los poderes que toman decisiones sobre los funcionamien-
tos sociales han condenado al encierro y a la inmovilidad. Esta discriminación 
conduce a hacer nugatorios otros derechos humanos como el libre tránsito, la 
educación, el acceso a la salud o al ocio y otros igualmente cruciales para la 
calidad de vida de toda persona; en virtud de ello la Universidad como institu-
ción debe adecuar su organización y estructura para hacer posible la inclusión 
sistemática, y no meramente esporádica o testimonial, de este grupo.

En los últimos años se ha transitado de una concepción como desafío 
personal y familiar a una concepción social de la misma que destaca la dimen-
sión excluyente de los trazos viales, los criterios arquitectónicos, los mecanis-
mos de provisión de servicios públicos e incluso los criterios subyacentes de 
gasto público en el presupuesto nacional (Gleeson, 2001); (Nussbaum, 2006); 
(Merino y Vilalta, 2014); (Mouratain, 2012). La Universidad tiene ahora mis-
mo la obligación legal y el compromiso moral de cumplir con la inclusión edu-
cativa, la accesibilidad, los ajustes razonables y el respeto pleno del derecho a la 
educación y al trabajo de las personas con discapacidad.
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CAPÍTULO V 
LIBERTAD ACADÉMICA, LIBRE EXPRESIÓN Y 
NO DISCRIMINACIÓN EN LA UNIVERSIDAD

SOBRE EL CONCEPTO DE LIBERTAD ACADÉMICA

En un trabajo sobre la discriminación en la Universidad, es inevitable abordar 
la discusión acerca de la tensión entre el derecho a la libre expresión, que en 
el ámbito universitario se expresa mediante el concepto histórico de libertad 
académica, y el derecho a la no discriminación. Se trata de una antinomia que 
no es irresoluble, pero que con frecuencia suscita numerosos problemas prác-
ticos e institucionales por la difícil concordancia de sus términos constitutivos. 
Históricamente, la libertad académica tiene un recorrido mayor en el espacio 
universitario y, no sin razones, se le ve hoy en día como un fundamento axio-
lógico y organizativo. Las metas de búsqueda del conocimiento y de cultivo 
del pensamiento crítico se hacen inalcanzables si las universidades no alber-
gan un espacio relevante de libertad académica. Como traducción del derecho 
humano a la libre expresión al ámbito universitario, la libertad académica es 
irrenunciable y cualquier limitación que se le imponga debería estar plena-
mente justificada en términos de razonamiento democrático y de argumentos 
públicos. Por otra parte, aunque es de data más reciente, el derecho humano a 
la no discriminación es imprescindible si se pretende que la Universidad deje 
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de ser un espacio reservado para las relaciones de privilegio y que se instale 
en ella, sin exclusiones o limitaciones arbitrarias, el reconocimiento de iguales 
derechos para todas las personas. El problema surge cuando las exigencias de 
cambio que acompañan a las agendas de igualdad y de no discriminación se 
plantean la reforma de los discursos que circulan, tanto en los que orientan la 
interacción regular de sus miembros como en los que definen los contenidos y 
productos de la docencia, la investigación y la difusión universitarias. La con-
cordancia entre ambos derechos no puede ser estipulativa, tiene que realizar-
se en la práctica institucional regular, por lo que la determinación intelectual 
del peso que cada derecho debe tener nos proporciona una buena orientación 
para contender con conflictos de derechos que son constantes en la vida de la 
Universidad. En nuestro análisis, nos centraremos en los conceptos de libertad 
académica, razón pública y no discriminación, lo que nos permitirá robustecer 
las coordenadas conceptuales que ofrece nuestro estudio.

La libertad académica se refiere al ejercicio de la autonomía de dis-
curso en las instituciones o comunidades universitarias tanto por parte de las 
personas académicas como del estudiantado en los terrenos educativo y cien-
tífico, es decir, en las tareas de docencia o transmisión del conocimiento, de 
investigación científica, de divulgación de la ciencia y la cultura, de extensión 
universitaria y de deliberación pública y crítica acerca de las agendas del co-
nocimiento científico y también de las más amplias agendas sociales externas. 
Si bien el adjetivo “académico” suele aplicarse a distintos niveles educativos, el 
concepto de libertad académica ha tomado su sentido y relevancia de la expe-
riencia de las Instituciones de Educación Superior y de investigación. Esto no 
implica que la práctica educativa en niveles previos a la Universidad no plantee 
también problemas de libertad y coerción, pero eso debería ser materia de otro 
tipo de estudio.
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La denominación libertad académica es una suerte de anglicismo (tra-
ducción directa del enunciado en inglés academic freedom), por lo que en len-
gua española también es identificable, sin pérdidas semánticas, con el más fa-
miliar enunciado de libertad de cátedra.24 Así, conforme a una estipulación más 
o menos asentada, la libertad académica o de cátedra puede definirse como 
“[…] aquella libertad de los miembros de la comunidad académica de univer-
sidades y escuelas superiores que subyace al desempeño efectivo de sus funcio-
nes de docencia, aprendizaje, producción artística e investigación. El derecho 
a la libertad académica se reconoce a afecto de permitir que los académicos 
y los estudiantes desempeñen sus funciones propias” (Fuchs, 1963: 431). De 
manera más sucinta, la Asociación Norteamericana de Profesores Universi-
tarios (American Association of University Professors), fundada por el filósofo 
pragmatista John Dewey, define la libertad académica como “[…] la libertad 
de indagación e investigación, libertad de enseñanza en la universidad o en la 
institución de educación superior (college), así como la libertad de expresión 
y acción extramuros” (AAUP, 1915: 292). Ahora bien, conforme a la tarea que, 
según la UNESCO, debe cumplir la educación superior, la libertad académica 
debe ser un mecanismo para proteger el trabajo de las comunidades académi-
cas, que son “[…] comunidades de especialistas que preservan, difunden y ex-
presan libremente su opinión sobre el saber y la cultura tradicionales y buscan 
nuevos conocimientos sin sentirse constreñidos por doctrinas prescritas. La 
búsqueda de nuevos conocimientos y su aplicación constituyen la esencia del 
cometido de esas instituciones” (UNESCO, 1997: 93-94).

24     En un sentido literal, la libertad de cátedra abarca sólo a la autonomía de discurso en el terreno de 
la docencia, pero, tratándose de un concepto normativo y no exactamente de un precepto legal, su uso 
alterno no resulta problemático, sobre todo si lo que se pretende es dar cuenta de la autonomía discursiva 
en todos los terrenos de la experiencia académica, incluyendo siempre la investigación científica y hu-
manística y la deliberación crítica en los espacios educativos. Sobre este concepto, puede verse: Madrid 
(2013: 353-369) y Lozano (1995).
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La libertad académica se define como un derecho que repele las res-
tricciones externas para proteger el trabajo universitario, aunque bajo ninguna 
modalidad podría ejercerse sin contemplar y amoldarse a las condiciones y 
perfiles de los centros educativos, así como a los contextos institucionales y po-
líticos más amplios. Cabe decir que se trata de un principio normativo, filosó-
fico-político, vertido con frecuencia en normas jurídicas y en las propias legis-
laciones internas universitarias, y que jamás se ejerce en un vacío institucional 
y social. Como sucede con el ejercicio de cualquier titularidad o prerrogativa 
en el marco de un Estado constitucional, la libertad académica no debería ejer-
cerse en contra de otras libertades y derechos del propio marco constitucional; 
de hacerlo, no podría quedar exenta de un ejercicio de ponderación que atañe 
a las instancias legales y judiciales de la sociedad y a los órganos deliberativos 
y decisores de la Universidad.

Así como no es una libertad absoluta al interior de las universidades, 
tampoco lo es en el espacio social más amplio en que se contextualiza. Por ello, 
la pertinencia y la originalidad de la discusión sobre este concepto no proviene 
de la reiteración de sus definiciones que suelen insistir en el ejercicio autónomo 
del discurso académico, sino de la identificación de sus márgenes pragmáticos 
o contextuales de ejercicio en entornos determinados que  están dados por 
condiciones institucionales, políticas y económicas, y también por tradiciones 
intelectuales y científicas, doctrinas o ideologías de distinta índole, regímenes 
de discurso, formas de propiedad de las universidades e incluso relaciones de 
poder y jerarquías que son siempre el trasfondo de la experiencia académica.

Los márgenes de ejercicio de la libertad académica varían conforme a 
la época, la geografía, el carácter público o privado de la Universidad, la com-
plejidad de ésta e incluso a los modelos de contratación del profesorado. Sin 
duda, no son los mismos márgenes de la libertad académica en una universi-
dad pública organizada conforme a un principio constitucional de autonomía, 
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que los de una universidad privada en la que los propósitos y metas de la insti-
tución incorporan un programa religioso determinado. El que en ambos casos 
pueda hablarse de prácticas amparadas por la libertad académica y puedan 
identificarse restricciones de distinto orden, muestra que esta libertad debe 
verse, en vez de como una regla invariable con contenidos constantes, como 
una serie de experiencias educativas y científicas moduladas por sus contextos 
de institucionalidad, experiencia y discurso. Puede hablarse, en todo caso, de 
una libertad académica más o menos amplia en una situación respecto de otra, 
o bien de la existencia de límites y restricciones más justificados y menos arbi-
trarios en una u otra, pero difícilmente se podría postular esta libertad como 
un principio de formulación única y de aplicación homogénea.

Como hemos dicho, la libertad académica se comprende mejor si se le 
contempla como una especie de un género más amplio e incluso más consti-
tutivo: la libertad de expresión; y, también, como se verá más adelante, como 
una práctica discursiva justificada por las reglas de una razón pública propia 
de una sociedad democrática. En efecto, la libertad académica es una forma de 
libertad intelectual que especifica, para el campo del conocimiento, la delibera-
ción intelectual y la discusión universitaria, el derecho constitutivo, propio de 
la Modernidad, de la libre expresión o free speech. De modo complementario, 
la libertad académica está informada por otra libertad, a la que John Stuart 
Mill llamó “la libertad de pensamiento y sentimiento”, es decir, “[…] la libertad 
absoluta de opinión y sentimiento sobre todas las materias, prácticas o especu-
lativas, científicas, morales o teológicas” (Mill, 1991: 16).  No cabe duda de que 
tanto la libertad de expresión como la de pensamiento, así como la más espe-
cífica libertad académica o de cátedra, son deudoras de los principios normati-
vos de la tradición liberal, que entiende las libertades como protecciones de la 
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esfera individual frente a las siempre probables intromisiones de la autoridad 
política y otros agentes poderosos.25

Se trata, en este sentido, de una libertad de corte negativo, entendida así 
por la restricción o negación que impone a los poderes externos respecto del 
espacio protegido del agente libre. Como es ampliamente sabido, la idea de li-
bertad negativa fue fijada de manera canónica por Isaiah Berlin, quien sostuvo 
que “El primero de los significados políticos de la libertad [freedom or liberty], 
al que llamaré el significado ‘negativo’, está presente en la respuesta a la pregun-
ta ‘¿cuál es el área en la que el sujeto —una persona o grupo de personas— es o 
debe ser dejado hacer o ser lo que sea capaz de hacer o ser sin interferencia de 
otras personas” (Berlin, 1969: 121-122). La libertad académica, como libertad 
negativa es, entonces, una garantía de no interferencia o intromisión en la es-
fera de autonomía moral e intelectual del sujeto universitario, es decir, equivale 
a la construcción de un espacio intelectual de libre expresión no sujeto a las 
presiones de los poderes externos.

No debería confundirse este entendimiento como un derecho negativo 
(de protección o no interferencia) con lo que algunos estudiosos del tema han 
llamado “el lado negativo” de la definición de la libertad académica, y que se 
refiere a los límites de distinto orden que el ejercicio de esta libertad no puede 
traspasar. Como dicen Stachowiak et al en su justificación de esta interpreta-
ción de “lo negativo” cuando se trata del estudio empírico comparado de los 
límites o contenciones institucionales y legales: “La definición completa de una 
libertad fundamental debe incluir también el ‘lado negativo’, que indica que es 
lo que no se puede hacer con estos derechos ni mediante ellos” (Stachowiak, 
et al, 2023: 161-190). Conforme a este significado, “lo negativo” de la libertad 

25     Tal es el sentido, por ejemplo, de la categorización que Norberto Bobbio hace de la “libertad liberal”, 
que sería “[…] la facultad de realizar o no ciertas acciones sin ser impedido por los demás, por la socie-
dad como un todo orgánico o, más sencillamente, por el poder estatal” (Bobbio, 2003: 113).
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académica se refiere a lo que los sujetos académicos no pueden hacer según el 
marco legal y no, como en el significado de lo negativo de Berlin y Bobbio, a lo 
que pueden hacer sin interferencia ni coacción.

Esto último es importante, porque significa que la libertad académica o 
de cátedra no puede realizarse como un ejercicio carente de límites, contextos 
o condicionamientos. Se asume que su formulación como libertad negativa 
proscribe las restricciones arbitrarias, dogmáticas, irrazonables o abusivas de 
la autoridad estatal, pero, en definitiva, es un principio normativo general que 
tiene que contender con regulaciones de distinta índole que en muchas ocasio-
nes son razonables e incluso deseables. 

Esta manera de comprender el concepto es productiva porque permite 
entender que, si bien el derecho a la libre expresión no busca per se la protec-
ción de los discursos disidentes o la acreditación de argumentos provocadores 
y divisivos, garantiza, incluso cuando los protege, que la sociedad en su con-
junto se beneficie de los límites que se puedan poner a los siempre posibles 
abuso, arbitrariedad y despotismo de los agentes políticos. Por ello, la libertad 
académica en tanto que forma de la libre expresión, como sostiene Harer, no 
sólo garantiza “[…] la integridad en la instrucción y evita que una verdad con-
trolada por el estado sea enseñada en el aula, sino que también involucra el 
derecho a disentir y a cuestionar a las autoridades educativas mismas […] La 
libertad académica es el fundamento de nuestras instituciones educativas de-
mocráticas y es esencial para una genuina academia y para el descubrimiento 
científico” (Harer, 1992: 18-19).

La intuición moral y política que está en la base de esta defensa liberal 
de la libertad académica o de cátedra extiende sus raíces hasta el famoso dis-
curso de 1644 de John Milton, Areopagítica, dirigido al parlamento inglés (si 
bien encontró su formulación sistemática en la filosofía de John Stuart Mill). 
La idea de Milton es poderosa y sugerente: la construcción de la verdad requie-
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re que el poder político no oculte lo que considera error, mentira o equivoca-
ción intelectuales, pues tales desviaciones constituyen la única forma de que 
la razón humana identifique, tras el debate crítico, las opiniones verdaderas 
(Milton, 2009).

Esta idea fue reformulada de modo brillante por John Stuart Mill, en 
la parte II de su obra Sobre la libertad [On Liberty], de 1859, donde defiende 
la necesidad de que, en materia intelectual, la sociedad permita la emisión de 
los discursos erróneos como única forma de identificar, contrastar y probar 
el peso de la verdad. Sus cuatro argumentos sobre la necesidad de conocer y 
discutir las opiniones juzgadas prima facie como erróneas o falsas ameritan 
ser recordados: el primero, que incluso si es reducida al silencio, una opinión 
puede ser verdadera, por lo que quien la silencia se arroga, sin justificación, un 
atributo de infalibilidad; segundo, que aunque la opinión silenciada sea erró-
nea, puede contener, y con frecuencia contiene, una porción de la verdad, por 
lo que el silenciamiento es un robo a la humanidad; tercero, que aún si la opi-
nión admitida fuera no sólo verdadera sino la verdad completa, el que no sea 
posible discutirla de manera leal y vigorosa hará que sólo se le incorpore como 
un prejuicio por quienes la sostienen, pues éstos serán incapaces de entender 
sus fundamentos sociales; y cuarto, que, con el ocultamiento del error, el sig-
nificado de la doctrina verdadera se diluirá o debilitará y se perderá su efecto 
vital en el carácter, con lo que el dogma se convertirá en un mero compromiso 
formal, ineficaz para el bien e incapaz de alentar una experiencia sincera de 
la verdad basada en la razón o la experiencia (Mil, 1991: 59). De este modo, 
el pluralismo intelectual y científico es la única garantía de que las personas 
puedan ejercer su pensamiento crítico, a la vez de comprometerse vitalmente 
con la verdad que son capaces de construir de forma racional e intersubjetiva.

Cabe señalar que, como resultado de una interpretación tergiversada, 
este desarrollo de Mill se ha convertido en un poderoso argumento para la 
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jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de las 
últimas seis décadas, que interpreta los discursos de odio como formas legíti-
mas de la libertad de expresión (Peters, 2005: 12). La tergiversación de la idea 
de Mill se da por la desatención de la Corte Suprema norteamericana al hecho 
de que la defensa de Mill de la expresión de las opiniones erróneas se da en un 
contexto epistémico, de búsqueda de la verdad científica, y no en uno político, 
de estigmatización, violencia expresiva y discriminación contra categorías hu-
manas completas, que es lo que la corte estadounidense ha validado al juzgar a 
los discursos de odio como emisiones cuya equivocación debe demostrarse en 
el debate público y no mediante la acción supresora del Estado.26 

Lo que en realidad el argumento de John Stuart Mill heredó al pensa-
miento contemporáneo es el supuesto de que difícilmente serían defendibles 
la libertad de expresión y de pensamiento si se entendieran como mecanismos 
para mantener privilegios y agravar desigualdades; o, para traer esta idea a un 
lenguaje contemporáneo, si se le usara para perpetuar discriminaciones, exclu-
sión y opresión, toda vez que no superarían una “prueba de daño” respecto de 
la integridad de terceros que es, según Mill, el criterio que permite la acción 
intervencionista del Estado frente al ejercicio abusivo de una libertad (Mil, 
1991: 14).

Resulta claro que este enfoque es pertinente para el ejercicio de la ex-
presión en el ámbito académico, pues en ese espacio, como sucede también con 
frecuencia en el foro público, entran en tensión los derechos a la libre expre-
sión, la protección de la integridad de los grupos sociales y el valor epistémico 
del pensamiento crítico y su búsqueda de la verdad o validez. En el marco 
del debate contemporáneo, un equilibrio entre los reclamos de libertad de ex-

26     A este respecto, véase mi texto: “El peso de las palabras: libre expresión, no discriminación y discur-
sos de odio” (Rodríguez Zepeda, 2018: 47-50).
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presión, de no discriminación y de razonamiento crítico en el contexto de la 
llamada libertad académica sería alcanzable si estuviera alimentado tanto por 
una crítica de las pretensiones de los grupos de poder de mantener y escalar la 
asimetría de trato que les beneficia mediante el discurso, como por la defensa 
de la más amplia libertad de discurso que satisfaga a la vez las exigencias del 
free speech y del pensamiento crítico.

Aunque los diseños que trazan el marco institucional de la libertad aca-
démica son variados, la literatura especializada se ha centrado en dos expe-
riencias, a saber, en la tenure o contratación permanente del personal académi-
co en sus posiciones universitarias y en la experiencia de largo trazo histórico 
de la autonomía universitaria. 
	 El caso de la permanencia o tenure ha sido el que más interés ha ge-
nerado en los estudios sobre libertad académica en el espacio universitario 
estadounidense. Allí, acaso porque la noción de autonomía no se ha aplica-
do de manera homogénea o se vincula generalmente sólo a las universidades 
públicas, esta figura laboral tiende a convertirse en el contenido positivo más 
relevante de la libertad académica. La contratación permanente (o “por tiempo 
indeterminado”, como se ha matizado en el lenguaje de algunas instituciones 
educativas) correlaciona la permanencia laboral del profesorado con la posi-
bilidad de un ejercicio no coaccionado de la libertad académica, toda vez que 
las contrataciones por tiempo indeterminado a las que se obligan las univer-
sidades únicamente podrían ser terminadas por violaciones graves a las reglas 
universitarias o por causas con una fuerte justificación legal, sin que el ejercicio 
de la libertad intelectual debiera considerarse parte de éstas.

La permanencia laboral del profesorado proporciona una protección 
constante al personal académico para el desempeño de sus tareas sustantivas 
en la comunidad universitaria, por lo que, en teoría, eliminaría la incertidum-
bre en cuanto a las consecuencias laborales, profesionales, pecuniarias y hasta 
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de prestigio del ejercicio de la autonomía del discurso académico. De George 
sostiene que, si bien las universidades pueden existir, y de hecho existen, sin 
tenure y sin libertad académica, es con la presencia de estos elementos que 
pueden cumplir sus tareas de búsqueda del conocimiento y contribución a una 
sociedad democrática, por lo que estos valores deben considerarse como los 
pilares éticos de la Universidad en su sentido más amplio (De George, 2003). 
Con una orientación similar, Ludlum establece una relación de codetermina-
ción entre la institución de la tenure y la libertad académica, mostrando cómo, 
en un registro histórico, este modelo de contratación, fomentado por la Ame-
rican Association of University Professors (AAUP) desde la segunda década del 
siglo XX, logró transformar la concepción del profesorado de un grupo más de 
empleados a la de una comunidad encargada de una actividad, la universitaria, 
crucial para la construcción y reproducción de una sociedad democrática; un 
logro cultural que fue la meta avizorada por John Dewey (Ludlum, 1950).
	 La institución de la tenure está tan ligada culturalmente a la historia 
universitaria estadounidense que difícilmente se podría extender, en tanto que 
garantía o contenido constitutivo de la libertad académica, a las experiencias 
universitarias de otras sociedades, incluida la mexicana. Pero no sólo eso. La 
mayor dificultad para relacionar de manera constitutiva, y no nada más con-
textual, la dimensión productiva de la libertad académica con la tenure está 
planteada por la sujeción de este argumento a un individualismo sociológica-
mente insostenible. En efecto, su mayor debilidad reside en que la tenure está 
asociada al dudoso supuesto de un emisor discursivo solitario como agente de 
la libre expresión. Esta figura idealizada se constituyó en el modelo hermenéu-
tico para la libre expresión en los Estados Unidos de América durante la segun-
da mitad del siglo XX conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte, por lo 
que no es extraño que se haya convertido en un supuesto central del discurso 
de la libertad académica.
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En realidad, la diversidad de expresiones en una sociedad compleja es 
irreductible a la concepción de la interacción idealizada entre personas, por lo 
que una correcta interpretación de tal diversidad debería poner atención a los 
cuerpos de intereses agregados que se presentan como ideologías o doctrinas. 
No se trata de que hablantes individuales carezcan de un margen de origina-
lidad y creatividad lingüística y semántica, sino de que este mismo margen es 
ya la expresión de tendencias y procesos de construcción sociolingüística que 
trascienden a los sujetos individuales.

El supuesto individualista de la tenure genera una impostura histórica 
respecto del modo en que funcionan las universidades: presenta a los discur-
sos como momentos discretos de un pluralismo atomizado en el que cada voz 
individual constituye un punto de vista único, original e irrepetible. Se trata de 
una impostura histórica porque los discursos que circulan en el espacio univer-
sitario lo hacen más bien como momentos de aparición de doctrinas o cuerpos 
de argumentación, como plasmaciones académicas de idearios y concepciones 
socio-simbólicas que adquieren permanencia más allá de sus ocasionales vo-
ceros e incluso como codificación intelectual de intereses sociales, ideológicos 
y de clase, así como de formas de vida.27 De este modo, las experiencias de in-
teracción discursiva, no obstante que se concretan y viven a través de emisores 
individuales, son siempre experiencias colectivas que remiten a pautas sociales 
con tendencia a la permanencia.

Como ha argumentado Hertzog, resulta difícil sostener que la insti-
tución de la tenure sea suficiente para garantizar la experiencia de la libertad 

27     Para la conceptualización filosófica de esta relación entre conocimiento científico e interés social 
irreductible a una medida individual, es imprescindible consultar la gran obra de Jürgen Habermas, 
Conocimiento e interés (Habermas, 1982). Y para la aplicación de esta teoría a su concepción de la Uni-
versidad, debe verse: Jürgen Habermas y John R. Blazek, “The Idea of the University: Learning Processes” 
(Habermas y Blazek,1987).
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académica, ya que “las tendencias [de estudio] actuales sobre la educación su-
perior han demostrado que la mera disposición de la tenure no proporciona la 
disposición del profesorado para hablar libremente o para publicar y enseñar 
acerca de tópicos controversiales” (Hertzog, 2017: 2). De esta manera, otros 
dispositivos institucionales tendrían que ser considerados, pues la propia ex-
periencia de la tenure estaría subsumida en una realidad más amplia, a saber, 
la de la autonomía universitaria, en la que se conjugarían el autogobierno, la 
independencia en la contratación del personal académico y la libre disposición 
de sus recursos financieros (Marsiske, 2010: 10). Con la consideración de la 
autonomía universitaria, se reconfigura el concepto mismo de libertad acadé-
mica, pues adquiere una dimensión social e institucional que no posee según 
el enfoque individualista de la tradición estadounidense.

Sin un marco de reglas institucionales como el que se decanta en la 
autonomía, el ejercicio efectivo de la libertad académica sería contingente, es 
decir, un mero acto de la voluntad subjetiva. Por ello, la dimensión institu-
cional de la libertad académica, más que en el supuesto atomista de la tenure, 
puede identificarse en la experiencia histórica de la autonomía. Como dice 
Lozano: “La libertad de cátedra impone en este sentido a los poderes públicos 
la adopción de un modelo de Universidad que preserve este derecho de inje-
rencias externas, lo que en nuestro actual sistema jurídico-constitucional se 
consigue mediante la garantía de la autonomía universitaria” (Lozano, 1995: 
110).28 La autonomía, como diseño institucional, permitiría superar el subje-
tivismo que hemos detectado en la tenure, toda vez que aquella proviene de 
un marco institucional y legal que reposa en el valor público del autogobierno 
o autodeterminación de las instituciones universitarias en lo que atañe a sus 
tareas sustantivas. 

28     Para disponer de una buena interpretación histórica y política de la autonomía universitaria en 
México, puede verse Acosta Silva (2020).
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Respecto de los dilemas planteados por algunas versiones de las agendas 
de igualdad y no discriminación, la autonomía se presenta como una garantía 
de la libertad académica, tanto en el sentido de una protección más eficaz y con 
visos de permanencia en el tiempo contra las coerciones externas del Estado, 
como en la habilitación del profesorado como sujetos autónomos con inicia-
tivas no coaccionadas por las fuerzas internas de la propia Universidad. Tal 
es el caso de la necesaria protección de la libertad académica frente a algunos 
grupos militantes, determinados criterios de moralidad e incluso principios de 
corrección política. De este modo, la prioridad de la autonomía universitaria 
en la experiencia de la libertad académica tendría un elemento más a favor 
de su justificación: el de proteger a la Universidad respecto de las coerciones 
externas del Estado y otras fuerzas políticas, a la vez de salvaguardar el plu-
ralismo interno universitario, desafiado con frecuencia por movimientos que 
tratan de regular el discurso desde posiciones que ven en la libertad de cátedra 
un peligro para agendas de cambio social o para proyectos políticos. Por ejem-
plo, Downs sostiene que:

[…] la Universidad contemporánea está desgarrada por un choque cultural 
entre las nociones tradicionales de libertad individual y las ideologías de re-
ciente aparición que insisten en la necesidad de ser sensibles y solidarios, es-
pecialmente con los miembros de grupos históricamente oprimidos. Muchas 
instituciones han adoptado códigos de expresión y políticas relativas que res-
tringen lo que los miembros del profesorado y el estudiantado pueden decir 
sobre cuestiones relacionadas con la raza, el género, la religión, la orientación 
sexual y otros temas similares (Downs, 2009: 3).

En esta misma línea, algunas críticas al llamado movimiento woke presentan 
las agendas de igualdad y no discriminación como necesariamente antagóni-
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cas con la vigencia de la libertad académica. Tales críticas se posicionan tanto 
a la derecha como a la izquierda del espectro político y, por ejemplo, asocian 
las demandas de lenguaje incluyente o de corrección política con formas auto-
ritarias de control de la vida universitaria.29 Si bien las críticas desde la derecha 
y ultraderecha a los programas de igualdad y no discriminación son bastante 
previsibles, llama la atención que críticas similares provengan de posiciones 
identificadas como progresistas o de izquierda. Tal es el caso de Susan Neiman 
o David Rieff, identificados como liberales igualitarios, quienes han hecho una 
crítica frontal a lo woke desde la izquierda por su abandono del universalismo 
y por la subordinación discursiva al lenguaje de las identidades, con el con-
secuente abandono de una política de izquierda igualitaria (Neiman, 2024) y 
(Rieff, 2025). 

La crítica a los programas universitarios de igualdad y no discrimina-
ción, o a las políticas DEI (de diversidad, equidad e inclusión), por su denomi-
nación en inglés, debe tomarse en serio, pues es cierto que no existe una senci-
lla avenencia entre el ejercicio de la libertad académica y las pautas de discurso 
y comportamiento que provienen de tendencias como la corrección política, la 
política de la identidad o la política de la cancelación.

29     Si bien no podemos entrar a fondo al análisis del movimiento anti-woke, habría que recordar, frente 
a las exageraciones de éste, que buena parte de las propuestas de reforma lingüística en la vida universi-
taria se legitiman por su carácter no coercitivo y por tratar de aplicarse mediante la persuasión racional 
y el uso de argumentos públicos. Por ejemplo, Ibarra Meléndez y Ayala Cuevas, en su libro Lenguaje 
incluyente y no sexista, refutan la idea de que la intervención igualitaria sobre el lenguaje es autoritaria 
porque “[…] sólo sería una imposición autoritaria si se castigara de manera despótica a las personas que 
no usen este lenguaje. Aunque se han popularizado las siguientes expresiones, no existe en realidad una 
policía del lenguaje ni de la corrección política que vigile cómo las personas se comunican, y así como 
no hay castigo ni penas pecuniarias para quienes cometen faltas de ortografía, de orden sintáctico o de 
conjugación verbal, tampoco debería haberlas para quienes decidan no usar el lenguaje incluyente y no 
sexista” (Ibarra Melendez y Ayala Cuevas, 2025: 22-23).
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En este sentido, Downs y otros críticos aciertan al detectar un riesgo 
para la libertad académica que proviene de nuevos movimientos e identida-
des sociales. Lo que no resulta claro es que esto haga incompatible la libertad 
académica con la defensa de estas agendas en el espacio universitario. De he-
cho, no es sorprendente que los discursos contrarios a la discriminación, al 
dominio y la opresión encuentren su espacio de origen en la vida universitaria 
y en sus condiciones de pluralismo tuteladas por la autonomía; tampoco es 
sorprendente que su enunciación sea parte del ejercicio mismo de la libertad 
académica. En realidad, sería extraño que tales exigencias y agendas de cambio 
no encontraran como vehículo el debate académico protegido por el plura-
lismo intelectual. En este contexto, la pregunta razonable no sería la de cómo 
evitar que las nuevas agendas de no discriminación y de igualdad silencien la 
libertad académica, porque de hecho pueden ser compatibles, sino la de qué 
tipo de pluralismo y, por ende, de libertad académica, debe predominar en los 
espacios universitarios ante la evidencia de que en éstos converge una variedad 
irreductible de doctrinas con una serie de principios políticos y de justicia que 
remiten a la estructura básica de la sociedad y que afirman principios como el 
de igualdad y no discriminación. Desde nuestro punto de vista, una interpreta-
ción de corte rawlsiano podría mostrarnos una ruta razonable para responder 
a esta cuestión.

LA RAZÓN ACADÉMICA COMO RAZÓN NO PÚBLICA

La filosofía política, en su dimensión de teoría normativa para la emisión dis-
cursiva, proporciona elementos heurísticos para proyectar el difícil equilibrio 
entre la libertad académica y los deberes provenientes de los principios consti-
tucionales del contexto social de trasfondo, por un lado, y las exigencias de no 
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discriminación y no opresión de los movimientos sociales, por otro. Para ello, 
el primer argumento que debe acreditarse es que tal teoría normativa ya está 
contenida, así sea en forma seminal, en la teoría rawlsiana de la razón pública, 
que es una actualización intelectualmente persuasiva del principio ilustrado 
kantiano de publicidad.

La idea de la razón pública es una de las tres partes constitutivas de 
la teoría rawlsiana del liberalismo político. Esta teoría se formula para ofre-
cer una respuesta a la cuestión acerca de qué elementos son necesarios para 
que una sociedad cuente con un sistema justo y estable de cooperación entre 
ciudadanos libres e iguales que, a la vez, se encuentran profundamente divi-
didos por las doctrinas comprehensivas razonables que ellos mismos afirman 
(Rawls, 1993: 4). Según Rawls, esta teoría se constituye mediante tres desa-
rrollos teóricos: el de una concepción política de la justicia, el de la teoría del 
consenso entrecruzado (overlapping consensus) y la idea de una razón pública 
(Rawls, 1993: 44). En este texto, nos concentramos en el tercer componente.30

	El concepto de razón pública, heredero contemporáneo del principio 
kantiano de publicidad, ha sido acreditado en nuestros días tanto por Jürgen 
Habermas en su reconstrucción crítica del concepto de espacio público como 
por John Rawls en su teoría del liberalismo político. Aunque tenemos presen-
te el argumento de Habermas acerca de la formación de la esfera pública y la 
articulación de la publicidad moderna (Habermas, 1986), nos centramos en el 
marco conceptual que para este propósito analítico formuló Rawls tanto en su 
obra Political Liberalism de1993, como en la redacción definitiva que apareció 
en su última obra sistemática publicada: The Law of Peoples with “The Idea of 
Public Reason Revisited” (Rawls, 1999 a: 129-180). Desde luego, tomamos los 
argumentos de este autor de la versión definitiva.

30     Para un análisis crítico, amplio y sistemático, de los dos primeros componentes de la teoría rawlsiana 
del liberalismo político, puede verse Rodríguez Zepeda (2003).
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La idea de la razón pública es un principio normativo que, sin consistir 
en una norma legal, proporciona el contenido para una dimensión discursiva 
de la vida pública que puede ser positivada por la norma jurídica. Como señala 
Neufeld: “Razón pública es el nombre que Rawls da a la forma compartida de 
razonar que los ciudadanos de una sociedad democrática pluralista deben usar 
cuando deciden acerca de fundamentos constitucionales y cuestiones de jus-
ticia básica” (Neufeld, 2015: 666). Este principio puede orientar la legislación 
y el diseño institucional que enmarquen la circulación de argumentos en los 
terrenos tanto de la vida pública como de la no pública. Rawls concibió su idea 
de la razón pública como un principio filosófico capaz de identificar las formas 
razonables de circulación de los argumentos en el foro público (political forum) 
de una sociedad democrática.

Su argumento sostiene que, en una sociedad justa, donde impera la 
libre expresión, agentes relevantes del poder público (personas gobernantes, 
legisladoras, candidatas en campaña, jueces y juezas) no están autorizados para 
expresar discurso alguno que contravenga los contenidos políticos de la justi-
cia y los principios fundamentales de la Constitución, que son el objeto de un 
consenso político entrecruzado de la pluralidad social. Sus argumentos deben 
ser acordes tanto con las exigencias de razonabilidad discursiva de una con-
cepción liberal como con la prohibición de invocar principios doctrinarios de 
corte filosófico, religioso y moral que, por definición, carecen de dimensión 
pública.31 Esta regla opera en especial para la emisión de razones en la reali-

31     Los principios doctrinarios filosóficos, religiosos o morales son, para Rawls, elementos de primer 
orden de las llamadas doctrinas comprehensivas. Éstas son las numerosas concepciones filosóficas, reli-
giosas y morales que pueblan las sociedades contemporáneas. Son generales cuando se aplican a un rango 
muy amplio de objetos y, en el límite, a todos los objetos posibles. Van desde lo que es valioso en la vida 
humana hasta la amistad y las relaciones asociativas, pasando por las ideas subjetivas del bien. Además 
de generales, pueden ser completamente comprehensivas cuando ordenan todos sus valores y virtudes 
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zación de acciones públicas (Rawls, 1999 a: 133-134). Los sujetos relevantes y 
protagónicos de la vida pública, sobre todo en los emplazamientos y situacio-
nes de carácter público (en edificios públicos, en actos públicos, en la decisión 
acerca del ejercicio de recursos públicos, en el uso de una investidura pública, 
en sentencias judiciales) deben expresarse sólo en términos compatibles con 
un discurso público, es decir, con un discurso constitucionalmente fundado y 
coherente con los criterios de justicia política de una sociedad democrático-
constitucional, por lo que sus emisiones de contenido comprehensivo o no pú-
blico (filosóficas, religiosas y morales) carecerían de legitimidad democrática 
al no estar al alcance, por su unilateralidad irremediable, de un consenso polí-
tico entre las doctrinas razonables de la sociedad.

Lo más importante es que este argumento se complementa con la pro-
posición de que el resto de la sociedad puede expresarse, conforme a sus ideas 
morales, religiosas o filosóficas, mediante razones no públicas en los distintos 
ámbitos e instituciones de su vida regular, en lo que Rawls mismo denomina 
“dominios no públicos” (nonpolitical domains) (Rawls, 1999 a: 160). La Uni-
versidad, como la familia o las comunidades, constituye un dominio no públi-
co o no político.

Ahora bien, Rawls previene contra el error de pensar que esta distinción 
equivalga a una suerte de separación radical entre territorios independientes. 
Su teoría, dice Rawls, “[…] no contempla el dominio político y los dominios 

en un sistema articulado, como sucede, por ejemplo, en los sistemas filosóficos (Rawls,1993: 13). En su 
conjunto, las doctrinas dan lugar al hecho del pluralismo, que es la diversidad irreductible de doctrinas 
en la sociedad; y este pluralismo es razonable cuando se constituye por doctrinas que los ciudadanos 
razonables sostienen y que pueden converger en un consenso acerca de una concepción política de la 
justicia (Rawls, 1993: 36). El medio para reconciliar políticamente a las doctrinas que, no obstante, siguen 
separadas por sus principios comprehensivos de primer orden, es precisamente el ejercicio de la razón 
pública.
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no políticos como dos espacios separados, desconectados y gobernados cada 
uno por sus propios principios” (Rawls, 1999 a: 160). Un dominio no político, 
como el que corresponde a las universidades, está regulado, en sus relaciones 
externas con el sistema social, por los principios generales de la justicia que 
ordenan la estructura básica de la sociedad, que es el conjunto de las principa-
les instituciones del sistema social; pero en su interior puede funcionar según 
las tendencias y contenidos de las teorías y narrativas que lo constituyen. El 
margen entre la regulación directa e indirecta de los principios de la justicia 
equivale a un espacio de libertad discursiva en los dominios no políticos, como 
del que goza la Universidad, que no se halla disponible para el dominio propia-
mente político. Esto quiere decir que, mientras no contradigan radicalmente 
los principios de la justicia, los contenidos de la libertad académica pueden 
discutirse con una amplia, si bien siempre contextualizada, libertad.

Las concepciones intelectuales sobre la verdad científica, la ética, la sal-
vación, la vida buena, la moralidad, el sentido de la existencia, la naturaleza 
del yo, el sentido de la historia y otros muchos contenidos del mundo acadé-
mico pueden expresarse con pocas limitaciones en el espacio universitario. Es-
tas últimas aparecerían cuando tales concepciones se conjuraran abiertamente 
contra los contenidos de la concepción de la justicia; por ejemplo, cuando una 
doctrina, además de  expresarse contra el sistema de libertades políticas, contra 
la igualdad de derechos de las personas, contra las prohibiciones de discrimi-
nación o contra las garantías de un Estado de derecho, que son contenidos 
de la justicia y, por ende, reglas ordenadoras de la estructura básica, intenta-
ra hacer uso del poder político para afirmar su punto de vista. Al hacerlo, se 
convertiría en una doctrina no razonable, y quedaría fuera del consenso del 
pluralismo de corte democrático y por lo tanto fuera de la protección que ha 
de darse al derecho a la libre expresión. En ese punto, cabría su censura y hasta 
su prohibición, pues ya no podrían seguir siendo juzgadas como ejercicio de 
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una libertad básica al interior de un espacio doctrinario, sino como un desafío 
para el sistema que garantiza las posibilidades mismas de la emisión académica 
libre.

Debe quedar claro que la diferencia entre universidades públicas y pri-
vadas no es simétrica ni equivalente a la distinción conceptual entre el domi-
nio político y los dominios no políticos. Incluso una universidad pública, de 
adscripción estatal o gubernamental, se sitúa en un dominio no público y son 
legítimas para ella las razones no públicas, que pueden llenarse con múltiples 
contenidos y ser contradictorias y recíprocamente irreductibles. Al dominio 
propiamente público o político corresponde la razón pública, es decir, una ex-
presión política directamente relacionada con el ejercicio del poder democrá-
tico y con la vigencia de los principios constitucionales y de justicia que no 
admite interferencias de los contenidos de la diversidad doctrinaria. Además, 
los sujetos emisores de la razón pública son políticos, jueces o candidatos en el 
ejercicio de cargos y tareas públicos actuando, en general, en emplazamientos 
públicos. En contraste, el dominio no político propio de la vida universitaria 
posee una autonomía discursiva que le habilita para la manifestación amplia y 
robusta de doctrinas comprehensivas de distinto orden.

Pero los contenidos doctrinarios no son el único objeto de la libertad 
académica de discurso: las universidades, públicas y privadas, pueden discutir, 
y de hecho discuten, acerca de numerosas cuestiones políticas, como la natu-
raleza de la justicia, la democracia o el contenido de las libertades, y no sólo de 
cuestiones técnicamente filosóficas, religiosas y morales, porque lo que define 
si están obligadas a una razón pública no son los contenidos discutidos, sino la 
naturaleza de las y los emisores que se expresan. Al no ser el profesorado y el 
alumnado sujetos obligados por las reglas de la razón pública, pueden expre-
sarse sobre los contenidos constitucionales y de justicia del mismo modo en 
que lo hacen sobre los temas de filosofía, moral y religión. Por ello, las regula-
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ciones directas de la libertad académica sólo pueden establecerse por parte de 
las propias comunidades académicas, mientras que sus regulaciones indirectas 
o sistémicas, provenientes de los principios de la justicia, que son las que se 
aplicarían para cualquier persona ciudadana, se radican en los principios de la 
estructura básica de la sociedad.

Según Rawls, las universidades forman parte, y ayudan a construir, la 
cultura de la sociedad civil, que no puede estar guiada por una sola idea o prin-
cipio, sea este político, moral, filosófico o religioso. Conforme a su argumento, 
“La idea de la razón pública no se aplica a la cultura de trasfondo (background 
culture) con sus diversas formas de razón no pública ni a los medios de comu-
nicación de ningún tipo” (Rawls, 1999 a: 134). Según esta distinción, “[…] la 
cultura de trasfondo incluye la cultura de las iglesias y de las asociaciones de 
todo tipo, así como instituciones de enseñanza en todos los niveles, especial-
mente universidades y escuelas profesionales, así como sociedades científicas 
y de otro tipo” (Rawls, 1999 a: 134). El ejercicio de la libertad de discurso es 
a todas luces una forma de realización de la llamada razón no pública que, si 
bien contiene menos restricciones que el ejercicio de la razón publica, a la vez 
puede moldearse conforme a lo que Rawls llama el “ideal de la razón pública” 
(Rawls, 1999 a: 135-136).

Esto último es importante, porque Rawls sostiene que los argumentos 
y discusiones de las y los ciudadanos pueden expresarse conforme a un deber 
de civilidad, que para ellos es moralmente optativo, mientras que para agentes 
públicos es un deber de comunicación pública (una exigencia de publicidad). 
Este deber se cumple cuando los sujetos públicos (personas juzgadoras, titula-
res del ejecutivo, oficiales, las y los políticos y las personas en campaña) “[…] 
actúan conforme a la idea de la razón pública y explican a los demás ciudada-
nos sus razones para apoyar posiciones políticas fundamentales en términos 
de la concepción política de la justicia que ellos juzgan como las más razo-
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nable.” (Rawls, 1999 a: 135). Por su parte, la ciudadanía puede elegir actuar 
conforme al mismo estándar de discurso, para lo cual “[…] idealmente pueden 
pensar de sí mismos como si fueran legisladores y preguntarse a sí mismos qué 
estatutos […] encontrarían como los más razonables para promulgar” (Rawls, 
1999 a: 135-136).

Este ideal de civilidad, obligatorio para agentes políticos y siempre op-
tativo para la ciudadanía, se convierte a la vez en un ideal moral para el pro-
cesamiento intelectual de los temas divisivos de la agenda social en la Univer-
sidad, pues el profesorado y el estudiantado, en tanto que legisladores ideales, 
pueden argumentar evitando los principios doctrinarios (a los que de todos 
modos tienen derecho de apelar) tratando de generar el mayor consenso po-
sible y la más poderosa persuasión intelectual entre sus interlocutores. Al no 
ser obligatorio para las personas académicas el deber de civilidad, se mantiene 
la prioridad de la libre expresión, de la cual, como se ha dicho aquí, la libertad 
académica es una especie.

La restricción de la expresión, cuando existe, delimita el tipo de argu-
mentos que una persona del poder público puede utilizar en sus emisiones 
discursivas, que, por definición, tienen un sentido público y la alta posibilidad 
de afectar los derechos de la ciudadanía. Este argumento justifica las restric-
ciones de expresión, en el foro público, a las personas del poder político, en el 
entendido de que es necesario proteger bienes comunes mediante restricciones 
a los discursos políticos arbitrarios. Así, puede sostenerse que, en el marco de 
una razón pública democrática, es posible limitar la expresión de las personas 
políticas que vaya contra los principios de una Constitución democrática. Así 
es como hacemos explícita la figura conceptual de un sujeto con deberes espe-
ciales en materia de expresión, por ejemplo, una persona política que actúa en 
el marco institucional tiene estos deberes especiales.
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Otra cosa, no obstante, debería suceder con las expresiones de las per-
sonas que no poseen tales grados de poder o de autoridad. Una sociedad de-
mocrática, aconseja la teoría de la razón pública, debe aprender a convivir con 
su propia diversidad simbólica y moral. Por tal motivo, puede juzgarse como 
propia de la libertad de expresión, y de esa forma específica suya que es la li-
bertad académica, la expresión de particulares que no están investidos de un 
poder político relevante. Esta idea se justifica por la evidencia histórica de que 
el discurso de esos particulares carece de la capacidad de daño a los derechos 
que tienen los abusos discursivos de quienes detentan el poder. En contraste 
con la figura normativa de personas con deberes especiales de expresión, debe 
aparecer, entonces, la figura de las categorías especialmente protegidas en ma-
teria de libertad de expresión: artistas, periodistas, comediantes, humoristas, 
creadores intelectuales, críticos culturales y, sobre todo, personas académicas 
y estudiantado.

Las expresiones de estos grupos podrían ser entendidas por muchos 
como discursos ofensivos y hasta odiosos, pero sólo el más acucioso análisis, 
que incluya una prueba de daño respecto de los derechos de terceros, puede 
determinar si constituyen discursos de odio o desafíos para los principios de 
justicia de la estructura básica de la sociedad; y sólo entonces podrían ser silen-
ciados legalmente. En el espacio universitario, aparecen una y otra vez excesos 
de la expresión o discursos desagradables con los que una sociedad liberal y 
tolerante tiene que aprender a convivir, porque el riesgo para el sistema de 
derechos que proviene de su persecución no razonada es siempre mayor que 
la reparación de estos que la tarea punitiva pudiera generar.32 Los discursos 
académicos disonantes y hasta conflictivos, provenientes tanto del profesorado 
como del alumnado, corresponden al ejercicio de una libertad académica que 

32     Véase, a este respecto, el iluminador texto de David Brooks sobre las razones por las cuales el discur-
so de Charlie Hebdó es necesario para una sociedad democrática (Brooks, 2015). 
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expresa la propia diversidad interna, doctrinaria e ideológica, del espacio uni-
versitario y del sistema social en su conjunto. En la medida en que no desafíen 
el orden constitucional y la justicia básica de una sociedad democrática, ni, 
sobre todo, que pretendan la utilización de alguna forma de poder político o 
fáctico para su implantación exclusiva, deben ser enfrentados con los recursos 
argumentativos con que cuenta la propia pluralidad universitaria.

En este sentido, las agendas de corrección política radical, de política 
y lenguaje identitarios, de cultura de la cancelación, de crítica de las apropia-
ciones indebidas por parte de sujetos no pertenecientes a los grupos subalter-
nos, etcétera, pueden contender dialógicamente con otras emisiones propias 
del pluralismo universitario. Lo que las haría ilegítimas sería algún acuerdo 
político de imposición que las convirtiera en el estándar único del lenguaje 
universitario o que las afirmara por medio de la violación de los derechos cons-
titucionales y principios de justicia que, desde la estructura básica de la socie-
dad, garantizan el pluralismo intelectual y la libertad académica.

Finalmente, debe reiterarse, trayendo de nuevo a cuenta el marco con-
ceptual formulado por Rawls, que los contenciosos discursivos en los que se 
expresa la pluralidad de las comunidades universitarias no se dan entre per-
sonas separadas y plenamente independientes, bajo el ideal irrealizable de que 
“cada cabeza es un mundo”. El supuesto individualista es un principio ético o 
regulativo en el marco de la libertad académica, un argumento del tipo “como 
si”, que propone que, aun en el caso de que una sola persona académica sostu-
viera un punto de vista personalísimo, excéntrico y disonante, debería dispo-
ner de condiciones para ser escuchada en la Universidad, siempre que no viole 
las reglas de justicia básica del orden social. Pero no se trata de un descriptor 
sociológico, pues lo que acontece en la emisión discursiva en la Universidad 
es la comparecencia de diversas doctrinas comprehensivas, es decir, cuerpos 
de argumentación y significado filosófico, moral y religioso, diferentes y recí-
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procamente irreductibles, vocalizados por actores concretos y con variaciones 
performativas. Esto implica que una comunidad académica no es un conjunto 
agregado de ideas individuales, sino un espacio en el que se cruzan distintos 
marcos doctrinarios. Esto explicaría, por ejemplo, que algunas universidades 
sean, en este contexto, espacios de articulación de doctrinas comprehensivas 
específicas y no campos equitativos de diversidad ideológica individual y, no 
obstante, sigan sujetas al peso del pluralismo razonable que proviene de la es-
tructura básica de la sociedad.
	 Todo pluralismo académico, tanto intrauniversitario como interuni-
versitario, es, en rigor, un pluralismo de doctrinas y no de personas. Aún las 
IES más doctrinariamente perfiladas registran a su interior variaciones inter-
pretativas y experimentan la incertidumbre que proviene de las disidencias 
intelectuales. Experimentan ese pluralismo que, según Rawls, es el resultado 
del trabajo de la razón práctica cuando funciona en un esquema de libertades.  
Es precisamente frente a este fenómeno del pluralismo no eliminable de la ex-
periencia intelectual (a menos que se opte por el totalitarismo), que se deben 
formular los principios normativos necesarios para la administración, sobre 
todo mediante la autorregulación, de las emisiones de discurso en el espacio 
universitario. Con mayor razón, es manteniendo la defensa del pluralismo que 
sustancia la libertad académica que deben defenderse y aplicarse las agendas 
de igualdad y no discriminación en la Universidad. 



117

Libertad académica, libre expresión y no discriminación en la Universidad

CONCLUSIÓN

No son buenos tiempos para incentivar los proyectos de igualdad y no discri-
minación, ni en las universidades ni en la sociedad en general. En los Estados 
Unidos, la nación donde se diseñaron y aplicaron las primeras políticas sis-
temáticas para contender con los efectos de la discriminación y promover la 
igualdad de derechos y oportunidades, las llamadas políticas DEI (de diversi-
dad, equidad e inclusión), que en México llamaríamos, precisamente, políticas 
de igualdad y no discriminación, son el objeto de un ataque político inédito y 
se ha llegado incluso a prohibir todo apoyo gubernamental a las universida-
des que las mantengan. En otras latitudes, se fortalecen también movimientos 
ultraconservadores que tienen como enemiga declarada la nueva generación 
de derechos que instaló como prioridad política la agenda de igualdad y no 
discriminación.

	Tanto en las redes socio-digitales como en cada vez más movimientos 
políticos organizados se han hecho comunes las críticas y descalificaciones ra-
dicales de la llamada cultura woke, es decir, de la orientación política a defen-
der los derechos de grupos históricamente oprimidos como minorías étnicas,  
mujeres y  grupos de diversidad sexual, y de llevar esta defensa al terreno de 
los discursos, los relatos históricos, los currículos educativos, las deliberacio-
nes e interacciones públicas e incluso a la revisión de los referentes culturales e 
históricos de las sociedades. Si bien existen exageraciones y extravíos en la im-
precisa y poco definida cultura woke, difícilmente podría constituir la amenaza 
a la libertad y el pluralismo con que se le identifica. Sin embargo, el resultado 
más grave de estos ataques contra ella es el proyecto de desmontar buena parte 
de los logros que las sociedades democráticas habían ya alcanzado en materia 
de igualdad y no discriminación. Los nuevos discursos antiderechos, basados 
en una mezcla de neoconservadurismo y de crítica a la acción estatal, han con-
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vertido al todavía emergente y poco consolidado principio de no discrimina-
ción en un enemigo político a vencer.
	 De este nuevo momento político proviene un argumento que ha am-
pliado últimamente su presencia en distintos circuitos de discusión: “se ha ido 
demasiado lejos en la agenda de igualdad y no discriminación”. Se trata de 
una supuesta evaluación que en realidad encierra un rechazo de los valores de 
igualdad, diversidad y compensación para los grupos históricamente discrimi-
nados. No sería raro que, en poco tiempo en las propias universidades, públi-
cas y privadas, este supuesto exceso o abuso de las demandas igualitarias sea 
traído a la discusión y utilizado como arma arrojadiza para detener y desmon-
tar los cambios institucionales requeridos en nuestras entidades académicas.
	 Ante esta situación, lo primero que debe afirmarse es que la agenda de 
igualdad y no discriminación, tanto en el ámbito social general como en las 
universidades en particular, se ha quedado muy lejos de alcanzar sus metas 
mínimas. La desigualdad de género, el racismo, el clasismo, el capacitismo, la 
homofobia, la transfobia, el edadismo, la intolerancia religiosa y otras formas 
de discriminación siguen presentes en la cultura social compartida, así como 
en las reglas y rutinas de funcionamiento institucional. Las universidades, a las 
que supondríamos una vida interna lejana a estas formas de injusticia, tampo-
co están exentas de padecerlas y reproducirlas. Por ello, deben comprometerse 
de manera positiva con la construcción de sistemas de normas y políticas que 
propicien el cambio cultural, axiológico, funcional y operativo en términos de 
igualdad y no discriminación. Lo cierto es que este compromiso, para no que-
darse en el terreno retórico, debe contemplar los recursos presupuestales nece-
sarios para cumplirse con seriedad. La universidad pública, en particular, debe 
recordarle al Estado del que forma parte que tales tareas no son actividades 
periféricas ni testimoniales y que, por imperativo constitucional y legal, tanto 
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el propio Estado como la Universidad deben dedicar los recursos materiales 
necesarios y suficientes para garantizar el derecho humano a la no discrimina-
ción.
	 De allí que la Universidad como institución enfrente una serie de de-
safíos en este terreno que son de urgente atención. La Universidad debe ser 
el sujeto de una reforma de doble hélice. Por un lado, requiere aumentar su 
peso e influencia para que en el contexto social y político en el que se sitúa 
adquieran relieve y fuerza los principios constitucionales de igualdad y no dis-
criminación. Los llamados estudios antidiscriminatorios, la habilitación de un 
vocabulario científico para denominar los variados fenómenos del espectro de 
la desigualdad y la injusticia, los estudios empíricos sobre la situación de los 
grupos en situación de discriminación, la reconstrucción histórica de los pro-
cesos y fenómenos discriminatorios, la construcción de modelos de legislación 
para orientar la acción estatal en una ruta igualitaria y de derechos humanos, 
los diseños institucionales que deben ser el marco de las políticas públicas an-
tidiscriminatorias, el desarrollo de tecnologías y sistemas para la inclusión de 
los grupos desaventajados, entre otras acciones, son aportes sustantivos que 
la Universidad debe hacer a su entorno social y que justifican ampliamente 
el compromiso constitucional y social que tiene. Se trata de una hélice que, 
realizando está tarea de retribución social, traslada los aportes de una razón 
antidiscriminatoria como la que hemos descrito en este libro a la sociedad que 
le circunda.
	 Pero debe activar una segunda hélice, no desconectada de la primera 
y con recorrido propio, a saber, la reconstrucción en clave antidiscriminato-
ria de su orden institucional interno. La misma mirada crítica que preside los 
estudios que desde la Universidad hacemos acerca de la historia, estructura 
y organización política y jurídica de la sociedad debe también guiar los pro-
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cesos de transformación de la vida universitaria. Como hemos argumentado 
en este texto, la Universidad recibe e incorpora buena parte de los prejuicios 
y tradiciones socioculturales que detonan los procesos discriminatorios, por 
lo que no resulta extraño que refleje en gran medida el imaginario colectivo 
de la desigualdad y el privilegio que la circunda. Estas herencias culturales no 
son valores a preservar, sino tradiciones y rutinas indeseables que perpetúan la 
desigualdad y mantienen y escalan la desventaja de los grupos subalternos. Por 
esa razón, en cumplimiento de su obligación constitucional de luchar contra 
todas las formas de discriminación, la Universidad debe modificar su legisla-
ción y sus prácticas fundamentales para hacerlas compatibles con el derecho 
humano a la no discriminación.
	 Lo anterior implica que las personas responsables de la conducción 
institucional deben abandonar la tentación de quedarse en el cómodo terreno 
de los discursos protocolarios y de los programas meramente formales y enun-
ciativos para, junto con la comunidad de estudiantado, profesorado y personas 
trabajadoras, construir nuevos modelos de vida institucional. Esto requiere, 
al menos, de asignaciones presupuestarias suficientes, de habilitación de ór-
ganos y comisiones orientados a la protección y promoción de los derechos 
humanos, del diseño de políticas antidiscriminatorias específicas y especiali-
zadas, como las de nivelación, inclusión y acciones afirmativas, para enfrentar 
y revertir la discriminación y sus efectos en los campus. Exige también, desde 
luego, la apertura mental, el pensamiento crítico y la disposición seria y soste-
nida al cambio social progresista que es una cualidad valiosa y relativamente 
abundante en la vida universitaria.
	 En cualquier esfera social, y la Universidad no es la excepción, la agen-
da de no discriminación es un proceso de lucha contra los privilegios de distin-
to orden: racial, sexual, clasista, capacitista, edadista, religioso o de cualquier 
otra índole. Como hemos explicado en este texto, los bienes públicos y los 
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derechos alcanzados por los grupos discriminados en el marco de sus luchas 
por la igualdad no pueden ser tachados de privilegios, aún si su distribución 
no ha alcanzado a ser homogénea. Tampoco son privilegios los honores, los 
reconocimientos a la excelencia académica o las distinciones en relación con el 
desempeño destacado en cuanto a los fines sustantivos de la Universidad como 
la docencia, la investigación y la difusión de la cultura. Los genuinos privile-
gios que combatir son, por el contrario, las ventajas arbitrarias y muchas veces 
abiertamente irracionales que persisten en la vida universitaria y que, además 
de conceder beneficios injustificados a ciertos grupos, agudizan la desventaja 
de los colectivos subalternos.

La lucha contra el privilegio no tiene por qué ser antagónica con la es-
pecialización, la innovación, la originalidad y la creatividad intelectuales que 
son señas de identidad irrenunciables de un buen trabajo universitario. Sólo 
una mala comprensión del significado de un proyecto igualitario de no dis-
criminación puede equiparar a éste con un combate a los logros superiores en 
el terreno del conocimiento, la creatividad y el arte. Por ello, la ponderación 
constante entre la libertad académica y la protección e impulso de los grupos 
discriminados debe convertirse en una prioridad para la excelencia con igual-
dad y justicia que hoy en día exige la Universidad contemporánea.

En cualquier caso, debe recordarse que una genuina política antidis-
criminatoria, al nivelar la posición de los grupos subalternos y al reducir el 
privilegio de los grupos investidos de poder y autoridad, genera con mucha 
frecuencia inquietud y respuestas conservadoras y restauradoras. Eso exhibe la 
dimensión política de un proyecto serio de igualdad y no discriminación, pues 
la imagen de una Universidad que se ha hecho cargo de una agenda de cambio 
estructural en el horizonte de los derechos humanos es muy diferente de la 
imagen que tenemos de ella en nuestro punto de partida.



122

La discriminación en la Universidad: coordenadas teóricas

	 Terminamos nuestro texto reiterando una idea que hemos sostenido 
antes: la dimensión estructural del fenómeno de la discriminación, es decir, su 
existencia como una serie de pautas que animan los comportamientos colec-
tivos propicia que las instituciones ordenadoras de la vida social reproduzcan 
la desigualdad de trato y tiendan a normalizar las injusticias asentadas en la 
tradición. Esto sucede también con la Universidad, pues también refleja y re-
produce en gran medida las desigualdades y las jerarquías arbitrarias que pro-
vienen de su contexto y de su historia; sin embargo, posee una cualidad que la 
hace única, a saber, la capacidad autorreflexiva y crítica de su comunidad que 
le permite poner en cuestión no sólo los fundamentos del orden social general 
sino los que animan su propia existencia y modalidades de funcionamiento. En 
otras instituciones, el cambio progresista es más difícil y azaroso, mientras que 
en la Universidad encuentra condiciones más favorables por el uso crítico de la 
razón que es una de sus fuerzas motrices. En ocasiones, sólo desde y en la Uni-
versidad se puede poner en duda los principios de vida colectiva instalados por 
la costumbre y los prejuicios y oponerles modelos razonables y persuasivos de 
cambio social igualitario. Más aún, gracias a sus procesos de docencia, divul-
gación, extensión y diálogo con agentes sociales y políticos, se puede irradiar y 
extender ese pensamiento y enfoques críticos a la vida pública para propiciar 
el cambio democrático e igualitario que una nación requiere.
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